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 Nro. 12992

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS 
HUMANOS Y CULTOS

Ángela Cristina González Camacho
SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

Y CULTOS

Considerando:

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de 
noviembre de 2007, publicado en el Registro Ofi cial, 
Suplemento Nro. 220, de 27 de noviembre de 2007, se crea 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos;

Que el artículo 154, número 1 de la Constitución de la 
República del Ecuador, dispone: “A las Ministras y Ministros 
de Estado, además de las atribuciones establecidas en la 
ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas 
públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y 
resoluciones administrativas que requiera su gestión”;

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 410, publicado en 
el Registro Ofi cial 235, de 14 de julio de 2010, el señor 
Presidente Constitucional de la República, economista 
Rafael Correa, decreta que los temas referentes a  cultos, 
pasan a ser competencia del “Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos”; y, cambia la denominación, por 
“Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos”;  

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 256, de 13 de marzo 
de 2014, publicado en el Registro Ofi cial, Suplemento 
Nro. 218, de 03 de abril de 2014, el señor Presidente 
Constitucional de la República del Ecuador, nombra como 
Ministra de Justicia, Derechos Humanos y Cultos a la 
doctora Ledy Andrea Zúñiga Rocha;

Que mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0082 de 28 de 
agosto de 2013, el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos, delegó a el/la Subsecretario/a de Derechos Humanos 
y Cultos, la facultad de suscribir Acuerdos Ministeriales 
relativos a la aprobación de personalidad jurídica, reforma 
de estatutos, disolución y cancelación de organizaciones 
religiosas, regidas por la Ley y el Reglamento de Cultos 
Religiosos;

Que mediante Acción de Personal Nro. 001123, de 28 
de abril de 2016, se nombró a Ángela Cristina González 
Camacho, como Subsecretaria de Derechos Humanos y 
Cultos, a partir del 02 de mayo de 2016;
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Que el artículo 66 de la Constitución de la República 
del Ecuador, numerales 8 y 13 en su orden, reconocen y 
garantizan: “El derecho a practicar, conservar, cambiar, 
profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con 
las restricciones que impone el respeto a los derechos…”; 
y, “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en 
forma libre y voluntaria”;

Que el artículo 1 de la Ley de Cultos, publicada en el Registro 
Ofi cial Nro. 547, de 23 de julio de 1937, señala: “Las 
diócesis y las demás organizaciones religiosas de cualquier 
culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el 
país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, 
enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo 
que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus 
bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo 
con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. 
En el referido Estatuto se determinará el personal que 
constituya el mencionado organismo, la forma de elección 
y renovación del mismo y las facultades de que estuviere 
investido”;

Que la Reforma Integral del Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos publicada en el 
Registro Ofi cial Suplemento No. 116 de 28 de marzo de 
2014, establece en el artículo 3, numeral 2 como uno de 
los objetivos de esta Cartera el  “Impulsar la libertad de 
religión, creencia y conciencia con responsabilidad para 
el mantenimiento de la paz social; y regular su adecuado 
accionar en la sociedad”;  

Que el Estatuto mencionado en el considerando anterior 
establece en el numeral 2.1.1., literal b), numeral 45, como 
responsabilidad de la Subsecretaría de Derechos Humanos 
y Cultos “Apoyar la gestión de políticas de protección al 
ejercicio de la libertad a practicar una religión, creencia 
o no práctica religiosa”; y, en el numeral 2.1.1.3, literal 
b), numeral 16 señala que la Dirección de Regulación y 
Promoción de la Libertad de Religión, Creencia y Conciencia, 
departamento que pertenece a la Subsecretaría mencionada, 
tiene entre otras responsabilidades, la de “Elaborar y emitir 
informes sobre estatutos de organizaciones relacionados 
con las competencias del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos”; 

Que mediante comunicación de 20 de febrero de 2014, 
ingresada al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos 
y Cultos, con trámite Nro. MJDHC-CGAF-DSG-2014-
2772-E, de 21 de febrero de 2014, la organización religiosa 
en formación IGLESIA ESPIRITU SANTO Y FUEGO 
PARA LAS NACIONES MATEO 3:11 presentó la 
documentación pertinente y solicitó se inicie el proceso 
de aprobación de su Estatuto y reconocimiento de la 
personalidad jurídica;

Que mediante Ofi cio Nro. MJDHC-SDHC-DRPLRCC-
2016-1851-O, de 20 de julio de 2016, se remitió al 
peticionario la comunicación de que se ha concluido con 
la revisión de la documentación y que se procederá con la 
emisión del informe motivado y del presente Acuerdo;

Que mediante Informe Motivado Nro. MJDHC-SDHC-
DRPLRCC-150-2016, de 21 de julio de 2016, la Dirección 
de Regulación y Promoción de la Libertad de Religión, 
Creencia y Conciencia, recomienda a la SUBSECRETARIA 
DE DERECHOS HUMANOS Y CULTOS la aprobación 
del estatuto y reconocer la personalidad jurídica a la 
organización religiosa en formación IGLESIA ESPIRITU 
SANTO Y FUEGO PARA LAS NACIONES MATEO 
3:11, al determinar que ha cumplido con todos los requisitos 
exigidos en la Ley de Cultos y en el Reglamento de Cultos 
Religiosos; y,

En uso de las facultad que le confi ere el Acuerdo Ministerial 
Nro. 0082 de 28 de agosto de 2013; y el artículo 1 del 
Reglamento de Cultos Religiosos:

Acuerda:

Art. 1.- Aprobar el Estatuto, reconocer la personalidad 
jurídica y disponer la inscripción del Estatuto de la 
organización IGLESIA ESPIRITU SANTO Y FUEGO 
PARA LAS NACIONES MATEO 3:11, en el Registro 
de Organizaciones Religiosas del Registro de la Propiedad 
del Cantón Cotacachi, provincia de Imbabura, domicilio de 
la entidad, como persona de derecho privado, sin fi nes de 
lucro, que para el ejercicio de los derechos y obligaciones 
se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución 
de la República del Ecuador, la Ley de Cultos; y, el 
Reglamento de Cultos Religiosos.

Art. 2.- Ordenar la publicación del Estatuto de la 
organización religiosa denominada IGLESIA ESPIRITU 
SANTO Y FUEGO PARA LAS NACIONES MATEO 
3:11 en el Registro Ofi cial. 

Art. 3.- Disponer se incorpore al registro general de 
entidades religiosas del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, el Estatuto y el expediente de la 
IGLESIA ESPIRITU SANTO Y FUEGO PARA LAS 
NACIONES MATEO 3:11. 

Art. 4.- Disponer a la organización religiosa ponga 
en conocimiento del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, cualquier modifi cación en los Estatutos; 
integrantes de su gobierno interno; ingreso y salida de 
miembros; y, representante legal de la entidad, a efectos 
de ordenar su inscripción en el Registro de la Propiedad 
correspondiente.

Art. 5.- Encargar la ejecución del presente acuerdo a la 
Dirección de Regulación y Promoción de la Libertad de 
Religión, Creencia y Conciencia y Dirección de Secretaría 
General del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos.

Art. 6.- Para la solución de los confl ictos y controversias 
internas, los miembros de la IGLESIA ESPIRITU SANTO 
Y FUEGO PARA LAS NACIONES MATEO 3:11, 
optarán por el ejercicio de las acciones que la ley establece 
como métodos alternativos de solución de confl ictos o ante 
la justicia ordinaria.
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Art. 7.- El Ministerio de Justicia, Derechos Humanos 
y Cultos, podrá ordenar la cancelación del registro de la 
IGLESIA ESPIRITU SANTO Y FUEGO PARA LAS 
NACIONES MATEO 3:11, de comprobarse hechos que 
constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico.

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.

Comuníquese y publíquese.

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 23 de agosto 
de 2016.

f.) Ángela Cristina González Camacho, Subsecretaria de 
Derechos Humanos y Cultos.

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS HUMANOS 
Y CULTOS.- Certifi co que la(s) foja(s) 1-4 es (son) fi el 
copia(s) del original del documento que reposa en los 
atchivos de la Dirección de Secretaría General.- Fecha: 
29 de agosto de 2016.- f.) Dra. Paola Carrera Izurieta, 
Directora de Secretaría General, Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos.

 

Nro. 1293

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS 
HUMANOS Y CULTOS

Ángela Cristina González Camacho
SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

Y CULTOS.

Considerando:

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de 
noviembre de 2007, publicado en el Registro Ofi cial, 
Suplemento Nro. 220, de 27 de noviembre de 2007, se crea 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos;

Que el artículo 154, número 1 de la Constitución de la 
República del Ecuador, dispone: “A las Ministras y Ministros 
de Estado, además de las atribuciones establecidas en la 
ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas 
públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y 
resoluciones administrativas que requiera su gestión”;

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 410, publicado en 
el Registro Ofi cial 235, de 14 de julio de 2010, el señor 
Presidente Constitucional de la República, economista 
Rafael Correa, decreta que los temas referentes a  cultos, 
pasan a ser competencia del “Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos”; y, cambia la denominación, por 
“Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos”;  

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 256, de 13 de marzo 
de 2014, publicado en el Registro Ofi cial, Suplemento 
Nro. 218, de 03 de abril de 2014, el señor Presidente 
Constitucional de la República del Ecuador, nombra como 
Ministra de Justicia, Derechos Humanos y Cultos a la 
doctora Ledy Andrea Zúñiga Rocha;

Que mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0082 de 28 de 
agosto de 2013, el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos, delegó a el/la Subsecretario/a de Derechos Humanos 
y Cultos, la facultad de suscribir Acuerdos Ministeriales 
relativos a la aprobación de personalidad jurídica, reforma 
de estatutos, disolución y cancelación de organizaciones 
religiosas, regidas por la Ley y el Reglamento de Cultos 
Religiosos;

Que mediante Acción de Personal Nro. 001123, de 28 
de abril de 2016, se nombró a Ángela Cristina González 
Camacho, como Subsecretaria de Derechos Humanos y 
Cultos, a partir del 02 de mayo de 2016;

Que el artículo 66 de la Constitución de la República 
del Ecuador, numerales 8 y 13 en su orden, reconocen y 
garantizan: “El derecho a practicar, conservar, cambiar, 
profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con 
las restricciones que impone el respeto a los derechos…”; 
y, “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en 
forma libre y voluntaria”;

Que el artículo 1 de la Ley de Cultos, publicada en el Registro 
Ofi cial Nro. 547, de 23 de julio de 1937, señala: “Las 
diócesis y las demás organizaciones religiosas de cualquier 
culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el 
país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, 
enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo 
que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus 
bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo 
con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. 
En el referido Estatuto se determinará el personal que 
constituya el mencionado organismo, la forma de elección 
y renovación del mismo y las facultades de que estuviere 
investido”;

Que la Reforma Integral del Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos publicada en el 
Registro Ofi cial Suplemento No. 116 de 28 de marzo de 
2014, establece en el artículo 3, numeral 2 como uno de 
los objetivos de esta Cartera el  “Impulsar la libertad de 
religión, creencia y conciencia con responsabilidad para 
el mantenimiento de la paz social; y regular su adecuado 
accionar en la sociedad”;  

Que el Estatuto mencionado en el considerando anterior 
establece en el numeral 2.1.1., literal b), numeral 45, como 
responsabilidad de la Subsecretaría de Derechos Humanos 
y Cultos “ Apoyar la gestión de  políticas de protección al 
ejercicio de la libertad a practicar una religión, creencia 
o no práctica religiosa”; y,  en el numeral 2.1.1.3, literal 
b), numeral 16 señala que la Dirección de Regulación y 
Promoción de la Libertad de Religión, Creencia y Conciencia,  
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departamento que pertenece a la Subsecretaría mencionada, 
tiene entre otras responsabilidades, la de “Elaborar y emitir 
informes sobre estatutos de organizaciones relacionados 
con las competencias del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos”; 

Que mediante comunicación de 22 de diciembre de 2015, 
ingresada a este Ministerio el 12 de febrero de 2016 
con trámite Nro. MJDHC-CGAF-DSG-2016-1665-E, 
la organización religiosa en formación MINISTERIO 
DE LA CRUZ, presentó la documentación pertinente en 
cumplimiento a las observaciones y requisitos legalmente 
establecidos, previo a la obtención de la personalidad 
jurídica;

Que mediante Ofi cio Nro. MJDHC-SDHC-DRPLRCC-
2016-1651-O, de 10 de julio de 2016, se remitió al 
peticionario la comunicación de que se ha concluido con 
la revisión de la documentación y que se procederá con la 
emisión del informe motivado y del presente Acuerdo;

Que mediante Informe Motivado Nro. MJDHC-SDHC-
DRPLRCC-164-2016, de 02 de agosto de 2016, la 
Dirección de Regulación y Promoción de la Libertad 
de Religión, Creencia y Conciencia, recomienda a la 
SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 
Y CULTOS la aprobación del estatuto y reconocer la 
personalidad jurídica a la organización religiosa en 
formación MINISTERIO DE LA CRUZ, al determinar 
que ha cumplido con todos los requisitos exigidos en la Ley 
de Cultos y en el Reglamento de Cultos Religiosos; y,

En uso de las facultad que le confi ere el Acuerdo Ministerial 
Nro. 0082 de 28 de agosto de 2013; y el artículo 1 del 
Reglamento de Cultos Religiosos:

Acuerda:

Art. 1.- Aprobar el Estatuto, reconocer la personalidad 
jurídica y disponer la inscripción del Estatuto de la 
organización MINISTERIO DE LA CRUZ, en el Registro 
de Organizaciones Religiosas del Registro de la Propiedad 
del Cantón Quito, provincia de Pichincha, domicilio de 
la entidad, como persona de derecho privado, sin fi nes de 
lucro, que para el ejercicio de los derechos y obligaciones se 
sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de 
la República del Ecuador, la Ley de Cultos, el Reglamento 
de Cultos Religiosos; y, al Estatuto de la Organización 
Religiosa.

Art. 2.- Ordenar la publicación del Estatuto de la 
organización religiosa denominada MINISTERIO DE LA 
CRUZ en el Registro Ofi cial. 

Art. 3.- Disponer se incorpore al registro general de 
entidades religiosas del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, el Estatuto y el expediente de la 
organización MINISTERIO DE LA CRUZ. 

Art. 4.- Disponer a la organización religiosa ponga 
en conocimiento del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, cualquier modifi cación en los Estatutos; 

integrantes de su gobierno interno; ingreso y salida de 
miembros; y, representante legal de la entidad, a efectos 
de ordenar su inscripción en el Registro de la Propiedad 
correspondiente.

Art. 5.- Encargar la ejecución del presente acuerdo a la 
Dirección de Regulación y Promoción de la Libertad de 
Religión, Creencia y Conciencia y Dirección de Secretaría 
General del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos.

Art. 6.- Para la solución de los confl ictos y controversias 
internas, los miembros del MINISTERIO DE LA CRUZ, 
optarán por el ejercicio de las acciones que la ley establece 
como métodos alternativos de solución de confl ictos o ante 
la justicia ordinaria.

Art. 7.- El Ministerio de Justicia, Derechos Humanos 
y Cultos, podrá ordenar la cancelación del registro del 
MINISTERIO DE LA CRUZ, de comprobarse hechos que 
constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico.

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.

Comuníquese y publíquese.

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 23 de agosto 
de 2016.

f.) Ángela Cristina González Camacho, Subsecretaria de 
Derechos Humanos y Cultos.

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS HUMANOS 
Y CULTOS.- Certifi co que la(s) foja(s) 1-4 es (son) fi el 
copia(s) del original del documento que reposa en los 
atchivos de la Dirección de Secretaría General.- Fecha: 
29 de agosto de 2016.- f.) Dra. Paola Carrera Izurieta, 
Directora de Secretaría General, Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos.

 

Nro. 1294

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS 
HUMANOS Y CULTOS

Ángela Cristina González Camacho
SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

Y CULTOS

Considerando:

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de 
noviembre de 2007, publicado en el Registro Ofi cial, 
Suplemento Nro. 220, de 27 de noviembre de 2007, se crea 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos;
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Que el artículo 154, número 1 de la Constitución de la 
República del Ecuador, dispone: “A las Ministras y Ministros 
de Estado, además de las atribuciones establecidas en la 
ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas 
públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y 
resoluciones administrativas que requiera su gestión”;

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 410, publicado en 
el Registro Ofi cial 235, de 14 de julio de 2010, el señor 
Presidente Constitucional de la República, economista 
Rafael Correa, decreta que los temas referentes a  cultos, 
pasan a ser competencia del “Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos”; y, cambia la denominación, por 
“Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos”;

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 256, de 13 de marzo 
de 2014, publicado en el Registro Ofi cial, Suplemento 
Nro. 218, de 03 de abril de 2014, el señor Presidente 
Constitucional de la República del Ecuador, nombra como 
Ministra de Justicia, Derechos Humanos y Cultos a la 
doctora Ledy Andrea Zúñiga Rocha;

Que mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0082 de 28 de 
agosto de 2013, el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos, delegó a el/la Subsecretario/a de Derechos Humanos 
y Cultos, la facultad de suscribir Acuerdos Ministeriales 
relativos a la aprobación de personalidad jurídica, reforma 
de estatutos, disolución y cancelación de organizaciones 
religiosas, regidas por la Ley y el Reglamento de Cultos 
Religiosos;

Que mediante Acción de Personal Nro. 001123, de 28 
de abril de 2016, se nombró a Ángela Cristina González 
Camacho, como Subsecretaria de Derechos Humanos y 
Cultos, a partir del 02 de mayo de 2016;

Que el artículo 66 de la Constitución de la República 
del Ecuador, numerales 8 y 13 en su orden, reconocen y 
garantizan: “El derecho a practicar, conservar, cambiar, 
profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con 
las restricciones que impone el respeto a los derechos…”; 
y, “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en 
forma libre y voluntaria”;

Que el artículo 1 de la Ley de Cultos, publicada en el Registro 
Ofi cial Nro. 547, de 23 de julio de 1937, señala: “Las 
diócesis y las demás organizaciones religiosas de cualquier 
culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el 
país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, 
enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo 
que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus 
bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo 
con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. 
En el referido Estatuto se determinará el personal que 
constituya el mencionado organismo, la forma de elección 
y renovación del mismo y las facultades de que estuviere 
investido”;

Que la Reforma Integral del Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos publicada en el 
Registro Ofi cial Suplemento No. 116 de 28 de marzo de 

2014, establece en el artículo 3, numeral 2 como uno de 
los objetivos de esta Cartera el  “Impulsar la libertad de 
religión, creencia y conciencia con responsabilidad para 
el mantenimiento de la paz social; y regular su adecuado 
accionar en la sociedad”;

Que el Estatuto mencionado en el considerando anterior 
establece en el numeral 2.1.1., literal b), numeral 45, como 
responsabilidad de la Subsecretaría de Derechos Humanos 
y Cultos “ Apoyar la gestión de  políticas de protección al 
ejercicio de la libertad a practicar una religión, creencia 
o no práctica religiosa”; y, en el numeral 2.1.1.3, literal 
b), numeral 16 señala que la Dirección de Regulación 
y Promoción  de la Libertad de Religión, Creencia y 
Conciencia,  departamento que pertenece a la Subsecretaría 
mencionada, tiene entre otras responsabilidades, la 
de “Elaborar y emitir informes sobre estatutos de 
organizaciones relacionados con las competencias del 
Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos”; 

Que mediante comunicación de 15 de octubre de 2015, 
ingresada a este Ministerio con trámite Nro. MJDHC-
CGAF-DSG-2016-1615-E, la organización religiosa en 
formación MONASTERIO NUESTRA SEÑORA DEL 
BUEN SUCESO DE MONJAS CONCEPCIONISTAS, 
presentó la documentación pertinente y solicitó se inicie el 
proceso de aprobación del Estatuto y reconocimiento de la 
personalidad jurídica;

Que mediante Ofi cio Nro. MJDHC-SDHC-DRPLRCC-
2016-1533-O, de 16 de junio de 2016, se remitió al 
peticionario la comunicación de que se ha concluido con 
la revisión de la documentación y que se procederá con la 
emisión del informe motivado y del presente Acuerdo;

Que mediante Informe Motivado Nro. MJDHC-SDHC-
DRPLRCC-125-2016, de 12 de julio de 2016, la 
Dirección de Regulación y Promoción de la Libertad 
de Religión, Creencia y Conciencia, recomienda a la 
SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 
Y CULTOS la aprobación del estatuto y reconocer la 
personalidad jurídica a la organización religiosa en 
formación MONASTERIO NUESTRA SEÑORA DEL 
BUEN SUCESO DE MONJAS CONCEPCIONISTAS, 
al determinar que ha cumplido con todos los requisitos 
exigidos en la Ley de Cultos y en el Reglamento de Cultos 
Religiosos; y,

En uso de las facultad que le confi ere el Acuerdo Ministerial 
Nro. 0082 de 28 de agosto de 2013; y el artículo 1 del 
Reglamento de Cultos Religiosos:

Acuerda:

Art. 1.- Aprobar el Estatuto, reconocer la personalidad 
jurídica y disponer la inscripción del Estatuto de la 
organización MONASTERIO NUESTRA SEÑORA DEL 
BUEN SUCESO DE MONJAS CONCEPCIONISTAS, 
en el Registro de Organizaciones Religiosas del Registro de 
la Propiedad del Cantón Otavalo, provincia de Imbabura, 
domicilio de la entidad, como persona de derecho privado, 
sin fi nes de lucro, que para el ejercicio de los derechos y 
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obligaciones se sujetará estrictamente a lo que determina la 
Constitución de la República del Ecuador, la Ley de Cultos, 
el Reglamento de Cultos Religiosos; y, al Estatuto de la 
Organización Religiosa.

Art. 2.- Ordenar la publicación del Estatuto de la 
organización religiosa denominada MONASTERIO 
NUESTRA SEÑORA DEL BUEN SUCESO DE 
MONJAS CONCEPCIONISTAS en el Registro Ofi cial. 

Art. 3.- Disponer se incorpore al registro general de 
entidades religiosas del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, el Estatuto y el expediente de la 
organización MONASTERIO NUESTRA SEÑORA DEL 
BUEN SUCESO DE MONJAS CONCEPCIONISTAS. 

Art. 4.- Disponer a la organización religiosa ponga 
en conocimiento del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, cualquier modifi cación en los Estatutos; 
integrantes de su gobierno interno; ingreso y salida de 
miembros; y, representante legal de la entidad, a efectos 
de ordenar su inscripción en el Registro de la Propiedad 
correspondiente.

Art. 5.- Encargar la ejecución del presente acuerdo a la 
Dirección de Regulación y Promoción de la Libertad de 
Religión, Creencia y Conciencia y Dirección de Secretaría 
General del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos.

Art. 6.- Para la solución de los confl ictos y controversias 
internas, los miembros del MONASTERIO NUESTRA 
SEÑORA DEL BUEN SUCESO DE MONJAS 
CONCEPCIONISTAS, optarán por el ejercicio de las 
acciones que la ley establece como métodos alternativos de 
solución de confl ictos o ante la justicia ordinaria.

Art. 7.- El Ministerio de Justicia, Derechos Humanos 
y Cultos, podrá ordenar la cancelación del registro de la 
organización religiosal MONASTERIO NUESTRA 
SEÑORA DEL BUEN SUCESO DE MONJAS 
CONCEPCIONISTAS, de comprobarse hechos que 
constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico.

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.

Comuníquese y publíquese.

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 23 de agosto 
de 2016.

f.) Ángela Cristina González Camacho, Subsecretaria de 
Derechos Humanos y Cultos.

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS HUMANOS 
Y CULTOS.- Certifi co que la(s) foja(s) 1-4 es (son) fi el 
copia(s) del original del documento que reposa en los 
atchivos de la Dirección de Secretaría General.- Fecha: 
29 de agosto de 2016.- f.) Dra. Paola Carrera Izurieta, 
Directora de Secretaría General, Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos.

No. 1295

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS 
HUMANOS Y CULTOS

Ángela Cristina González Camacho
SUBSECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 

Y CULTOS

Considerando:

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 748, de 14 de 
noviembre de 2007, publicado en el Registro Ofi cial, 
Suplemento Nro. 220, de 27 de noviembre de 2007, se crea 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos;

Que el artículo 154, número 1 de la Constitución de la 
República del Ecuador, dispone: “A las Ministras y Ministros 
de Estado, además de las atribuciones establecidas en la 
ley, les corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas 
públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y 
resoluciones administrativas que requiera su gestión”;

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 410, publicado en 
el Registro Ofi cial 235, de 14 de julio de 2010, el señor 
Presidente Constitucional de la República, economista 
Rafael Correa, decreta que los temas referentes a  cultos, 
pasan a ser competencia del “Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos”; y, cambia la denominación, por 
“Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos”;  

Que mediante Decreto Ejecutivo Nro. 256, de 13 de marzo 
de 2014, publicado en el Registro Ofi cial, Suplemento 
Nro. 218, de 03 de abril de 2014, el señor Presidente 
Constitucional de la República del Ecuador, nombra como 
Ministra de Justicia, Derechos Humanos y Cultos a la 
doctora Ledy Andrea Zúñiga Rocha;

Que mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0082 de 28 de 
agosto de 2013, el Ministro de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos, delegó a el/la Subsecretario/a de Derechos Humanos 
y Cultos, la facultad de suscribir Acuerdos Ministeriales 
relativos a la aprobación de personalidad jurídica, reforma 
de estatutos, disolución y cancelación de organizaciones 
religiosas, regidas por la Ley y el Reglamento de Cultos 
Religiosos;

Que mediante Acción de Personal Nro. 001123, de 28 
de abril de 2016, se nombró a Ángela Cristina González 
Camacho, como Subsecretaria de Derechos Humanos y 
Cultos, a partir del 02 de mayo de 2016;

Que el artículo 66 de la Constitución de la República 
del Ecuador, numerales 8 y 13 en su orden, reconocen y 
garantizan: “El derecho a practicar, conservar, cambiar, 
profesar en público o en privado, su religión o sus 
creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con 
las restricciones que impone el respeto a los derechos…”; 
y, “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en 
forma libre y voluntaria”;
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Que el artículo 1 de la Ley de Cultos, publicada en el Registro 
Ofi cial Nro. 547, de 23 de julio de 1937, señala: “Las 
diócesis y las demás organizaciones religiosas de cualquier 
culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el 
país, para ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, 
enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto del organismo 
que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus 
bienes, así como el nombre de la persona que, de acuerdo 
con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente. 
En el referido Estatuto se determinará el personal que 
constituya el mencionado organismo, la forma de elección 
y renovación del mismo y las facultades de que estuviere 
investido”;

Que mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0242, expedido 
el 16 de julio de 2001 el Ministerio de Gobierno, Policía 
y Cultos aprueba el Estatuto de la FRATERNIDAD 
EMAUS.

Que la Reforma Integral del Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos publicada en el 
Registro Ofi cial Suplemento No. 116 de 28 de marzo de 
2014, establece en el artículo 3, numeral 2 como uno de 
los objetivos de esta Cartera el  “Impulsar la libertad de 
religión, creencia y conciencia con responsabilidad para 
el mantenimiento de la paz social; y regular su adecuado 
accionar en la sociedad”;  

Que el Estatuto mencionado en el considerando anterior 
establece en el numeral 2.1.1., literal b), numeral 45, como 
responsabilidad de la Subsecretaría de Derechos Humanos 
y Cultos “ Apoyar la gestión de  políticas de protección al 
ejercicio de la libertad a practicar una religión, creencia 
o no práctica religiosa”; y,  en el numeral 2.1.1.3, literal 
b), numeral 16 señala que la Dirección de Regulación y 
Promoción de la Libertad de Religión, Creencia y Conciencia,  
departamento que pertenece a la Subsecretaría mencionada, 
tiene entre otras responsabilidades, la de “Elaborar y emitir 
informes sobre estatutos de organizaciones relacionados 
con las competencias del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos”; 

Que mediante comunicación de 01 de febrero de 2016, 
ingresada a este Ministerio con trámite Nro. MJDHC-
CGAF-DSG-2016-1227-E de 01 de febrero de 2016, 
la organización religiosa FRATERNIDAD EMAUS, 
da cumplimiento a las observaciones y requisitos 
legalmente establecidos, con lo cual se fi naliza el trámite 
administrativo y solicita se apruebe la reforma al estatuto 
de su organización religiosa;

Que mediante Ofi cio Nro. MJDHC-SDHC-DRPLRCC-
2016-1722-O, de 15 de Julio de 2016, se remitió al 
peticionario la comunicación de que se ha concluido con 
la revisión de la documentación y que se procederá con la 
emisión del informe motivado y del presente Acuerdo;

Que mediante Informe Motivado Nro. MJDHC-SDHC-
DRPLRCC-120-2016, de 18 de julio de 2016, la Dirección 
de Regulación y Promoción de la Libertad de Religión, 
Creencia y Conciencia, recomienda a la SUBSECRETARIA 

DE DERECHOS HUMANOS Y CULTOS la aprobación 
de la reforma y codifi cación del estatuto de la organización 
religiosa FRATERNIDAD EMAUS, al determinar que ha 
cumplido con todos los requisitos exigidos en la Ley de 
Cultos y en el Reglamento de Cultos Religiosos; y,

En uso de las facultad que le confi ere el Acuerdo Ministerial 
Nro. 0082 de 28 de agosto de 2013; y el artículo 1 del 
Reglamento de Cultos Religiosos:

Acuerda:

Art. 1.- Disponer la inscripción de la Reforma al Estatuto 
de la organización FRATERNIDAD EMAUS, en el 
Registro de Organizaciones Religiosas del Registro de 
la Propiedad del Cantón Quito, provincia de Pichincha, 
domicilio de la entidad, como persona de derecho privado, 
sin fi nes de lucro, que para el ejercicio de los derechos y 
obligaciones se sujetará estrictamente a lo que determina la 
Constitución de la República del Ecuador, la Ley de Cultos; 
y, el Reglamento de Cultos Religiosos y, al Estatuto de la 
Organización Religiosa.

Art. 2.- Ordenar la publicación de la reforma al Estatuto 
de la organización religiosa denominada FRATERNIDAD 
EMAUS en el Registro Ofi cial. 

Art. 3.- Disponer se incorpore al registro general de 
entidades religiosas del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, el Estatuto reformado y el expediente 
de la FRATERNIDAD EMAUS.

Art. 4.- Disponer a la organización religiosa ponga 
en conocimiento del Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, cualquier modifi cación en los Estatutos; 
integrantes de su gobierno interno; ingreso y salida de 
miembros; y, representante legal de la entidad, a efectos 
de ordenar su inscripción en el Registro de la Propiedad 
correspondiente.

Art. 5.- Encargar la ejecución del presente acuerdo a la 
Dirección de Regulación y Promoción de la Libertad de 
Religión, Creencia y Conciencia y Dirección de Secretaría 
General del Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos.

Art. 6.- Para la solución de los confl ictos y controversias 
internas, los  miembros de la FRATERNIDAD EMAUS, 
optarán por el ejercicio de las acciones que la ley establece 
como métodos alternativos de solución de confl ictos o ante 
la justicia ordinaria.

Art. 7.- El Ministerio de Justicia, Derechos Humanos 
y Cultos, podrá ordenar la cancelación del registro de la 
FRATERNIDAD EMAUS, de comprobarse hechos que 
constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico.

El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.

Comuníquese y publíquese.
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Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 29 de agosto 
de 2016.

f.) Ángela Cristina González Camacho, Subsecretaria de 
Derechos Humanos y Cultos.

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS HUMANOS 
Y CULTOS.- Certifi co que la(s) foja(s) 1-4 es (son) fi el 
copia(s) del original del documento que reposa en los 
atchivos de la Dirección de Secretaría General.- Fecha: 
29 de agosto de 2016.- f.) Dra. Paola Carrera Izurieta, 
Directora de Secretaría General, Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos.

 

No. 00000096

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA

LA VICEMINISTRA DE GOBERNANZA
Y VIGILANCIA DE LA SALUD

Considerando:

Que, el Estado reconoce y garantiza a las personas, el 
derecho a asociarse, reunirse y manifestarse de forma 
libre y voluntaria, así como las formas de organización de 
la sociedad, como expresión de la soberanía popular para 
desarrollar procesos de autodeterminación e incidir en las 
decisiones y políticas públicas y en el control social de todos 
los niveles de gobierno así como de las entidades públicas 
y de las privadas que presten servicios público, conforme lo 
prescrito en los artículos 66 y 96 de la Constitución de la 
República del Ecuador;

Que, los estatutos de las corporaciones y fundaciones 
deben ser sometidas a la aprobación del Presidente de la 
República, conforme lo prescrito en el artículo 565 de la 
Codifi cación del Código Civil;

Que, el Presidente de la República, con Decreto Ejecutivo 
No. 339, publicado en el Registro Ofi cial No. 77 de 30 de 
noviembre de 1998, delegó a cada Ministro de Estado la 
facultad para que de acuerdo al ámbito de su competencia, 
apruebe y reforme los estatutos de las organizaciones 
pertinentes y les otorgue personalidad jurídica;

Que, con Decreto Ejecutivo No. 739 publicado en el Registro 
Ofi cial No. 570 de 21 de agosto de 2015, se codifi có y 
reformó el Reglamento para el Funcionamiento del Sistema 
Unifi cado de Información de las Organizaciones Sociales y 
Ciudadanas;

Que, el Presidente Provisional de la Asociación de 
Endodoncistas del Azuay - en formación, mediante 
comunicación de 2 de agosto de 2016, ingresada en esta 
Cartera de Estado el 17 de agosto de 2016,  solicitó la 
aprobación del estatuto y la concesión de personalidad 
jurídica de la referida organización; 

Que, de la revisión y análisis del estatuto realizado por la 
Dirección Nacional de Consultoría Legal, se desprende que 
el proyecto de estatuto de la Asociación de Endodoncistas 
del Azuay, cumple con los requisitos establecidos en 
el Reglamento para el Funcionamiento del Sistema 
Unifi cado de Información de las Organizaciones Sociales 
y Ciudadanas; y,

En ejercicio de la atribución que le confi ere el Acuerdo 
Ministerial No. 00005257 de 25 mayo de 2015, reformado 
con Acuerdo Ministerial No. 00005274 de 15 de julio de 
2015,

Acuerda:

Art. 1.- Conceder personalidad jurídica y aprobar el 
estatuto de la Asociación de Endodoncistas del Azuay, 
con domicilio en la ciudad de Cuenca, provincia de Azuay.

Art. 2.- La Asociación de Endodoncistas del Azuay, 
deberá cumplir con todas las obligaciones previstas 
en el Reglamento para el Funcionamiento del Sistema 
Unifi cado de Información de las Organizaciones Sociales y 
Ciudadanas expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 739 
publicado en el Registro Ofi cial No. 570 de 21 de agosto 
de 2015.

Art. 3.- El  presente  Acuerdo Ministerial, entrará en 
vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Ofi cial.

Dado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a  09 de 
septiembre de 2016.

Notifíquese y cúmplase.

f.) Dra. María Verónica Espinosa Serrano, Viceministra de 
Gobernanza y Vigilancia de la Salud.

Es fi el copia del documento que consta en el archivo de la 
Dirección Nacional de Secretaría General al que me remito 
en caso necesario.- Lo certifi co en Quito, a 23 de septiembre 
de 2016.- f.) Ilegible, Secretaría General, Ministerio de 
Salud Pública.

 

No. 00000097

MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA

LA VICEMINISTRA DE GOBERNANZA
Y VIGILANCIA DE LA SALUD

Considerando:

Que, el Estado reconoce y garantiza a las personas, el 
derecho a asociarse, reunirse y manifestarse de forma 
libre y voluntaria, así como las formas de organización de 
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la sociedad, como expresión de la soberanía popular para 
desarrollar procesos de autodeterminación e incidir en las 
decisiones y políticas públicas y en el control social de todos 
los niveles de gobierno así como de las entidades públicas 
y de las privadas que presten servicios público, conforme lo 
prescrito en los artículos 66 y 96 de la Constitución de la 
República del Ecuador;

Que, los estatutos de las corporaciones y fundaciones 
deben ser sometidas a la aprobación del Presidente de la 
República, conforme lo prescrito en el artículo 565 de la 
Codifi cación del Código Civil;

Que, el Presidente de la República, con Decreto Ejecutivo 
No. 339, publicado en el Registro Ofi cial No. 77 de 30 de 
noviembre de 1998, delegó a cada Ministro de Estado la 
facultad para que de acuerdo al ámbito de su competencia, 
apruebe y reforme los estatutos de las organizaciones 
pertinentes y les otorgue personalidad jurídica;

Que, con Decreto Ejecutivo No. 739 publicado en el Registro 
Ofi cial No. 570 de 21 de agosto de 2015, se codifi có y 
reformó el Reglamento para el Funcionamiento del Sistema 
Unifi cado de Información de las Organizaciones Sociales y 
Ciudadanas;

Que, el Presidente Provisional de la Fundación Proyectos 
de Rangos de Movimientos - en formación, mediante 
comunicación de 1 de agosto de 2016, solicitó la aprobación 
del estatuto y la concesión de personalidad jurídica de la 
referida organización; 

Que, a través del memorando No. MSP-DND-2016-
1081-M de 19 de agosto de 2016, el Director Nacional de 
Discapacidades, manifestó que las observaciones realizadas 
mediante memorando No. MSP-DND-2016-0874-M han 
sido corregidas;

Que, de la revisión y análisis del estatuto realizado por la 
Dirección Nacional de Consultoría Legal, se desprende 
que el proyecto de estatuto de la Fundación Proyectos 
de Rangos de Movimientos, cumple con los requisitos 
establecidos en el Reglamento para el Funcionamiento del 
Sistema Unifi cado de Información de las Organizaciones 
Sociales y Ciudadanas; y,

En ejercicio de la atribución que le confi ere el Acuerdo 
Ministerial No. 00005257 de 25 mayo de 2015, reformado 
con Acuerdo Ministerial No. 00005274 de 15 de julio de 
2015,

Acuerda:

Art.  1.- Conceder personalidad jurídica y aprobar  el  
estatuto de la Fundación Proyectos de Rangos de 
Movimientos, con domicilio en la ciudad de Quito, 
provincia de Pichincha.

Art. 2.-  La Fundación Proyectos de Rangos de 
Movimientos, deberá cumplir con todas las obligaciones 
previstas en el Reglamento para el Funcionamiento del 
Sistema Unifi cado de Información de las Organizaciones 

Sociales y Ciudadanas expedido mediante Decreto 
Ejecutivo No. 739 publicado en el Registro Ofi cial No. 570 
de 21 de agosto de 2015.

Art. 3.- El presente Acuerdo Ministerial, entrará en vigencia 
a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en 
el Registro Ofi cial.

Dado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a  09 de 
septiembre de 2016.

Notifíquese y cúmplase.

f.) Dra. María Verónica Espinosa Serrano, Viceministra de 
Gobernanza y Vigilancia de la Salud.

Es fi el copia del documento que consta en el archivo de la 
Dirección Nacional de Secretaría General al que me remito 
en caso necesario.- Lo certifi co en Quito, a 23 de septiembre 
de 2016.- f.) Ilegible, Secretaría General, Ministerio de 
Salud Pública.

 

 No. 2016 035

Fernando Alvarado Espinel
MINISTRO DE TURISMO

Considerando:

Que, el artículo 154 de la Constitución de la República 
del Ecuador, establece: “…A las ministras y ministros de 
Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les 
corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas 
del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones 
administrativas que requiera su gestión…”;

Que, el artículo 226 de la Constitución ut supra, señala: “…
Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, 
las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente 
las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley…”; 

Que, el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva, instituye: “…Las 
atribuciones propias de las diversas entidades y autoridades 
de la Administración Pública Central e Institucional, 
serán delegables en las autoridades u órganos de inferior 
jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por Ley 
o por Decreto. La delegación será publicada en el Registro 
Ofi cial. Los delegados de las autoridades y funcionarios 
de la Administración Pública Central e Institucional en 
los diferentes órganos y dependencias administrativas, no 
requieren tener calidad de funcionarios públicos…”;

Que, el artículo 56 de la norma antes señalada, dispone 
que salvo autorización expresa, no podrán delegarse las 
competencias que a su vez se ejerzan por delegación;
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Que, el artículo 57 del Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva, anota: "...La 
delegación podrá ser revocada en cualquier momento por 
el órgano que la haya conferido y se extinguirá, en el caso 
de asuntos únicos, cuando se haya cumplido el acto cuya 
expedición o ejecución se delegó...";

Que, el artículo 211 de la Ley de Compañías regula que los 
accionistas podrán hacerse representar en la Junta General 
por persona extraña, mediante carta dirigida al gerente, a 
menos que los estatutos dispongan otra cosa; 

Que, mediante Decreto Supremo No. 1352 de 30 de junio 
de 1964, publicado en el Registro Ofi cial No. 288 de 10 
de julio de 1964, se expidió la Ley de Fomento Turístico 
mediante la cual se reemplazó la Dirección General de 
Turismo y se creó la Corporación Ecuatoriana de Turismo 
CETURIS, adscrita al Ministerio de Fomento;

Que, la Compañía de Economía Mixta Yahuarcocha, 
fue constituida mediante escritura pública en la Notaría 
Segunda del cantón Ibarra, provincia de Imbabura, el 28 de 
abril de 1973, con el objeto social: "(…) explotación de la 
Industria Turística, mediante la instalación y administración 
del Autódromo de “Yahuarcocha”; la realización de 
espectáculos y eventos automovilísticos o deportivos que 
atraigan al turismo; y la instalación de complejos turísticos 
recreativos y hoteleros en el área de “Yahuarcocha”, Su 
Registro Único de Contribuyentes es el 1091700308001, 
y en los registros de la Superintendencia de Compañías, 
valores y Seguros del Ecuador consta como su situación 
legal la de disolución y liquidación de la misma;

Que, del documento de fecha 13 de septiembre de 2016, 
obtenido de la página web de la Superintendencia de 
Compañías, Valores y Seguros del Ecuador, Registro de 
Sociedades, se evidencia que el Ministerio de Turismo 
forma parte de los Socios o Accionistas de la Compañía 
de Economía Mixta Yahuarcocha, con un capital de USD 
480.00 dólares de los Estados Unidos de América;

Que, mediante la Ley No. 33 de 6 de julio de 1989, 
publicado en el Registro Ofi cial No. 230 de 11 de julio de 
1989, se expidió la Ley de Turismo y se creó la Corporación 
Ecuatoriana de Turismo CETUR con autonomía operativa 
y patrimonio propio, con sede en Quito y mantendrá 
Direcciones Regionales para el Litoral;

Que, mediante Acción de Personal No. 186 de 18 de 
octubre de 1990, e Director Ejecutivo (e) la Corporación 
Ecuatoriana de Turismo CETUR, de la época, designó 
al Arq. Luis Felipe Orquea como profesional 1 de la 
Corporación Ecuatoriana de Turismo, Dirección Regional 
del Norte, actual Ministerio de Turismo;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 4 de fecha 10 de 
agosto de 1992, publicado en el Registro Ofi cial No. 1 de 11 
de agosto de 1992, se creó el Ministerio de Información y 
Turismo; mismo que cambió su denominación a Ministerio 
de Turismo, mediante Decreto Ejecutivo No. 2841 de 
fecha 29 de junio de 1995, publicado en el Registro Ofi cial 
Suplemento No. 728 de 30 de junio de 1995;

Que, en el Registro de Escrituras Públicas de la Notaría 
Segunda de la ciudad de San Miguel de Ibarra, mediante 
Escritura Pública de 26 de junio de 2001, se incorporó la 
reforma a los Estatutos de la Compañía de Economía Mixta 
Yahuarcocha, aprobada por la Junta General Extraordinaria 
de Accionistas el 15 de abril del 2000;

Que,  mediante  Acuerdo Ministerial  No. 20120173  de  
fecha 31 de agosto de 2012, la máxima autoridad del 
MINTUR delegó al señor Fabián Altamirano, como 
representante del Ministerio de Turismo ante la Junta 
General de Accionistas de la Compañía de Economía 
Mixta Yahuarcocha;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 834 de fecha 19 
de noviembre de 2015, el Presidente Constitucional de la 
República del Ecuador, Rafael Correa Delgado, designó 
como Ministro de Turismo al Doctor Fernando Alvarado 
Espinel;

Que, mediante publicación de 7 de septiembre de 2016, en 
el “Diario EL NORTE Diario Regional Independiente” se 
convocó a la Junta General Extraordinaria de Accionistas 
de la Compañía de Economía Mixta Yahuarcocha, a 
realizarse el día jueves 22 de septiembre de 2016, a las 9: 
00, en las instalaciones de la Sala de Concejo del Municipio 
de Ibarra;

Que, el literal f), del numeral 1, del artículo 11 del Estatuto 
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del 
Ministerio de Turismo, publicado en Registro Ofi cial 
No. 85 de fecha 20 de diciembre de 2013, establece que 
la máxima autoridad tiene entre sus facultades la de:  “…
Nombrar, remover y legalizar toda acción administrativa o 
delegarlas, de acuerdo con la ley…”; 

Por lo que en ejercicio de las atribuciones conferidas en 
la Constitución de la República, el Estatuto de Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, y el 
Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional de Procesos 
del Ministerio de Turismo, la máxima autoridad;

Acuerda:

Artículo 1.- Derogar el Acuerdo Ministerial No. 20120173 
de fecha 31 de agosto de 2012, emitido por el Dr. Freddy 
Ehlers Zurita, Ministro de Turismo, de la época.

Artículo 2: Delegar al Arq. Luis Felipe Orquera, 
funcionario del Ministerio de Turismo, según consta de 
la Acción de Personal No. 186 de 18 de octubre de 1990, 
como representante del Ministerio de Turismo ante la Junta 
de Accionistas de la EMPRESA DE ECONOMÍA MIXTA 
YAHUARCOCHA.

Artículo 3: La presente delegación le permitirá actuar con 
voz, ejercer el derecho al voto encaso de tenerlo, abstenerse 
de votar de ser el caso, integrar comisiones o grupos de 
trabajo, presentar informes; y, en general, las actividades 
inherentes a su participación dentro de la Junta General 
de Accionistas de la EMPRESA DE ECONOMÍA MIXTA 
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YAHUARCOCHA, sean estas ordinarias o extraordinarias, 
siguiendo siempre para ello las instrucciones expresas del 
Ministerio de Turismo, a través de su máxima autoridad, 
con el objeto de alcanzar en las instituciones que participa, 
las metas establecidas por ésta Cartera de Estado.

Artículo 4: En cumplimiento a las funciones, otorgadas 
por el presente acuerdo, el delegado se obliga a presentar 
el Acta de Reunión de cada sesión a la que hubiese asistido, 
y un informe trimestral sobre la gestión de la Junta General 
de Accionistas de la EMPRESA ECONOMÍA MIXTA 
YAHUARCOCHA. Las Actas de Reunión así como los 
informes trimestrales, serán enumerados por cada una de 
las sesiones en las que participó, se dejará constancia de 
las decisiones adoptadas, los resultados de las mismas y las 
recomendaciones sobre la gestión que corresponda. 

Artículo 5: La máxima autoridad delegante, se reserva el 
derecho de avocar para sí su asistencia, a la Junta General 
de Accionistas de la EMPRESA DE ECONOMÍA MIXTA 
YAHUARCOCHA, con base en el Estatuto del Régimen 
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva y el 
Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos 
del Ministerio de Turismo; sustituyendo al delegado en 
cualquier tiempo.

Artículo 6: El delegado permanente responderá 
directamente de los actos realizados y decisiones 
adoptadas, en ejercicio de la presente delegación efectuada 
mediante Acuerdo Ministerial.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- Notifíquese con el contenido del presente 
Acuerdo Ministerial a la Gerente General de la EMPRESA 
DE ECONOMÍA MIXTA YAHUARCOCHA.

SEGUNDA.- Remítase un ejemplar para conocimiento 
del Secretario Nacional de la Administración Pública, 
de conformidad con lo establecido en el párrafo tercero, 
del artículo 17, del Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva.

DISPOSICIÓN FINAL

El presente Acuerdo Ministerial, entrará en vigencia a partir 
de su fecha de suscripción, sin perjuicio de su publicación 
en el Registro Ofi cial. 

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, D.M., a los 
13 de septiembre de 2016.

Comuníquese y publíquese.

f.) Fernando Alvarado Espinel, Ministro de Turismo.

No. 08/2016

EL DIRECTOR GENERAL 
DE AVIACIÓN CIVIL

Considerando:

Que, mediante Acuerdo No. 015/2016, de 17 de junio del 
2016, el Consejo Nacional de Aviación Civil, renovó y 
modifi có a la compañía AEROLÍNEAS GALÁPAGOS S.A. 
AEROGAL, su permiso de operación para la prestación 
del servicio de transporte aéreo público, internacional, 
regular, de pasajeros, carga y correo, en forma combinada, 
entre Ecuador y los Países Miembros de la Comunidad 
Andina, en el cual en su Artículo 1 cláusula SEGUNDA 
consta la siguiente ruta y frecuencias, que es objeto de la 
modifi cación solicitada:

“Quito y/o Guayaquil – Cali y viceversa, hasta cinco (5) 
frecuencias semanales”;

Que, la compañía AEROLÍNEAS GALÁPAGOS S.A. 
AEROGAL con ofi cio No. AV-PE/327-2016, de 18 de julio 
de 2016, ingresado a la Dirección General de Aviación Civil, 
el 03 de agosto del 2016, solicita: “…se sirva autorizar la 
modifi cación de nuestro Permiso de operación a fi n de 
incrementar dos frecuencias semanales en dicha ruta, con lo 
cual la misma quedará conformada de la siguiente manera:

Quito y/o Guayaquil – Cali y Viceversa hasta 7 frecuencias 
semanales…”;

Que, con memorando Nro. DGAC-AB-2016-0763-M, 
de 08 de agosto de 2016, se elevó a conocimiento del 
señor Director General de Aviación Civil, Encargado,  la 
solicitud presentada por la compañía AEROLÍNEAS 
GALÁPAGOS S.A. AEROGAL, adjuntando el Extracto 
para su legalización y su posterior publicación en la Página 
Web del Consejo Nacional de Aviación Civil;

Que, mediante ofi cio Nro. DGAC-YA-2016-2522-O, de 15 
de agosto de 2016, el señor Director General de Aviación 
Civil, Encargado, notifi có por escrito a las aerolíneas que 
operan en el indicado servicio, respecto de la solicitud 
de modifi cación del Permiso de Operación internacional, 
regular, de pasajeros, carga y correo, en forma combinada, 
entre Ecuador y los Países Miembros de la Comunidad 
Andina, de la compañía AEROLÍNEAS GALÁPAGOS 
S.A. AEROGAL;

Que, con memorando Nro. DGAC-AX-2016-0248-M, de 
16 de agosto de 2016, la Directora de Comunicación Social 
Institucional, informa que el Extracto ya se encuentra 
publicado en el portal web de la Institución, en la  sección 
Biblioteca/ Solicitudes que se tramitan en la Secretaría del 
CNAC/2016;

Que, la Dirección de Inspección y Certifi cación 
Aeronáutica, presenta su informe Técnico Económico, en 
cuya recomendación determina que: “En base a lo analizado 
y conclusiones precedentes se recomienda continuar el 
trámite de atención favorable a lo solicitado con fundamento 
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a la Decisión 582.  Corresponde a la compañía AEROGAL 
optimizar el coefi ciente de ocupación en la ruta Quito y/o 
Guayaquil – Cali y viceversa.”; 

Que, la Dirección de Asesoría Jurídica, en su informe 
recomienda que; “Desde el punto de vista estrictamente 
legal no existe inconveniente para que se autorice la 
modifi cación del permiso de operación internacional, 
regular, de pasajeros, carga y correo, en forma combinada, 
dentro de la comunidad Andina de la compañía 
AEROLÍNEAS GALÁPAGOS S.A. AEROGAL, por 
cumplidos los requisitos de orden legal…”;

Que, la Dirección de Secretaría General ha presentado el 
informe unifi cado, en el cual concluye y recomienda que 
con base a los informes Jurídico y Técnico Económico, a la 
delegación otorgada, la documentación habilitante, trámite 
administrativo realizado y descrito en forma cronológica, 
se ha agotado su trámite con base al Reglamento de la 
materia, por lo que recomienda atender favorablemente la 
solicitud de modifi cación de la compañía AEROGAL S.A., 
para lo cual se ha elaborado el respectivo Acuerdo, a fi n 
de incrementar dos (2) frecuencias adicionales en la ruta 
QUITO y/o GUAYAQUIL - CALI y viceversa,  quedando 
la mencionada ruta de la siguiente manera: “QUITO 
y/o GUAYAQUIL - CALI y viceversa, hasta siete (7) 
frecuencias semanales”;

Que, el señor Presidente Constitucional de la República, 
mediante Decreto Ejecutivo No. 156, de 20 de noviembre 
del 2013, reorganizó al Consejo Nacional de Aviación Civil 
y a la Dirección General de Aviación Civil; 

Que, mediante RESOLUCION No. 001/2013, de 24 de 
diciembre del 2013, el pleno del Consejo, delegó ciertas 
atribuciones al Director General de Aviación Civil, 
entre ellas, la prevista en el ARTÍCULO 1.- “Delegar 
al Director General de Aviación Civil, la facultad de 
resolver las solicitudes para modifi car o suspender 
temporal y parcialmente las Concesiones y Permisos de 
operación otorgados por el Consejo Nacional de Aviación 
Civil, cumpliendo con los requisitos establecidos en la 
reglamentación de la materia”; 

Que, en virtud del Decreto No. 1113 de 13 de julio de 2016, 
se encarga el puesto de Director General de Aviación Civil, 
al señor Giovanni Wladimir Dillon Pozo;

Que, con Resolución No. 017/2014, de 22 de octubre del 
2014, el Consejo Nacional de Aviación Civil, Expide el 
Reglamento de Permisos de Operación para la Prestación 
de los Servicios de Transporte Aéreo, mismo que  ha sido 
publicado en el Segundo Suplemento del Registro Ofi cial 
No. 397, de 16 de diciembre del 2014; y, 

Con base a la delegación realizada en la RESOLUCIÓN 
No. 001/2013, de 24 de diciembre de 2013, el Director 
General de Aviación Civil, Encargado

Acuerda:

ARTÍCULO 1.-  MODIFICAR la cláusula SEGUNDA 
del ARTÍCULO 1 del Acuerdo No. 015/2016, de 17 de 
junio del 2016, por  la siguiente:

SEGUNDA: Rutas, frecuencias y derechos: “La aerolínea” 
operará las siguientes rutas, frecuencias y derechos:

• Quito y/o Guayaquil – Cali y viceversa, hasta siete (7) 
frecuencias semanales;

• Quito y/o Guayaquil – Lima y/o Santa Cruz y 
viceversa, hasta diez (10) frecuencias semanales;

• Quito y/o Guayaquil – Bogotá y viceversa, hasta 
treinta y nueve (39) frecuencias semanales;

• Quito y/o Guayaquil – Lima y/o La Paz y viceversa, 
hasta siete (7)  frecuencias semanales. Con derechos 
de  3ras, 4tas y 5tas libertades.

La autorización que el Consejo Nacional de Aviación Civil 
da a la compañía AEROLÍNEAS GALÁPAGOS S.A. 
AEROGAL, para que opere la ruta Quito y/o Guayaquil – 
Lima y/o Santa Cruz y viceversa, hasta diez (10) frecuencias 
semanales, se la condiciona a que la compañía demuestre 
operación con el punto Santa Cruz, ya que según las rutas 
autorizadas en itinerario, solo opera los tramos de ruta Lima 
– Guayaquil – Lima y Lima – Quito – Lima.

Se establece un procedimiento de verifi cación de la 
implantación y cumplimiento del 70% de las rutas y 
frecuencias autorizadas, sino se observa el nivel exigido 
la DGAC presentará al CNAC el informe que corresponda 
para que de conformidad con el artículo 122 del Código 
Aeronáutico codifi cado se proceda a llamar a una Audiencia 
Previa de Interesados a la compañía, de conformidad con 
la Resolución No. 108/2010 de 22 de diciembre de 2010.

AEROGAL S.A. tiene la obligación al momento de 
presentar sus itinerarios para la aprobación de la Dirección 
General de Aviación Civil, de defi nir la operación “y/o” y 
de concretar el número de frecuencias con las que prestará 
los servicios, igualmente notifi cará con la sufi ciente 
anticipación cualquier modifi cación sobre la utilización del 
número de frecuencias autorizadas.

ARTÍCULO 2.-  Salvo lo dispuesto en el artículo 
precedente,  los demás términos y condiciones del Acuerdo 
No. 015/2016, de 17 de junio del 2016, se mantienen 
vigentes y sin ninguna modifi cación.

ARTÍCULO 3.-  Del cumplimiento del presente Acuerdo, 
encárguese a la Dirección General de Aviación Civil, a 
través de los respectivos procesos institucionales.

Comuníquese, notifíquese y publíquese.- Dado en la ciudad 
de Quito, Distrito Metropolitano, 31 de agosto de 2016.

f.) Mgs. Giovanni Wladimir Dillon Pozo, Director General 
de Aviacion Civil, Encargado.

CERTIFICO: Que expidió y fi rmó el Acuerdo que 
antecede, el Magister Giovanni Wladimir Dillon Pozo, 
Director General de Aviación Civil, Encargado, en Quito, 
Distrito Metropolitano, 31 de agosto de 2016.
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Lo certifi co.

f.) Lcdo. Pablo Rodríguez Egüez, Director de Secretaría 
General de la DGAC, subrogante.

RAZÓN: En Quito a, 31 de agosto de 2016. Notifi qué 
el contenido del Acuerdo No. 08/2016 a la compañía 
AEROLÍNEAS GALÁPAGOS S.A. AEROGAL por boleta 
depositada en el Casillero Judicial No. 2380 del Palacio de 
Justicia de esta ciudad.-  CERTIFICO:

f.) Lcdo. Pablo Rodríguez Egüez, Director de Secretaría 
General de la DGAC, subrogante.

DIRECCIÓN GENERAL
 DE AVIACIÓN CIVIL

SECRETARÍA GENERAL

CERTIFICACIÓN

Yo: DRA. RITA MILA HUILCA COBOS, en mi 
calidad de Directora de Secretaría General de la 
Dirección General de Aviación Civil, siendo una 
de mis atribuciones como responsable del proceso, 
el "c) Otorgar certifi caciones a petición de parte o 
por disposición de Autoridad Competente", como 
lo determina el "Artículo 4.-" de la Resolución No. 
238/2010 de  30 de agosto de 2010, mediante la cual 
se Reforma el Reglamento Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Dirección General 
de Aviación Civil, y dando atención a la petición 
realizada con memorando Nro. DGAC-AB-2016-
0841-M, de 9 de septiembre de 2016, suscrito por 
la señorita Mary Sánchez Sánchez, Secretaria, que 
indica que requiere copia Certifi cada del Acuerdo No. 
08/2016 de 31 de agosto de 2016, a fi n de remitir para 
su publicación en el Registro Ofi cial, CERTIFICO 
que el Acuerdo No. 08/2016 de 31 de agosto de 2016, 
emitido por el Director General de Aviación Civil que 
antecede, contenido en cuatro fojas útiles, es FIEL 
COPIA DEL ORIGINAL que reposa en el Archivo 
Activo de la Dirección de Secretaría General.

Quito, D. M., a 12 de septiembre de 2016.

f.) Dra. Rita Mila Huilca Cobos, Directora de Secretaría 
General de la Dirección General de Aviación Civil.

 

No. 10/2016

EL DIRECTOR GENERAL 
DE AVIACIÓN CIVIL

Considerando:

Que, mediante Acuerdo No. 017/2014, de 18 de julio del 
2014 y modifi cado con Acuerdo No. 06/2016, de 23 de mayo 

del 2016, el Consejo Nacional de Aviación Civil, renovó a 
la compañía CARGOLUX AIRLINES INTERNATIONAL 
S.A., su permiso de operación para la prestación del servicio 
de transporte aéreo público, internacional, regular, de carga, 
haciéndose constar en la cláusula SEGUNDA lo siguiente:

SEGUNDA: Rutas, frecuencias y derechos: “La aerolínea” 
operará las siguientes rutas, frecuencias y derechos:

LUXEMBURGO – LATACUNGA y/o QUITO – 
LUXEMBURGO, con tres frecuencias semanales, 
vía puntos intermedios por las siguientes ciudades: 
Ámsterdam, Maastricht, Santiago de Chile, Panamá, 
México D.F., New York, Sao Paulo (Viracopos) y 
Curitiba.

Con derechos de quinta libertad en los puntos intermedios 
Ámsterdam, Maastricht, Santiago de Chile, Panamá, 
México D.F., New York, Sao Paulo (Viracopos) y Curitiba;

Sin derechos de tráfi co desde o hacia Ecuador en los 
puntos intermedios de Bogotá, Barbados, Fort de France, 
Bridgetown, Aguadilla (BQN) y Buenos Aires (EZE), lo 
que será controlado estrictamente por la Dirección General 
de Aviación Civil;

Que, con ofi cio No. CV-EC-16-006-OF de 09 de agosto 
de 2016, ingresado al Sistema de Gestión Documental 
QUIPUX, con Registro Nro. DGAC-AB-2016-7530-E 
el 11 del mismo mes y año, la Apoderada Especial de la 
compañía CARGOLUX AIRLINES INTERNATIONAL 
S.A., solicita: “…la modifi cación de la cláusula segunda del 
artículo 1 de su permiso de operación renovado mediante 
Acuerdo CNAC No. 017/2014 de 18 de julio de 2014, 
modifi cado con Acuerdo No. 06/2016 de 23 de mayo de 
2016; en los términos detallados a continuación: 

“SEGUNDA: Rutas, frecuencias y derechos: “La aerolínea” 
operará las siguientes rutas, frecuencias y derechos:

Luxemburgo – Latacunga y/o Quito – Luxemburgo, con 
cuatro frecuencias semanales, vía puntos intermedios por 
las siguientes ciudades: Ámsterdam, Maastricht, Santiago 
de Chile, Panamá, México D.F., New York, Sao Paulo 
(Viracopos) y Curitiba. 

Con derechos de quinta libertad en los puntos intermedios 
de Ámsterdam, Maastricht, Santiago de Chile, Panamá, 
México D.F., New York, Sao Paulo (Viracopos) y Curitiba; 
y, 

Sin derechos de tráfi co desde o hacia Ecuador en los 
puntos intermedios de Bogotá, Barbados, Fort de France, 
Bridgetown, Aguadilla (BQN) y Buenos Aires (EZE)…”.

Que, mediante memorando Nro. DGAC-AB-2016-
0792-M, de 17 de agosto de 2016, se elevó a conocimiento 
del señor Director General de Aviación Civil, la solicitud 
presentada por la compañía CARGOLUX AIRLINES 
INTERNATIONAL S.A., adjuntando el Extracto para su 
legalización y su posterior publicación en la Página Web 
del CNAC;
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Que, con memorando Nro. DGAC-AX-2016-0258-M, de 
22 de agosto de 2016, la Directora de Comunicación Social 
Institucional, informa que el Extracto ya se encuentra 
publicado en el portal web de la Institución, en la  sección 
Biblioteca/Consejo Nacional de Aviación Civil/Solicitudes 
que se tramitan en la Secretaría del CNAC/2016;

Que, mediante ofi cio Nro. DGAC-YA-2016-2637-O, 
de 28 de agosto de 2016, se notifi ca por escrito a las 
aerolíneas que operan en el indicado servicio, la solicitud 
de modifi cación del Permiso de Operación internacional, 
regular, de carga, de la compañía CARGOLUX AIRLINES 
INTERNATIONAL S.A.;

Que, la Dirección de Inspección y Certifi cación Aeronáutica, 
presenta su informe Técnico Económico, en cuya 
recomendación determina que: “…se considera atender 
de manera favorable el trámite de solicitud formulada 
por CARGOLUX AIRLINES INTERNATIONAL de 
incremento de una frecuencia semanal a las actualmente 
autirizadas,…”;

Que, la Dirección de Asesoría Jurídica, en su informe 
concluye  y recomienda que: “….la solicitud de 
CARGOLUX AIRLINES INTERNATIONAL S.A. 
tendiente a modifi car su permiso de operación 
internacional, regular de carga, a fi n de incrementar el 
número de frecuencias a operarse, de tres (3) a cuatro (4) 
en la ruta autorizada es procedente, por adecuarse a lo 
consensuado por las autoridades aeronáuticas de Ecuador 
y el Gran Ducado de Luxemburgo…”;

Que, la Dirección de Secretaría General ha presentado 
el informe unifi cado, en  el que  determina  que  con 
base a los informes Técnico Económico y Jurídico, con 
la delegación otorgada, la documentación habilitante, 
el trámite administrativo realizado y descrito en forma 
cronológica, se ha agotado todo su trámite administrativo 
de conformidad con el Reglamento de la materia, por lo 
que recomienda se otorgue la modifi cación solicitada por 
la compañía CARGOLUX AIRLINES INTERNATIONAL 
S.A., y que procederá a elaborar el respectivo  Acuerdo, 
incrementando el número de frecuencias de tres (3) a 
cuatro (4) frecuencias semanales en su ruta autorizada; 

Que, el señor Presidente Constitucional de la República, 
mediante Decreto Ejecutivo    No. 156, de 20 de noviembre 
de 2013, reorganiza al Consejo Nacional de Aviación Civil 
y a la Dirección General de Aviación Civil; 

Que, mediante RESOLUCION No. 001/2013, de 24 de 
diciembre del 2013, el pleno del Consejo, delegó ciertas 
atribuciones al Director General de Aviación Civil, 
entre ellas, la prevista en el ARTÍCULO 1.- “Delegar 
al Director General de Aviación Civil, la facultad de 
resolver las solicitudes para modifi car o suspender 
temporal y parcialmente las Concesiones y Permisos de 
operación otorgados por el Consejo Nacional de Aviación 
Civil, cumpliendo con los requisitos establecidos en la 
reglamentación de la materia”; 

Que, en virtud del Decreto No. 1113 de 13 de julio de 2016, 
se encarga el puesto de Director General de Aviación Civil, 
al señor Giovanni Wladimir Dillon Pozo;

Que, con Resolución No. 017/2014, de 22 de octubre del 
2014, el Consejo Nacional de Aviación Civil, Expide el 
Reglamento de Permisos de Operación para la Prestación 
de los Servicios de Transporte Aéreo, mismo que se ha sido 
publicado en el Segundo Suplemento del Registro Ofi cial 
No. 397, de 16 de diciembre del 2014; y, 

Con base a la delegación realizada en la RESOLUCIÓN 
No. 001/2013, de 24 de diciembre de 2013, el Director 
General de Aviación Civil

Acuerda:

ARTÍCULO 1.-  MODIFICAR la cláusula SEGUNDA 
del ARTÍCULO 1 del Acuerdo No. 017/2014, de 18 de 
julio del 2014, modifi cado con Acuerdo No. 06/2016 de 23 
de mayo del 2016, por  la siguiente:

SEGUNDA: Rutas, frecuencias y derechos: “La aerolínea” 
operará las siguientes rutas, frecuencias y derechos:

“LUXEMBURGO – LATACUNGA y/o QUITO – 
LUXEMBURGO, con cuatro frecuencias semanales, 
vía puntos intermedios por las siguientes ciudades: 
Ámsterdam, Maastricht, Santiago de Chile, Panamá, 
México D.F., New York, Sao Paulo (Viracopos) y 
Curitiba.

Con derechos de quinta libertad en los puntos 
intermedios Ámsterdam, Maastricht, Santiago de 
Chile, Panamá, México D.F., New York, Sao Paulo 
(Viracopos) y Curitiba; y,

Sin derechos de tráfi co desde o hacia Ecuador en los 
puntos intermedios Bogotá, Barbados, Fort de France, 
Bridgetown, Aguadilla (BQN), y Buenos Aires (EZE) 
lo que será controlado estrictamente por la Dirección 
General de Aviación Civil”.

ARTÍCULO 2.-  El presente documento deja sin efecto al 
Acuerdo No. 06/2016, de 23 de mayo del 2016.

ARTÍCULO 3.-  Salvo lo dispuesto en los artículos 
precedentes, los demás términos y condiciones del Acuerdo 
No. 017/2014, de 18 de julio del 2014, se mantienen 
vigentes y sin ninguna modifi cación.

ARTÍCULO 4.-  Del cumplimiento del presente Acuerdo, 
encárguese a la Dirección General de Aviación Civil, a 
través de los respectivos procesos institucionales.

Comuníquese, notifíquese y publíquese.- Dado en la 
ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, 16 de septiembre 
de 2016.

f.) Mgs. Giovanni Wladimir Dillon Pozo, Director General 
de Aviacion Civil, Encargado.
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CERTIFICO: Que expidió y fi rmó el Acuerdo que 
antecede, el Magister Giovanni Wladimir Dillon Pozo, 
Director General de Aviación Civil, Encargado, en Quito, 
Distrito Metropolitano, 16 de septiembre de 2016.

Lo certifi co.

f.) Dra. Rita Huilca Cobos, Directora de Secretaría General 
de la DGAC.

RAZÓN: En Quito a, 16 de septiembre de 2016.- Notifi qué 
el contenido del Acuerdo No. 10/2016 a la compañía  
CARGOLUX AIRLINES INTERNATIONAL S.A., por 
boleta depositada en el Casillero Judicial No. 1839 del 
Palacio de Justicia de esta ciudad.-  CERTIFICO:

f.) Dra. Rita Huilca Cobos, Directora de Secretaría General 
de la DGAC.

DIRECCIÓN GENERAL
 DE AVIACIÓN CIVIL

SECRETARÍA GENERAL

CERTIFICACIÓN

Yo: DRA. RITA MILA HUILCA COBOS, en mi 
calidad de Directora de Secretaría General de la 
Dirección General de Aviación Civil, siendo una 
de mis atribuciones como responsable del proceso, 
el "c) Otorgar certifi caciones a petición de parte o 
por disposición de Autoridad Competente", como 
lo determina el "Artículo 4.-" de la Resolución No. 
238/2010 de  30 de agosto de 2010, mediante la cual 
se Reforma el Reglamento Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Dirección General 
de Aviación Civil, y dando atención a la petición 
realizada con memorando Nro. DGAC-AB-2016-
0884-M, de 20 de septiembre de 2016, suscrito por 
la señorita Mary Sánchez Sánchez, Secretaria, que 
indica que requiere copia Certifi cada del Acuerdo 
No. 10/2016 de 16 de septiembre de 2016, otorgado 
a favos de la compañía CARGOLUX AIRLINES 
INTERNATIONAL S. A., a fi n de remitir para su 
publicación en el Registro Ofi cial, CERTIFICO que 
el Acuerdo No. 10/2016 de 16 de septiembre de 2016, 
emitido por el Director General de Aviación Civil que 
antecede, contenido en cuatro fojas útiles, es FIEL 
COPIA DEL ORIGINAL que reposa en el Archivo 
Activo de la Dirección de Secretaría General.

Quito, D. M., a 20 de septiembre de 2016.

f.) Dra. Rita Mila Huilca Cobos, Directora de 
Secretaría General de la Dirección General de 
Aviación Civil.

No. SNPD-039-2016

Sandra Naranjo Bautista
SECRETARIA NACIONAL DE PLANIFICACIÓN 

Y DESARROLLO

Considerando:

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República, 
manda que: “Las instituciones del Estado, sus organismos, 
dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que 
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el 
deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus 
fi nes y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución”;

Que, el artículo 227 de la Norma Suprema, establece 
que: “La administración pública constituye un servicio 
a la colectividad que se rige por los principios de 
efi cacia, efi ciencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 
descentralización, coordinación, participación, 
planifi cación, transparencia y evaluación”;

Que, el numeral 4 del artículo 27 del Código Orgánico 
de Planifi cación y Finanzas Públicas, establece que es 
atribución de la Secretaria Nacional de Planifi cación y 
Desarrollo: “(…) 4. Delegar por escrito las facultades que 
estime conveniente. Los actos administrativos ejecutados 
por las o los funcionarios, servidores o representantes 
especiales o permanentes delegados, para el efecto, por el 
Secretario Nacional tendrán la misma fuerza y efecto que si 
los hubiere hecho el titular o la titular de dicha Secretaría y 
la responsabilidad corresponderá al funcionario delegado”;

Que, el artículo 54 del Estatuto del Régimen Jurídico 
y Administrativo de la Función Ejecutiva, sobre la 
desconcentración administrativa, dispone que: “La 
titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a 
los órganos administrativos podrán ser desconcentradas 
en otros jerárquicamente dependientes de aquellos, 
cuyo efecto será el traslado de la competencia al órgano 
desconcentrado. La desconcentración se hará por Decreto 
Ejecutivo o Acuerdo Ministerial”;

Que, el artículo 55 del mismo Estatuto del Régimen Jurídico 
y Administrativo de la Función Ejecutiva, establece 
que: “Las atribuciones propias de las diversas entidades 
y autoridades de la Administración Pública Central 
e Institucional, serán delegables en las autoridades u 
órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren 
prohibidas por Ley o por Decreto (…)”;  

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 1372, publicado en 
el Registro Ofi cial No. 278, de 20 de febrero de 2004, se 
creó la Secretaría Nacional de Planifi cación y Desarrollo 
SENPLADES, como el organismo responsable del diseño, 
implementación, integración y dirección del Sistema 
Nacional de Planifi cación, en todos sus niveles;

Que, con Decreto Ejecutivo No. 800, de 15 de octubre de 
2015, se designó a Sandra Naranjo Bautista, Secretaria 
Nacional de Planifi cación y Desarrollo;
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Que, el literal u) del acápite 1.1. “Secretaría Nacional 
de Planifi cación y Desarrollo”, punto 1 “Proceso 
Gobernante: Direccionamiento Estratégico”, del Título 
I “De los Procesos Gobernantes”, Capítulo V “De La 
Estructura Descriptiva” del Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos de la Senplades, publicado en 
la Edición Especial del Registro Ofi cial No. 97, de 22 de 
enero de 2014, establece como atribución de la Secretaria 
Nacional de Planifi cación y Desarrollo: “(…) u) Delegar 
facultades y atribuciones dentro de la estructura jerárquica 
institucional, cuando considere necesario (…)”;

Que, el Acuerdo No. SNPD-011-2016, de 11 de febrero de 
2016, dispuso designar a varios servidores de la Secretaría 
Nacional de Planifi cación y Desarrollo, para que a nombre 
y en representación de esta Cartera de Estado, actúen 
como delegados permanentes, principales y alternos, 
según corresponda, ante los diferentes cuerpos colegiados 
integrados por la Secretaría Nacional de Planifi cación y 
Desarrollo;

Que, el artículo 1 del Acuerdo No. SNPD-027-2016, de 
07 de junio de 2016, dispone lo siguiente: “Sustituir los 
delegados permanentes, principales y alternos, constantes 
en los literales: a) y d) del artículo 1 del Acuerdo No. 
SNPD-011-2016, de 11 de febrero de 2016, por los 
siguientes: (…) d) Consejo de Educación Superior CES: 
Delegado Permanente Principal: Gerente Institucional 
de Fortalecimiento y Gestión del Sector de Desarrollo 
Social; Delegado Permanente Alterno: Subsecretario/a de 
Seguimiento y Evaluación, o quienes hagan sus veces”;

Que, es necesario designar a un nuevo delegado permanente 
principal, que represente a la Secretaría Nacional de 
Planifi cación y Desarrollo, ante el Consejo de Educación 
Superior CES; y,

EN EJERCICIO DE LAS ATRIBUCIONES QUE LE 
CONFIERE EL NUMERAL 4 DEL ARTÍCULO 27 
DEL CÓDIGO ORGÁNICO DE PLANIFICACIÓN Y 
FINANZAS PÚBLICAS; Y, EL DECRETO EJECUTIVO 
No. 800, DE 15 DE OCTUBRE DE 2015,

Acuerda:

Art. 1.- Sustituir el/la delegado/a permanente principal de 
la Secretaría Nacional de Planifi cación y Desarrollo ante el 
Consejo de Educación Superior CES, constante en el literal 
d) del artículo 1 del Acuerdo No. SNPD-011-2016, de 11 de 
febrero de 2016, por el/la siguiente:

“d) Consejo de Educación Superior CES: Delegado 
Permanente Principal: Coordinador/a General de 
Inserción Estratégica Internacional”;

Art. 2.- El/la delegado/a será responsable de los actos 
cumplidos en el ejercicio de esta delegación e informará a la 
Secretaria Nacional de Planifi cación y Desarrollo, de forma 
trimestral o según le sea requerido, sobre las actividades 
cumplidas y las resoluciones adoptadas en el Consejo de 
Educación Superior CES.

Art. 3.- Encárguese a la Coordinación General de Asesoría 
Jurídica, notifi que con el contenido de este Acuerdo al 
Consejo de Educación Superior CES y al/la Coordinador/a 
General de Inserción Estratégica Internacional, para su 
oportuna y cabal ejecución.

Art. 4.- De la ejecución del presente Acuerdo, que 
entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, 
sin perjuicio de su publicación en el Registro Ofi cial, 
encárguese al/la Coordinador/a General de Inserción 
Estratégica Internacional.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

DADO EN EL DISTRITO METROPOLITANO DE 
QUITO, A 26 DE AGOSTO DE 2016.

f.) Sandra Naranjo Bautista, Secretaria Nacional de 
Planifi cación y Desarrollo.

Es fi el copia del original.- Lo certifi co.- f.) Ab. José Luis 
Aguirre Márquez, Coordinador General de Asesoría 
Jurídica, SENPLADES.

 

No. 280-2016-F

LA JUNTA DE POLÍTICA Y REGULACIÓN 
MONETARIA Y FINANCIERA 

Considerando:

Que el artículo 367 de la Constitución de la República del 
Ecuador establece que el sistema de seguridad social es 
público y universal, no podrá privatizarse y atenderá las 
necesidades contingentes de la población; que la protección 
de las contingencias se hará efectiva a través del seguro 
universal obligatorio y de sus regímenes especiales; y, que 
el sistema se guiará por los principios del sistema nacional 
de inclusión y equidad social y por los de obligatoriedad, 
sufi ciencia, integración, solidaridad y subsidiaridad;

Que en el artículo 13 del Código Orgánico Monetario 
y Financiero, se crea la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera como parte de la Función Ejecutiva, 
responsable de la formulación de las políticas públicas y la 
regulación y supervisión monetaria, crediticia, cambiaria, 
fi nanciera, de seguros y valores; y, se determina su 
conformación;

Que el artículo 14, numeral 41 del precitado Código, 
establece como una de las funciones de la Junta de Política y 
Regulación Monetaria y Financiera, regular la constitución, 
organización, funcionamiento, liquidación y registro de los 
fondos complementarios previsionales y sus inversiones, 
así como los requisitos mínimos para ejercer el cargo de 
administradores;
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Que el artículo 220, inciso primero de la Ley de Seguridad 
Social, establece que los afi liados al Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social, independientemente de su nivel 
de ingresos, podrán efectuar ahorros voluntarios para 
mejorar la cuantía o las condiciones de las prestaciones 
correspondientes al seguro general obligatorio o a proteger 
contingencias de seguridad no cubiertas por éste;

Que el artículo 222, primer inciso de la Ley ibídem, dispone 
que los fondos complementarios podrán recibir depósitos 
convenidos en importes de carácter único o periódico que 
cualquier persona natural o jurídica convenga con el afi liado 
en depositar en la respectiva cuenta de ahorro individual 
voluntario;

Que el artículo 224 de la Ley de Seguridad Social dice que 
la reglamentación, sin dejar de considerar sus fi nes, podrá 
determinar un régimen de administración más fl exible, de 
diferente estructura, mayor diversifi cación y disponibilidad 
para los ahorros voluntarios, que el establecido por la ley 
para los ahorros obligatorios;

Que el artículo 304 de la Ley de Seguridad Social, integran 
el sistema nacional de seguridad social, entre otras, las 
personas jurídicas que administran programas de seguros 
complementarios de propiedad privada, pública o mixta que 
se organicen según dicha ley;

Que el artículo 305 de la citada ley, establece que para la 
constitución, organización, actividades, funcionamiento y 
extinción de las entidades que integran el sistema nacional 
de seguridad social, se sujetarán entre otras, a la Ley 
de Seguridad Social, a la Ley General de Seguros y su 
Reglamento, a la Ley de Mercado de Valores, al Código de 
Comercio y a la Ley de Compañías, en forma supletoria, 
y a las normas reglamentarias y resoluciones que para el 
efecto dicten los organismos de control creados por la 
Constitución de la República del Ecuador;

Que el artículo 306 de la Ley de Seguridad Social reformado 
por el Código Orgánico Monetario y Financiero, dispone 
que las instituciones públicas y privadas de seguridad social, 
incluyendo los fondos complementarios previsionales 
públicos o privados, estarán sujetos a la regulación, 
supervisión y vigilancia de la Superintendencia de Bancos, 
la misma que según el artículo 213 de la Constitución, 
controlará que las actividades económicas y los servicios 
que brinden dichas instituciones, atiendan al interés general 
y se sujeten a las normas legales vigentes;

Que en el Suplemento del Registro Ofi cial No. 379 de 20 
de noviembre de 2014, se publicó la Ley Reformatoria a la 
Ley de Seguridad Social y a la Ley del Banco del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social para la administración de 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados;

Que el tercer inciso del artículo 220, reformado de la 
Ley de Seguridad Social, establece que los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados que en su origen 
o bajo cualquier modalidad hayan recibido aportes estatales, 
pasarán a ser administrados por el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social a través de su Banco, mediante cuentas 

individuales. Su gestión se sujetará a los principios de 
seguridad, transparencia, solvencia, efi ciencia, rentabilidad 
y a las regulaciones y controles de los órganos competentes;

Que en el artículo 7, inciso fi nal de la Ley del Banco del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social reformada, 
establece que las utilidades que genere la administración 
de los entes previsionales, serán distribuidas 
proporcionalmente a cada cuenta individual en función de 
lo acumulado, de acuerdo a las políticas de administración 
e inversión que tenga el Banco del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social;

Que las Disposiciones Generales Sexta y Séptima de 
la Ley ibídem, reformada disponen que los recursos de 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados 
cuya administración asuma el Banco del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, conservarán su objeto 
y fi nes, manteniendo el manejo de cuentas individuales 
independientes y separadas del patrimonio del Banco del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y de los demás 
fondos que administre; y, que los recursos de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados serán destinados 
exclusivamente para el pago de las prestaciones para las 
cuales fueron constituidos;

Que la Disposición Transitoria Décima Primera, segundo 
inciso de la Ley del Banco del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social reformada, dispone que la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera emitirá la 
regulación para los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados que cumplan las condiciones previstas en dicha 
Ley para mantener su propia administración;

Que en la Disposición Transitoria Décima Segunda de la 
Ley citada, manda que la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera dictará las regulaciones 
correspondientes al manejo de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados; y, que el Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social a través de su Banco, garantizará la 
continuidad de los servicios, prestaciones y benefi cios; 

Que mediante resolución No. 122-2015-F de 31 de agosto 
de 2015, publicada en el Registro Ofi cial No. 594 de 24 de 
septiembre del mismo año, la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera, expide las Normas que regulan la 
organización, funcionamiento, y liquidación, de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados, que en su origen 
o bajo cualquier modalidad hayan recibido aportes estatales;

Que en el artículo 64 de las precitadas normas se derogan 
las resoluciones Nos. SBS-2013-504 de 9 de julio de 2013; 
SBS-2013-800 de 4 de noviembre de 2013; y, SBS-2014-
649 de 30 de julio de 2014, emitidas por el Superintendente 
de Bancos y Seguros, que establecían el marco normativo 
para la constitución, registro, organización, funcionamiento 
y liquidación de los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados, no administrados por el Banco del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social; 

Que los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados 
que no han recibido aportes patronales estatales y aquellos 
que cumplan con los requisitos legales para mantener su 
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propia administración, requieren una normativa para su 
gestión;  

Que amerita sistematizar la regulación para los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados administrados 
por el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, 
y los que mantengan su propia administración, en una sola 
norma;

Que la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, 
en sesión extraordinaria por medios tecnológicos convocada 
el 6 de septiembre de 2016, con fecha 7 de septiembre 
de 2016, conoció y aprobó las normas que regulan la 
Constitución, Registro, Organización, Funcionamiento y 
Liquidación de los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados; y,

En ejercicio de sus funciones, resuelve expedir las 
siguientes: 

NORMAS QUE REGULAN LA CONSTITUCIÓN, 
REGISTRO, ORGANIZACIÓN, 

FUNCIONAMIENTO Y LIQUIDACIÓN DE LOS 
FONDOS COMPLEMENTARIOS PREVISIONALES 

CERRADOS

TÍTULO I
GENERALIDADES

CAPÍTULO I
Objeto y ámbito de aplicación

ARTÍCULO 1.- La presente norma regula la constitución, 
organización, registro, funcionamiento y liquidación de 
los “Fondos Complementarios Previsionales Cerrados”, 
entendiéndose por tales a cualquiera de las siguientes 
denominaciones enunciadas en la legislación vigente 
como “Fondos Complementarios”, “Fondos de Ahorro 
Voluntario”, “Fondos Complementarios de Ahorro 
Voluntario”, “Fondos Complementarios Previsionales”; 
y, “Fondos Complementarios Previsionales Públicos o 
Privados”, en cuyo objeto social se cumplan los principios 
de este tipo de entidades.

ARTÍCULO 2.- Constituye régimen aplicable para 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, 
el Código Orgánico Monetario y Financiero, la Ley de 
Seguridad Social, las resoluciones de la Junta de Política 
y Regulación Monetaria y Financiera, las resoluciones y 
disposiciones de la Superintendencia de Bancos; y en forma 
supletoria a la Ley de Mercado de Valores, al Código de 
Comercio, y a la Ley de Compañías.  

TÍTULO II
LOS FONDOS COMPLEMENTARIOS 

PREVISIONALES CERRADOS

CAPÍTULO I
Defi nición y naturaleza

ARTÍCULO 3.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados - FCPC's, se integran con el 
patrimonio autónomo constituido a favor de los partícipes 

a través del ahorro voluntario de sus afi liados y del aporte 
voluntario de sus empleadores privados. El vínculo cerrado 
al cual responde el fondo se genera a partir de la relación 
laboral de sus partícipes con instituciones públicas, privadas 
o mixtas, o con un gremio profesional u ocupacional y tiene 
la fi nalidad de mejorar la cuantía o las condiciones de las 
prestaciones correspondientes al seguro general obligatorio, 
o no cubiertas por éste.

ARTÍCULO 4.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, que se constituyan y registren de 
acuerdo a lo previsto en esta norma son personas jurídicas 
de derecho privado sin fi nes de lucro, tienen únicamente 
fi nes previsionales, de benefi cio social para sus partícipes. 
Su gestión se sujetará a los principios de seguridad, 
transparencia, solvencia, efi ciencia y rentabilidad. Podrán 
ofrecer uno o más planes previsionales en las áreas que 
comprende el seguro general obligatorio o en aquellas que 
no estén cubiertas por éste, siempre que tengan el debido 
sustento técnico, y cuenten con el respaldo de estudios 
económico - fi nancieros, de ser el caso, que demuestren la 
sostenibilidad de las prestaciones.

TÍTULO III
DE LA CONSTITUCIÓN Y REGISTRO

CAPÍTULO I
Constitución

ARTÍCULO 5.- Podrán ser partícipes de un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado legalmente registrado 
ante la Superintendencia de Bancos, los afi liados al seguro 
general obligatorio, que tengan relación de dependencia 
con una institución pública, privada o mixta, y aquellas 
personas afi liadas al seguro general obligatorio que 
pertenezcan al gremio profesional u ocupacional, bajo el 
que se haya constituido el fondo. La calidad de afi liado al 
seguro general obligatorio se acreditará con el certifi cado 
de historia laboral emitido por el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social.

Los derechos y obligaciones de los partícipes se establecerán 
en el estatuto del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado.

ARTÍCULO 6.- Para constituir un Fondo Complementario 
Previsional Cerrado se requiere de la expresión de la 
voluntad de las personas que libremente deciden hacerlo, 
y que equivalga al 25% de quienes tienen relación de 
dependencia con las instituciones bajo las cuales se 
constituya en fondo; o, que pertenezcan a un gremio 
profesional u ocupacional. 

CAPÍTULO II
Requisitos y procedimiento para la constitución

ARTÍCULO 7.- Corresponde a la Superintendencia de 
Bancos aprobar o denegar la denominación de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados cuya solicitud de 
autorización de constitución se presente a su conocimiento; 
y, el cambio de denominación de los fondos ya existentes y 
sometidos a su control.
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ARTÍCULO 8.- Previo a la petición de registro de un 
fondo se deberá solicitar la reserva del nombre ante la 
Secretaría General de la Superintendencia de Bancos, la 
que comunicará con ofi cio a los peticionarios la aceptación 
o denegación de la denominación propuesta.

La reserva de un nombre tendrá un término de ciento 
ochenta (180) días, período en el cual el fondo deberá 
iniciar el trámite de registro. La denominación quedará 
defi nitivamente asignada el momento en que se emita la 
resolución respectiva, en los términos establecidos en 
este título. Si se niega el registro, la reserva del nombre 
propuesto quedará automáticamente levantada.

ARTÍCULO 9.- El nombre de cada Fondo Complementario 
Previsional Cerrado debe permitir su diferenciación 
inmediata de cualquier otro.

ARTÍCULO 10.- En su denominación deberá constar 
la frase “Fondo Complementario Previsional Cerrado” 
o las siglas “FCPC”, la prestación que otorga (cesantía, 
jubilación o ambas); y, podrá referirse al ente del que se 
origina la relación laboral o gremial de los partícipes, o 
utilizar una expresión peculiar que lo identifi que.

ARTÍCULO 11.- Si se tratare del cambio de denominación 
de un Fondo Complementario Previsional Cerrado, la 
oposición de terceros se efectuará de conformidad con lo 
previsto en el artículo 33 de la Ley de Compañías.

ARTÍCULO 12.- Para la constitución y registro de un 
Fondo Complementario Previsional Cerrado, los interesados 
deberán presentar a la Superintendencia de Bancos, la 
solicitud en la que conste la autorización para realizar el 
trámite de registro del fondo otorgada por la asamblea 
general de partícipes, con la indicación del domicilio, 
teléfono y correo electrónico de la persona delegada:

A la solicitud se anexará la siguiente documentación:

12.1. Copia del ofi cio con la aceptación de la reserva del 
nombre del fondo;

12.2. Acta constitutiva del fondo;

12.3. Rubros contables para el registro de los derechos de 
los partícipes en cuentas individuales, conforme lo 
establece el primer inciso del artículo 222 de la Ley 
de Seguridad Social, de ser el caso;

12.4. Lista de los partícipes constituyentes, con la 
indicación del número de cédula de ciudadanía, 
identidad o pasaporte;

12.5. Estudio económico - fi nanciero o actuarial, según 
lo que corresponda, actualizado que demuestre la 
sostenibilidad de las prestaciones que ofrece el 
fondo complementario previsional a sus partícipes;

12.6. Plan estratégico y la estructura orgánico - funcional 
del fondo, que deberán responder a principios 
básicos de gestión y administración de riesgos, los 

cuales serán establecidos por la Superintendencia 
de Bancos en función del tipo de fondo al que 
pertenezcan; y,

12.7. Proyecto de estatuto.

ARTÍCULO 13.- El estatuto del Fondo Complementario 
Previsional Cerrado, deberá contener, por lo menos, 
lo siguiente:

13.1. Nombre o denominación social, naturaleza jurídica, 
domicilio y duración;

13.2. Prestaciones;

13.3. Requisitos de ingreso, derechos y obligaciones del 
partícipe;

13.4. Forma de integración de la asamblea general de 
partícipes o representantes, convocatorias, quórum 
para su instalación, frecuencia de las reuniones;

13.5. Causales para dejar de ser partícipes, la separación 
voluntaria del partícipe antes de cumplir con los 
requisitos para acceder a las prestaciones;

13.6. El procedimiento para la toma de decisiones en la 
asamblea general;

13.7. Aportaciones personales, aportaciones patronales 
de personas naturales o jurídicas privadas, aportes 
adicionales y prestaciones, así como su devolución;

13.8. Estructura organizacional: asamblea general 
de partícipes o representantes, consejo de 
administración, representante legal, gerente o 
administrador, auditor externo, comité de riesgos, 
comité de inversiones, comité de prestaciones; 
comité de auditoría, comité de ética, áreas de 
custodia de valores y contabilidad;

13.9. El procedimiento para reformar el estatuto;

13.10. Procedimiento para la disolución y liquidación;

13.11. Las demás que se considere, en cuanto no se 
opongan a la Ley de Seguridad Social y demás leyes 
aplicables, a la presente norma y a las que expida 
la Junta de Política y Regulación Monetaria y 
Financiera; y, la Superintendencia de Bancos; y,

13.12. Disposiciones generales, transitorias y derogatorias, 
si fuera el caso.

ARTÍCULO 14.- Verifi cado el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en este título, la Superintendencia 
de Bancos, mediante resolución aprobará la constitución y 
ordenará el registro del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado, en el catastro correspondiente.

ARTÍCULO 15.- La resolución de constitución y registro 
de un Fondo Complementario Previsional Cerrado y 
aprobación de sus estatutos conlleva a la concesión de la 
personería jurídica.
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ARTÍCULO 16.- Si el fondo complementario no iniciare 
sus operaciones en el término de sesenta (60) días 
contados a partir de la fecha de emisión de la resolución 
de constitución del fondo, ésta quedará automáticamente 
sin efecto, salvo que la Superintendencia de Bancos, por 
razones debidamente justifi cadas, amplíe dicho término por 
sesenta (60) días adicionales, por una sola vez.

CAPÍTULO III
El contrato de adhesión

ARTÍCULO 17.- Toda persona que sea admitida como 
partícipe de un Fondo Complementario Previsional Cerrado, 
deberá celebrar un contrato de adhesión, en el que constará 
entre otras estipulaciones, la voluntad de pertenecer y 
la obligación de cumplir la normativa interna que rige al 
Fondo Complementario Previsional Cerrado respectivo.

Los contratos de adhesión, no pueden contener las cláusulas 
prohibidas previstas en la Ley Orgánica de Defensa del 
Consumidor, tampoco se estipularán cláusulas abusivas, que 
son aquellas estipulaciones no negociadas bilateralmente 
que en contra de las exigencias de la buena fe causen, en 
perjuicio de los usuarios, afectación de los derechos y 
obligaciones de las partes, que se deriven del contrato.

Constituyen cláusulas abusivas las que:

17.1. Faculten al fondo a cobrar tasas de interés, tarifas 
por servicios y/o gastos que no cumplan con los 
criterios establecidos en el marco legal vigente para 
tener la calidad de tales;

17.2. Faculten al fondo el cobro de tarifas por servicios y/o 
gastos futuros sin que se establezca la obligación de 
informar previamente los conceptos y la oportunidad 
en que resulten exigibles;

17.3. Autoricen al fondo a resolver unilateralmente 
el contrato, suspender su ejecución o revocar 
cualquier derecho del partícipe nacido del contrato, 
excepto cuando tal resolución o modifi cación 
esté condicionada al incumplimiento imputable al 
partícipe; y,

17.4. Incluyan espacios en blanco o textos ilegibles.

CAPÍTULO IV
Tipos de Fondos Complementarios Previsionales 

Cerrados

ARTÍCULO 18.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, se clasifi can en función del tipo de 
administración y el volumen de sus activos en los siguientes:

TIPO DE FONDO MONTO DE ACTIVOS (EN 
USD)

TIPO I                          1 - 1.000.000.00

TIPO II 1.000.000.01 - 10.000.000.00

TIPO III  10.000.000.01 en adelante

TÍTULO IV
DEL GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN

ARTÍCULO 19.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, tendrán la siguiente estructura 
básica:

19.1. Asamblea general de participes o representantes;

19.2. Consejo de administración;

19.3. Comité de auditoría;

19.4. Representante legal;

19.5. Comité de riesgos;

19.6. Comité de inversiones;

19.7. Comité de prestaciones;

19.8. Comité de ética; y,

19.9. Área de contabilidad y custodia de valores.

Los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados Tipo 
I, podrán exonerarse temporalmente de integrar los comités 
de riesgos, de auditoría, inversiones, ética y prestaciones a 
petición motivada del representante legal, a través de una 
resolución del consejo de administración que deberá ser 
autorizada por la Superintendencia de Bancos, sobre la base 
de los resultados de la supervisión.

CAPÍTULO I
De la Asamblea General

ARTÍCULO 20.- La asamblea general de partícipes o de 
representantes es el máximo organismo interno del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado y sus resoluciones son 
obligatorias para todos sus órganos internos y partícipes, las 
que se adoptarán de conformidad con la Ley, la presente 
normativa, la expedida por la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera, y por la Superintendencia de 
Bancos, el estatuto y sus reglamentos. 

La asamblea general de partícipes o de representantes 
contará con un secretario que será designado de conformidad 
con lo que dispone el estatuto del Fondo Complementario 
Previsional Cerrado.

ARTÍCULO 21.- La asamblea general podrá ser de 
partícipes o de representantes elegidos por éstos. Los 
Fondos Complementarios Previsionales Cerrados que 
registren quinientos (500) partícipes o más, se conformarán 
en asamblea general de representantes, con un número 
impar de mínimo cinco y un máximo de hasta treinta y 
cinco representantes.

Los representantes serán elegidos de la siguiente forma:

21.1. Por votación personal, directa y secreta de cada uno 
de los partícipes;
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21.2. Los representantes con sus respectivos suplentes, 
serán elegidos por períodos de hasta dos (2) años, 
podrán ser reelegidos luego de transcurrido un 
período y por una sola vez más; y,

21.3. El procedimiento que se adopte para la elección de 
representantes será reglamentado por la asamblea 
general, sujetándose a las instrucciones contenidas 
en los numerales precedentes y vigilando que 
todos los partícipes se encuentren debidamente 
representados en forma proporcional y equitativa 
considerando la ubicación geográfi ca de los 
partícipes. 

ARTÍCULO 22.- Para ser electo representante a la 
asamblea general de representantes es necesario:

22.1. Acreditar la calidad de partícipe; y,

22.2. No estar en mora por obligaciones directas con el 
fondo por más de sesenta (60) días antes de la fecha 
de convocatoria a elecciones, para cuyo efecto 
los candidatos inscritos presentarán un certifi cado 
emitido por el representante legal del fondo, según 
corresponda.

Los representantes perderán su calidad de tales, si dejan 
de ser partícipes del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado; o, si posteriormente incurrieren en las 
prohibiciones establecidas en la presente normativa y en 
el estatuto.

Cuando el número de integrantes de la asamblea general de 
representantes disminuya a menos del cincuenta por ciento 
(50%) del número de conformación previsto en el estatuto 
social, se convocará en un término no mayor a quince (15) 
días a elecciones para elegir representantes y completar el 
número, quienes continuarán en funciones hasta completar 
el período correspondiente.

Si un representante a la asamblea general es elegido vocal 
principal del consejo de administración, dejará de ser 
representante y se principalizará al respectivo suplente.

ARTÍCULO 23.- Las asambleas generales de partícipes o 
de representantes se reunirán en forma ordinaria una vez al 
año, dentro de los noventa (90) días siguientes al cierre del 
ejercicio anual y extraordinariamente cuando lo requiera.

ARTÍCULO 24.- En la convocatoria que la suscribirá 
el presidente del fondo o el representante legal si es 
administrado por el Banco del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social, según corresponda, constará 
expresamente que en caso de no existir el quórum a la hora 
fi jada para la sesión, la misma se instalará una hora más 
tarde con un número de partícipes o representantes, según 
lo establecido en el estatuto social.

ARTÍCULO 25.- De las sesiones de la asamblea general 
se levantarán actas suscritas por el presidente del fondo o 
el representante legal según corresponda y el secretario. 
Dicha acta, junto con la lista fi rmada de asistentes y el 

expediente certifi cado con los documentos sobre los temas 
tratados se mantendrán debidamente archivados. Las actas 
se extenderán por escrito, y estarán debidamente foliadas.

ARTÍCULO 26.- A falta temporal o defi nitiva de uno o 
más representantes de la asamblea general, se principalizará 
a su suplente. 

ARTÍCULO 27.- La Asamblea General de Partícipes o 
Representantes tendrá las siguientes atribuciones generales:

27.1. Cumplir y hacer cumplir la ley, el estatuto 
del fondo, los reglamentos, resoluciones de la 
asamblea y disposiciones que dicte la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera, y la 
Superintendencia de Bancos;

27.2. Conocer y aprobar el estatuto del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado y sus 
reformas, que entrará en vigencia una vez aprobadas 
por la Superintendencia de Bancos;

27.3. Conocer y aprobar las modifi caciones de los valores 
de aportación de los partícipes en función de los 
requerimientos de cada tipo de fondo;

27.4. Conocer y aprobar los estados fi nancieros anuales;

27.5. Conocer los lineamientos del plan estratégico, el 
plan operativo y presupuesto del fondo, así como la 
política general de las remuneraciones;

27.6. Nombrar y remover a los vocales del consejo de 
administración;

27.7. Resolver en última instancia los casos de exclusión 
de los partícipes, de acuerdo a lo que establece el 
estatuto, una vez que el consejo de administración se 
haya pronunciado y garantizando el debido proceso;

27.8. Designar al auditor externo de la terna de 
personas naturales o jurídicas califi cadas por la 
Superintendencia de Bancos, que le presente el 
consejo de administración;

27.9. Remover a los representantes de la asamblea general 
y al representante legal, por causas justifi cadas y 
observando el debido proceso previsto en el estatuto;

27.10. Solicitar informes de cualquier tipo al consejo de 
administración cuando lo considere necesario;

27.11. Autorizar la adquisición, enajenación total o 
parcial y/o la hipoteca de bienes inmuebles de uso 
institucional;

27.12. Aprobar el pago de dietas y viáticos, a los miembros 
de los Consejos y Comités de conformidad con el 
presupuesto aprobado;

27.13. Conocer y aprobar el informe anual de labores 
presentado por el consejo de administración y por el 
comité de auditoría;
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27.14. Conocer y resolver sobre las recomendaciones de los 
estudios económicos, fi nancieros y/o actuariales;

27.15. Conocer y resolver sobre el informe de auditoría 
externa;

27.16. Acordar la disolución y liquidación voluntaria, 
fusión o escisión del fondo complementario 
previsional cerrado, en los términos previstos en 
esta norma con el voto conforme de al menos las 
dos terceras partes del número total de partícipes o 
representantes; 

27.17. Resolver la liquidación, disolución o fusión del 
Fondo Complementario Previsional cerrado; y,

27.18. Las demás establecidas en las leyes o reglamentos 
que rijan su funcionamiento y en la presente norma, 
así como en el estatuto. 

CAPÍTULO II
Del Consejo de Administración

ARTÍCULO 28.- La administración de un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado estará a cargo del 
consejo de administración, integrado por un número de cinco 
(5) o siete (7) vocales, con sus respectivos suplentes, de 
conformidad con lo que disponga el estatuto. Los períodos 
no excederán de dos (2) años, podrán ser reelegidos por una 
sola vez.

El representante legal asistirá a las reuniones del consejo de 
administración con voz, pero sin derecho a voto.

Los miembros del consejo de administración deberán 
ser partícipes; y, en el caso de los fondos que otorgan la 
prestación de jubilación podrá incluirse la participación 
de jubilados pensionistas del Fondo Complementario 
Previsional Cerrado, aunque ya no tengan la calidad de 
partícipes.

ARTÍCULO 29.- El período de los miembros del consejo 
de administración correrá a partir de la fecha de califi cación 
por parte del ente de control; sin embargo, si uno o más 
vocales no presentan los documentos a la Superintendencia 
de Bancos en el término de quince (15) días posteriores a 
su designación, se aplicarán las sanciones pecuniarias que 
correspondan.

En la eventualidad de que un vocal designado no presente la 
documentación pertinente para su califi cación en un término 
de quince (15) días posteriores a su designación quedará sin 
efecto la misma y se principalizará al respectivo suplente, 
siguiendo el mismo procedimiento para su califi cación.

ARTÍCULO 30.- El consejo de administración tendrá las 
siguientes atribuciones y deberes:

30.1. Cumplir y hacer cumplir la ley, el estatuto 
del fondo, los reglamentos, resoluciones de la 
asamblea y disposiciones que dicte la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera, y la 
Superintendencia de Bancos;

30.2. Delinear y aprobar la estrategia general, aprobar 
los planes operativos, el presupuesto institucional 
y elaborar los respectivos manuales así como la 
política general de inversiones;

30.3. Conocer y aprobar los informes presentados por los 
comités de riesgos, inversiones, prestaciones y ética; 

30.4. Pronunciarse sobre los estados fi nancieros; y, sobre 
los informes del comité de auditoría y disponer las 
acciones correctivas necesarias;

30.5. Remitir el informe de auditoría externa a la 
Superintendencia de Bancos, en un término no 
mayor de ocho (8) días de celebrada la reunión 
de la asamblea general ordinaria de partícipes o 
representantes, documento que estará a disposición 
de los partícipes del fondo;

30.6. Designar a los responsables de los comités de 
riesgos, de inversiones, de auditoría, de prestaciones, 
de ética, quienes iniciarán funciones luego de su 
califi cación en la Superintendencia de Bancos, 
conforme lo dispuesto en el estatuto;

30.7. Nombrar y remover al representante legal; además 
de determinar su remuneración;

30.8. Solicitar informes al representante legal cuando lo 
considere necesario;

30.9. Presentar a la asamblea general la terna de personas 
naturales o jurídicas califi cadas previamente por la 
Superintendencia de Bancos para la designación del 
auditor externo y actuario, de ser el caso;

30.10. Mantener un sistema de información para que los 
partícipes puedan conocer el estado de sus cuentas, 
los estados fi nancieros del fondo, la composición y 
valoración de las inversiones y demás información 
que establezca el código de gobierno corporativo;

30.11. Proponer a la asamblea los reglamentos para el pago 
de las prestaciones, con sujeción a las disposiciones 
legales vigentes, lo establecido en esta norma y 
de acuerdo a las recomendaciones de los estudios 
actuariales, si fuere el caso;

30.12. Aprobar esquemas de dirección, que incluyan 
procedimientos para la administración, gestión y 
control de riesgos;

30.13. Aprobar las inversiones inmobiliarias;

30.14. Presentar anualmente para conocimiento y resolución 
de la asamblea general los estados fi nancieros y el 
informe de labores del consejo de administración;

30.15. Resolver en última instancia sobre reclamos en la 
concesión de prestaciones; y,

30.16. Las demás establecidas en las leyes o reglamentos 
que rijan su funcionamiento, en la presente norma 
así como en el estatuto.
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CAPÍTULO III
Del representante legal

ARTÍCULO 31.- El representante legal no puede ser 
partícipe y será designado mediante un proceso de selección 
o concurso de méritos. En caso de ausencia temporal o 
defi nitiva lo subrogará quien designe la administración 
de conformidad con el estatuto, quien deberá cumplir los 
mismos requisitos exigidos para el titular y contar con 
la califi cación de la Superintendencia de Bancos; si la 
ausencia es defi nitiva, la subrogación durará hasta que sea 
legalmente reemplazado.

La administración del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado comunicará por escrito a la Superintendencia de 
Bancos en el término de ocho (8) días contados desde la 
fecha de su elección, la designación del representante legal 
del fondo.

ARTÍCULO 32.- El representante legal para ser 
posesionado previamente deberá obtener la califi cación de 
la Superintendencia de Bancos.

ARTÍCULO 33.- El Superintendente de Bancos podrá 
declarar la inhabilidad superviniente del representante 
legal del respectivo Fondo Complementario Previsional 
Cerrado, que se encontrare incurso en impedimentos o 
inhabilidades legales o reglamentarias, sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativas, civiles y penales a que 
hubiere lugar. La declaración de inhabilidad superviniente 
causará la inmediata cesación de funciones del representante 
legal y la administración procederá a su remoción.

Si en el término de tres (3) días de producida la remoción, 
no se nombrare representante legal, la Superintendencia de 
Bancos dispondrá su inmediata designación.

ARTÍCULO 34.- Los representantes legales que no 
cumplieren con las disposiciones de esta normativa, 
serán sancionados de acuerdo con la normativa prevista 
para el efecto, sin perjuicio de las responsabilidades 
administrativas, civiles o penales a que hubiere lugar. 

ARTÍCULO 35.- Son atribuciones generales del 
representante legal:

35.1. Representar legal, judicial y extrajudicialmente al 
Fondo Complementario Previsional Cerrado;

35.2. Presentar para aprobación de la administración el 
plan estratégico, el plan operativo y el presupuesto 
del fondo complementario, estos dos últimos hasta 
máximo el 30 de noviembre del año inmediato 
anterior a planifi car;

35.3. Responder por la marcha administrativa, operativa 
y fi nanciera del fondo complementario previsional 
cerrado e informar mensualmente al consejo de 
administración de los resultados de su gestión;

35.4. Presentar anualmente el informe de gestión para 
conocimiento del consejo de administración y a la 
asamblea de partícipes o de representantes, según 
sea el caso, para su aprobación;

35.5. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones emanadas 
de la asamblea general de partícipes o representantes 
y de la administración;

35.6. Contratar, remover y sancionar a los empleados 
del fondo complementario, de acuerdo a la ley y 
políticas que determine la administración y fi jar las 
remuneraciones en función de las políticas aprobadas 
y que constan en el presupuesto de la entidad;

35.7. Suministrar la información que soliciten los 
partícipes respecto de la administración del fondo y 
de sus cuentas individuales;

35.8. Informar a la administración cuando lo requiera 
sobre la situación fi nanciera del fondo, la situación 
de riesgos, del cumplimiento del plan estratégico y 
otros informes que le sean solicitados;

35.9. Poner en conocimiento inmediato del consejo 
de administración toda comunicación de la 
Superintendencia de Bancos que contenga 
observaciones a ser cumplidas, dejando constancia 
de ello en el acta de la sesión respectiva, en la 
que además constará la resolución adoptada por el 
consejo de administración; 

35.10. Mantener los controles y procedimientos adecuados 
para asegurar el control interno; y,

35.11. Las demás establecidas en la ley, por la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera, la 
Superintendencia de Bancos, en la presente norma y 
en el estatuto.

Cada vez que se produzcan cambios en la nómina de 
integrantes del consejo de administración, el representante 
legal o quien haga sus veces, deberá remitir a la 
Superintendencia de Bancos, en el término de ocho (8) días, 
una certifi cación con la lista de la nueva integración.

CAPÍTULO IV
Del comité de auditoría

ARTÍCULO 36.- El comité de auditoría es el órgano de 
consulta del consejo de administración para asegurar un 
apoyo efi caz del sistema de control interno del fondo y la 
gestión de sus administradores.

Deberá estar conformado por al menos tres miembros; uno 
de ellos designado de entre los miembros del consejo de 
administración y, dos de ellos elegidos por este organismo 
colegiado de fuera de su seno. Al menos uno de los 
miembros seleccionados por el consejo de administración 
deberá ser profesional experto en fi nanzas, tener adecuados 
conocimientos en auditoria y estar capacitado para poder 
interpretar estados fi nancieros.

ARTÍCULO 37.- Son funciones del comité de auditoría:

37.1. Informarse sobre el adecuado funcionamiento de 
los sistemas de control interno, entendiéndose como 
tales, los controles operacionales y fi nancieros 
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establecidos, para dar transparencia a la gestión de 
la administración y buscar desalentar irregularidades 
que podrían presentarse en los diferentes niveles de 
gobierno;

37.2. Asegurarse de la existencia de sistemas adecuados 
que garanticen que la información fi nanciera sea 
fi dedigna y oportuna;

37.3. Velar porque los auditores externos cuenten con los 
recursos necesarios para ejecutar sus labores;

37.4. Conocer y analizar los términos de los contratos 
de auditoría externa y la sufi ciencia de los planes 
y procedimientos pertinentes, en concordancia 
con las disposiciones generales impartidas por la 
Superintendencia de Bancos; y, analizar los informes 
de los auditores externos y poner tales análisis en 
conocimiento del consejo de administración;

37.5. Conocer y analizar las observaciones y 
recomendaciones del auditor externo y de la 
Superintendencia de Bancos sobre las debilidades 
de control interno, así como las acciones correctivas 
implementadas por el representante legal, tendientes 
a superar tales debilidades;

37.6. Emitir criterio respecto a los desacuerdos que puedan 
suscitarse entre el representante legal y el auditor 
externo y que sean puestos en su conocimiento; 
solicitar las explicaciones necesarias para determinar 
la razonabilidad de los ajustes propuestos por los 
auditores; y, poner en conocimiento del consejo de 
administración;

37.7. Analizar e informar al consejo de administración 
sobre los cambios contables relevantes que afecten 
a la situación fi nanciera del fondo;

37.8. Conocer y analizar confl ictos de interés que pudieren 
contrariar principios de control interno e informar al 
consejo de administración; y,

37.9. Requerir a los auditores externos revisiones 
específi cas sobre situaciones que a criterio del 
comité sean necesarias; o, que exija el consejo de 
administración.

CAPÍTULO V
Del comité de riesgos

ARTÍCULO 38.- El comité de riesgos es el órgano 
responsable de proponer al consejo de administración, los 
objetivos, políticas, procedimientos y acciones tendientes a 
identifi car, medir, analizar, monitorear, controlar, informar 
y revelar los riesgos a los que puedan estar expuestos 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, y 
principalmente los riesgos de inversión, liquidez, de crédito 
y operativos.

Deberá estar integrado al menos con un vocal del consejo 
de administración, el representante legal del fondo y el 
responsable del área de riesgos. Este comité reportará al 
consejo de administración.

ARTÍCULO 39.- Son funciones del comité de riesgos:

39.1. Proponer al consejo de administración, para su 
aprobación, las metodologías para identifi car, medir 
y monitorear los riesgos de inversión y de crédito;

39.2. Proponer al consejo de administración para su 
aprobación, los límites de inversiones;

39.3. Velar por el cumplimiento de los límites de inversión 
e informar al consejo de administración, si detectare 
excesos en los límites de inversión; y,

39.4. Las demás que establezca el estatuto.

CAPÍTULO VI
Del comité de inversiones

ARTÍCULO 40.- El comité de inversiones es el órgano 
responsable de la ejecución de las inversiones de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados, de acuerdo con 
las políticas aprobadas por el consejo de administración; 
así mismo, le corresponde velar porque las operaciones 
de crédito que se otorgan a los partícipes de los fondos, se 
sujeten a las políticas y procedimientos aprobados por el 
consejo de administración.

Deberá estar integrado al menos con un vocal del consejo 
de administración, el representante legal del fondo y el 
responsable del área de inversiones. 

Este comité reportará al consejo de administración. 

ARTÍCULO 41.- Son funciones del comité de inversiones: 

41.1. Invertir los recursos administrados en la forma, 
condiciones y límites propuestos por el comité de 
riesgos y aprobados por el consejo de administración;

41.2. Velar por la adecuada seguridad, rentabilidad y 
liquidez de las inversiones del fondo que administra;

41.3. Velar por la recuperación oportuna de los 
rendimientos fi nancieros generados en las 
inversiones realizadas con los recursos de los fondos 
que administra así como los provenientes de las 
operaciones de crédito a los partícipes;

41.4. Elaborar la metodología de distribución periódica de 
los rendimientos, a favor de los partícipes; y,

41.5. Las demás que establezca el estatuto. 

CAPÍTULO VII
Del comité de prestaciones

ARTÍCULO 42.- Para atender las prestaciones entregadas 
por los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, 
el consejo de administración conformará el comité de 
prestaciones, el cual estará integrado con al menos un 
representante del consejo de administración, el representante 
legal del fondo y un responsable de prestaciones. 
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ARTÍCULO 43.- Son funciones del comité de prestaciones: 

43.1. Califi car a los benefi ciarios con derecho a 
prestaciones según los requisitos establecidos en 
esta norma, el estatuto y reglamentos internos;

43.2. Analizar y aprobar las prestaciones que 
correspondan;

43.3. Mantener un registro cronológico de la historia 
laboral de los partícipes y los benefi ciarios, así como 
de las prestaciones entregadas;

43.4. Aprobar la devolución de los valores aportados de 
conformidad con el marco legal aplicable, el estatuto 
y reglamentos internos; y,

43.5. Las demás que establezca el estatuto. 

CAPÍTULO VIII
Del comité de ética

ARTÍCULO 44.- El comité de ética es el órgano encargado 
de velar por el cumplimiento del Código de Ética que debe 
contener, entre otros aspectos, valores y principios éticos 
que afi ancen las relaciones con los directivos, afi liados, 
partícipes, empleados, proveedores de productos o 
servicios y con la sociedad; de tal manera que se promueva 
el cumplimiento de los principios de responsabilidad 
social, tales como: cumplimiento de la ley, respeto a las 
preferencias de los grupos de interés, transparencia y 
rendición de cuentas.

Estará conformado por lo menos con un representante 
del consejo de administración y uno de los empleados del 
Fondo Complementario Previsional Cerrado, cuidando 
la equidad entre las partes. El funcionario encargado de 
la administración de recursos o talento humano será el 
encargado de la secretaría del comité. 

ARTÍCULO 45.- Los responsables de las áreas de 
riesgos e inversiones deberán tener el mismo nivel 
jerárquico e independencia entre ellos y reportarán al 
presidente, representante legal y/o vocales del consejo de 
administración. 

ARTÍCULO 46.- Los representantes legales, integrantes 
del consejo de administración, de los comités de inversiones, 
de riesgos, de prestaciones, de auditoría y los demás 
comités creados serán califi cados por la Superintendencia 
de Bancos, en cuanto a su condición legal, idoneidad y 
técnica, en forma previa a su posesión, de acuerdo a las 
normas expedidas para el efecto.

ARTÍCULO 47.- El Superintendente de Bancos podrá 
declarar la inhabilidad superviniente de los vocales del 
consejo de administración, vocales del comité de riesgos, 
vocales del comité de ética, del comité de inversiones, 
del comité de prestaciones, del comité de auditoría, de los 
representantes legales de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, que se encontraren incursos en 

impedimentos o inhabilidades legales o reglamentarias, sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles o 
penales a que hubiere lugar. Esta declaración de inhabilidad 
superviniente causará la inmediata cesación de funciones y 
la administración procederá a su remoción.

Si en el término de tres (3) días de producida la remoción, 
no se convoca al organismo competente para la designación 
de los funcionarios removidos, la Superintendencia de 
Bancos procederá a convocar al organismo competente para 
la designación de los nuevos funcionarios. 

ARTÍCULO 48.- Los vocales del consejo de administración, 
y los vocales del comité de riesgos, vocales del comité de 
ética, del comité de inversiones, del comité de prestaciones, 
del comité de auditoría, así como los representantes legales 
que no cumplieren con las disposiciones de esta norma, 
serán sancionados, sin perjuicio de las responsabilidades 
administrativas, civiles o penales a que hubiere lugar.

TÍTULO V
DE LAS PRESTACIONES Y APORTES

CAPÍTULO I
De las prestaciones

ARTÍCULO 49.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados podrán conceder a sus partícipes las 
siguientes prestaciones:

49.1. Jubilación;

49.2. Cesantía; y,

49.3. Jubilación y cesantía.

Adicionalmente, podrán contratar servicios para sus 
partícipes, tal es el caso de seguros de salud, seguros de 
vida, seguros de educación, con empresas de seguros 
legalmente constituidas, así como otro tipo de servicios 
como el de mortuoria, u otros relacionados con el ahorro 
previsional. El costo de estos servicios no puede afectar la 
cuenta individual, por lo que, el Fondo Complementario 
Previsional Cerrado no podrá utilizar los recursos de la 
misma para solventar dichos benefi cios.

ARTÍCULO 50.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados que otorgan las prestaciones de 
cesantía y/o jubilación, deben regirse por los siguientes 
principios básicos:

50.1. Mantener en forma separada la contabilidad, según 
la naturaleza de las  prestaciones;

50.2. Las aportaciones destinadas al fi nanciamiento 
de una prestación no pueden ser destinadas al 
fi nanciamiento de otra; y,

50.3. Para la liquidación de las prestaciones debe 
verifi carse el cumplimiento de las condiciones y 
requisitos de acceso a cada prestación en forma 
individual.
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CAPÍTULO II
DE LOS APORTES

ARTÍCULO 51.- Por el origen de los recursos los aportes 
se pueden clasifi car en:

51.1. Aporte personal: Es la cotización sobre los 
ingresos que estatutaria o reglamentariamente tiene 
establecido el fondo para los partícipes;

51.2. Aporte adicional: Es aquel que el partícipe efectúa 
voluntariamente en adición al aporte personal con el 
objetivo de incrementar su cuenta individual; y,

51.3. Aportes patronales: Constituyen los valores 
que voluntariamente de acuerdo a los términos 
acordados las instituciones o empresas públicas o 
privadas, entregaron o entregan por cuenta de sus 
funcionarios o empleados al Fondo Complementario 
Previsional Cerrado para que sean acreditados a las 
cuentas individuales de sus partícipes.

TÍTULO VI
RÉGIMEN DE ADMINISTRACIÓN DE 

CAPITALIZACIÓN INDIVIDUAL

CAPÍTULO I
De las cuentas individuales

ARTÍCULO 52.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados se administran bajo el régimen de 
capitalización individual, en el que el saldo a favor de cada 
partícipe se lleva en un registro contable individualizado, 
en el que consten claramente identifi cados los aportes 
personales, patronales, adicionales, así como sus 
respectivos rendimientos; y, en general cualquier hecho 
contable o movimiento que afecte a los recursos de dicha 
cuenta individual.

ARTÍCULO 53.- La cuenta individual de cada partícipe 
se encuentra constituida por el aporte personal y sus 
rendimientos; el aporte adicional, de ser el caso y sus 
rendimientos; y, el aporte patronal y sus rendimientos, de 
ser el caso los cuales constituyen un pasivo del patrimonio 
autónomo de los fondos.

Queda expresamente prohibido garantizar rendimientos.

El resultado anual que genere la administración de los 
Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, de 
acuerdo a las políticas de administración e inversión, será 
distribuido proporcionalmente a cada cuenta individual de 
los partícipes, en función de lo acumulado y de la fecha de 
aportación.

ARTÍCULO 54.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados deberán implementar un sistema 
que por lo menos garantice información trimestral y 
oportuna a los partícipes, sobre su cuenta individual que 
refl eje aportes, rendimientos y otros.

CAPÍTULO II
Liquidación de la cuenta individual

ARTÍCULO 55.- La liquidación de la cuenta individual 
de un Fondo Complementario Previsional Cerrado de 
Cesantía se da cuando un partícipe termine su relación 
laboral con la institución pública, privada o mixta, bajo 
la que se constituyó el ente previsional y se cumplan las 
condiciones previstas en la presente norma. En este caso, 
se le entregará el saldo de su cuenta individual, debiendo 
efectuarse previamente las deducciones que correspondan.

En el caso de que el partícipe voluntariamente decida 
separarse del Fondo Complementario Previsional Cerrado 
pero continúe su relación laboral con el mismo patrono, el 
Fondo Complementario Previsional Cerrado de Cesantía 
deberá prever en sus estatutos, o en su caso el BIESS como 
administrador, el número máximo de partícipes que se 
pueden desafi liar cada año, el tiempo y/o monto mínimos 
de permanencia y acumulación, considerando los efectos en 
los requerimientos de liquidez. La devolución de los aportes 
personales y sus respectivos rendimientos, se realizará 
gradualmente y no podrán superar el cincuenta por ciento 
(50%) del monto registrado como aportes personales.

El remanente de los aportes personales más los aportes 
patronales se mantendrán en una cuenta diferenciada, en la 
cual se acumularán los rendimientos hasta la fecha en que 
acredite la condición de cesante, momento en el cual serán 
entregados al benefi ciario en su totalidad.

ARTÍCULO 56.- La cuenta individual de un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado de Jubilación se 
liquida cuando se cumplan las condiciones previstas en la 
Ley de Seguridad Social y en la normativa vigente para 
acogerse a la jubilación. 

En el caso de que el partícipe se desafi lie del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, pero continúe 
su relación laboral con el mismo patrono, los entes 
previsionales de jubilación deberán prever en sus estatutos, 
o en su caso el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social como administrador, el número máximo de partícipes 
que se pueden desafi liar cada año, el tiempo y/o monto 
mínimos de permanencia y acumulación, considerando los 
efectos en los requerimientos de liquidez. La devolución de 
los aportes personales y sus respectivos rendimientos, se 
realizará gradualmente y no podrán superar el cincuenta por 
ciento (50%) del monto registrado como aportes personales 
y rendimientos. 

El remanente de los aportes personales más los aportes 
patronales se mantendrán en una cuenta diferenciada, en 
la cual se acumularán los rendimientos hasta la fecha en 
que se cumpliere la condición de jubilado, según lo previsto 
en la Ley de Seguridad Social y en la normativa vigente, 
momento en el cual serán entregados al benefi ciario en su 
totalidad.

En el caso de terminación de la relación laboral, sin haber 
cumplido los requisitos contemplados en la ley y sus estatutos 
para acceder a la jubilación, los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados entregarán al partícipe la totalidad 
de los aportes personales y sus respectivos rendimientos. 
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Los aportes patronales le serán entregados al partícipe, 
afectados con un descuento que no podrá superar el cincuenta 
por ciento (50%) de los aportes patronales registrados a su 
favor, al momento de producirse la desvinculación laboral. 
El saldo remanente de los aportes patronales por cobrar al 
fondo deberá registrarse en una cuenta diferenciada, en la 
cual se acumularán los rendimientos hasta la fecha en que 
se cumpliere la condición de jubilado, según lo previsto 
en la Ley de Seguridad Social y en la normativa vigente, 
momento en el cual serán entregados al benefi ciario en su 
totalidad.

ARTÍCULO 57.- En el caso de fallecimiento del partícipe, 
tendrán derecho a la liquidación de la cuenta individual los 
herederos.

ARTÍCULO 58.- Los saldos de la cuenta individual 
de aquellos partícipes que se desafi lian del fondo, se 
registrarán en una cuenta diferenciada y continuarán 
generando rendimientos, los mismos que serán entregados 
al benefi ciario en su totalidad, cuando se cumplan las 
condiciones establecidas en los artículos precedentes.

ARTÍCULO 59.- La liquidación del aporte adicional tendrá 
el mismo tratamiento que los aportes personales en cuanto 
a su devolución o liquidación, ya sea en la prestación de 
cesantía o de jubilación.

ARTÍCULO 60.- Los recursos de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados serán destinados 
exclusivamente para el pago de las prestaciones para las 
cuales fueron constituidos.

TÍTULO VII
DE LAS INVERSIONES

CAPÍTULO I
Principios

ARTÍCULO 61.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados realizarán inversiones privativas 
y no privativas, observando los principios de efi ciencia, 
transparencia, seguridad, oportunidad, liquidez, 
diversifi cación y rentabilidad, con sujeción a la normativa 
expedida por la Junta de Política y Regulación Monetaria y 
Financiera, y al control de la Superintendencia de Bancos.

ARTÍCULO 62.- Las inversiones se realizarán en 
instrumentos de corto, mediano y largo plazo, de acuerdo 
a las condiciones de mercado, liquidez y a la entrega de sus 
prestaciones.

ARTÍCULO 63.- Los plazos a los que se invertirán serán 
los siguientes: 

63.1. Corto plazo: Hasta tres (3) años;

63.2. Mediano plazo: De tres (3) a cinco (5) años; y,

63.3. Largo plazo: Más de cinco (5) años. 

ARTÍCULO 64.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados realizarán las inversiones de los 
recursos previsionales, analizando las alternativas de 
inversión que conozca, con base en los informes de los 
comités de inversiones, de riesgos y otros que requiera, 
cuyas decisiones constarán en las actas correspondientes.

ARTÍCULO 65.-  Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados no pueden realizar inversiones fuera 
del territorio ecuatoriano.

ARTÍCULO 66.- Los créditos otorgados por los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados se recaudarán 
en dividendos mensuales de acuerdo con la tabla de 
amortización suscrita por el deudor y el garante.

CAPÍTULO II
Clasifi cación

ARTÍCULO 67.- Las inversiones se clasifi can en: 

67.1. Inversiones privativas: Préstamos hipotecarios, 
préstamos quirografarios y préstamos prendarios;

67.2. Inversiones no privativas: Títulos de renta fi ja; 
títulos de renta variable, valores que se emitan 
como consecuencia de procesos de titularización, 
fi deicomisos mercantiles e instrumentos que 
se negocien en el mercado de valores nacional, 
cuyo benefi ciario sea el Fondo Complementario 
Previsional Cerrado; y,

67.3. Inversiones en proyectos inmobiliarios: Adquisición, 
conservación, construcción y enajenación de bienes 
inmuebles.

ARTÍCULO 68.- No podrán ser sujetos de crédito, quienes 
no sean partícipes del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado.

CAPÍTULO III
Políticas

ARTÍCULO 69.- Los límites, políticas, objetivos y el 
presupuesto general de inversiones no privativas serán 
aprobados por la administración.

ARTÍCULO 70.- El valor total del portafolio se determinará 
por la suma de las inversiones privativas, las inversiones no 
privativas y las inversiones en proyectos inmobiliarios. 

ARTÍCULO 71.- El representante legal de cada Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, deberá mantener 
un expediente completo de cada operación de crédito, 
con documentos habilitantes, así como el título de crédito 
correctamente lleno y suscrito, contrato o hipoteca según 
sea el caso.

ARTÍCULO 72.- En todas las operaciones de crédito, 
se deberá efectuar el análisis de la capacidad de pago del 
partícipe y del garante de ser el caso.
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CAPÍTULO IV
De los préstamos hipotecarios

ARTÍCULO 73.- Los préstamos hipotecarios son aquellos 
otorgados a los partícipes con garantía hipotecaria. 

ARTÍCULO 74.- El informe y avalúo del bien a hipotecarse 
será realizado por el profesional, perito califi cado por la 
Superintendencia de Bancos. El costo del informe y avalúo 
lo asumirá el partícipe.

ARTÍCULO 75.- El monto del préstamo hipotecario 
dependerá de la capacidad de pago del partícipe, deben 
contar como fuente de pago el ingreso neto mensual de 
la remuneración, sueldo o salario, los ingresos brutos 
mensuales del núcleo familiar, obtenidos de fuentes 
estables, como sueldos, salarios, remesas, honorarios o 
rentas promedios, menos los gastos familiares estimados 
mensuales. 

ARTÍCULO 76.- El plazo máximo para la cancelación del 
préstamo con garantía hipotecaria será de hasta veinte y 
cinco (25) años, siempre que la sumatoria de la edad del 
partícipe y el número de años del crédito hipotecario no 
supere los setenta y cinco (75) años de edad del partícipe.

ARTÍCULO 77.- Las tasas e impuestos vigentes para 
operaciones de crédito serán de cargo del solicitante.

ARTÍCULO 78.- El préstamo concedido al partícipe se 
garantiza con la primera hipoteca del predio o inmueble a 
favor del Fondo Complementario Previsional Cerrado.

ARTÍCULO 79.- El deudor deberá contratar un seguro de 
acuerdo con la ley, con cobertura de incendio y terremoto a 
favor del Fondo Complementario Previsional Cerrado, que 
ampare el inmueble otorgado en garantía hipotecaria. Las 
primas de este seguro serán pagadas por el partícipe deudor.

CAPÍTULO V
De los préstamos quirografarios

ARTÍCULO 80.- Los préstamos quirografarios son 
aquellos otorgados a los partícipes y jubilados que reciben 
pensión mensual del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado que deben contar como fuente de pago el ingreso 
neto mensual de su remuneración, sueldo, salario o pensión. 

ARTÍCULO 81.- El monto de todos los créditos 
quirografarios otorgados a un partícipe no podrá ser mayor 
al saldo de la cuenta individual.

En el caso que el crédito solicitado supere el valor de la 
cuenta individual, este deberá contar con un garante que 
también deberá ser partícipe.

El monto de la garantía otorgada será imputable a la 
capacidad de endeudamiento del partícipe garante y se 
deducirá proporcionalmente de acuerdo al pago del crédito.

ARTÍCULO 82.- El plazo máximo para la cancelación del 
préstamo quirografario será de siete (7) años, siempre que 
la sumatoria de la edad del partícipe y el número de años del 

crédito quirografario no supere los setenta y cinco (75) años 
de edad del partícipe.

ARTÍCULO 83.- En toda novación de créditos deberá 
realizarse un nuevo análisis de la capacidad de pago del 
deudor y endeudamiento de los partícipes deudor y garante 
de ser el caso, con apego a las disposiciones normativas 
vigentes.

CAPÍTULO VI
De los préstamos prendarios

ARTÍCULO 84.- Los préstamos prendarios son aquellos en 
que se entrega en prenda un bien tangible, que se establece 
como garantía a cambio de un crédito, que se instrumentará 
a través de un contrato conforme a la ley. 

ARTÍCULO 85.- El plazo máximo para la cancelación del 
préstamo prendario no podrá exceder de cuarenta y ocho 
(48) meses.

CAPÍTULO VII
Inversiones no privativas

ARTÍCULO 86.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, podrán realizar inversiones no 
privativas y colocaciones de sus recursos en las entidades 
fi nancieras de los sectores público, privado, y popular y 
solidario; y, en el mercado de valores, con el objetivo de 
alcanzar una adecuada diversifi cación de los portafolios 
y compatibilidad de plazos, en función de un adecuado 
análisis de riesgos.

CAPÍTULO VIII
Inversiones en proyectos inmobiliarios

ARTÍCULO  87.-  Las inversiones en proyectos inmobi-
liarios deberán destinarse a la construcción o desarrollo 
de programas de vivienda destinadas exclusivamente a los 
partícipes de los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados en condiciones preferenciales que aseguren la 
recuperación del monto invertido en términos de costo - 
benefi cio, a fi n de contribuir a que los partícipes accedan a 
una vivienda propia, adecuada y digna.

El monto del préstamo estará en relación directa con el 
valor del bien inmueble hipotecado y su cuantía no excederá 
al ochenta por ciento (80%) del avalúo del bien inmueble 
a hipotecarse. El informe y avalúo será realizado por el 
profesional especializado califi cado por la Superintendencia 
de Bancos. 

CAPÍTULO IX
Del seguro de desgravamen

ARTÍCULO 88.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, para otorgar los créditos 
establecidos en la presente norma, contratarán el seguro 
de desgravamen con una o más empresas de seguros 
establecidas en el Ecuador legalmente autorizadas.
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Los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados 
recaudarán el valor de la prima a los partícipes, sin costo 
ni recargos y transferirán a la empresa de seguro a cargo de 
la cobertura.

TÍTULO VIII
DE LA FUSIÓN Y ESCISIÓN

CAPÍTULO I
Tipos de fusión y escisión

ARTÍCULO 89.- La fusión por unión, opera cuando dos 
o más Fondos Complementarios Previsionales Cerrados se 
unen para formar uno nuevo que les sucede en sus derechos 
y obligaciones. 

ARTÍCULO 90.- Fusión por absorción, procede cuando 
uno o más Fondos Complementarios Previsionales Cerrados 
son absorbidos por otro que continúa subsistiendo.

ARTÍCULO 91.- Escisión: Es la división de un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado en uno o más fondos.

CAPÍTULO II
Procedimiento

ARTÍCULO 92.- En los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados la administración de cada uno de 
entes previsionales que sugieran fusionarse con otro u 
otros, pondrán en consideración de la asamblea general de 
partícipes o representantes para su aprobación el proyecto 
de fusión.

ARTÍCULO 93.- Aprobado el proyecto de fusión por los 
dos tercios de la asamblea general del total de partícipes 
o de representantes, las respectivos administraciones 
designarán al representante legal de cada uno de los 
Fondos Complementarios Previsionales Cerrados que 
proyecten fusionarse o un representante único designado 
al efecto por cada uno de ellos para que, comunique y 
solicite la correspondiente autorización de fusión a la 
Superintendencia de Bancos, en el término de treinta (30) 
días de aprobado el proyecto de fusión.

A dicha comunicación deberá adjuntarse copia certifi cada 
de las actas de las asambleas generales de partícipes en las 
que se apruebe el mencionado proyecto de fusión. 

ARTÍCULO 94.- A la precitada solicitud, se adjuntará lo 
siguiente:

94.1. Copia certifi cada por el secretario de la asamblea 
general de partícipes o representantes o por el 
representante legal de cada uno de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados 
intervinientes en la fusión, de las actas de las 
asambleas generales de partícipes o de representantes 
que la apruebe, así como el proyecto de fusión 
aprobado;

94.2. Estados fi nancieros auditados del último ejercicio de 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados 
participantes. Aquellos que se hubiesen constituido 

en el mismo ejercicio en que se acuerda la fusión, 
deberán presentar un balance auditado cerrado al 
último día del mes previo al de la aprobación del 
proyecto de fusión;

94.3. Minuta de fusión de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados;

94.4. Estudio actuarial económico-fi nanciero, el que debe 
contener la información mínima requerida por la 
Superintendencia de Bancos del Ecuador; y,

94.5. Toda otra información que se considere relevante.

ARTÍCULO 95.- Luego de presentada la solicitud de 
autorización de fusión, siempre que la Superintendencia 
de Bancos se encuentre conforme con la documentación 
adjunta a dicha solicitud, dispondrá la publicación de un 
extracto en un diario de mayor circulación nacional.

Cualquier persona que tuviere interés, podrá formular 
objeción fundamentada a dicha fusión o a cualquier 
otro aspecto de la misma, en el término de diez (10) 
días calendario contado a partir de la fecha de la última 
publicación. La Superintendencia de Bancos correrá 
traslado de las objeciones formuladas, para que éstas sean 
absueltas por los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados intervinientes en el proceso de fusión, en el 
término improrrogable de ocho (8) días de recibidas las 
mismas. 

ARTÍCULO 96.- El procedimiento para la fusión y 
escisión será el establecido en la Ley de Compañías, en lo 
que sea aplicable. 

ARTÍCULO 97.- El Fondo Complementario Previsional 
Cerrado incorporante o el Fondo Complementario 
Previsional Cerrado absorbente, según el caso, asumirá 
toda y cualquier obligación que haya correspondido, 
directa o indirectamente, a los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados incorporados o absorbidos, 
incluyendo aquellas obligaciones respecto al fondo que 
administraban y de sus afi liados activos y pasivos.

ARTÍCULO 98.- La Superintendencia de Bancos podrá 
requerir a los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados involucrados en un proceso de fusión información 
adicional o aclaratoria respecto a la solicitud de autorización 
de fusión. En tanto dicha información no sea proporcionada 
a la Superintendencia de Bancos, se suspenderá el 
procedimiento establecido en la presente norma. 

TÍTULO IX
DISOLUCIÓN VOLUNTARIA Y LIQUIDACIÓN DE 

OFICIO

CAPÍTULO I
De la disolución voluntaria

ARTÍCULO 99.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados podrán disolverse voluntariamente 
por acuerdo de sus partícipes, de conformidad con el 
procedimiento previsto en esta norma. 
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ARTÍCULO 100.- Para que sea efectiva la decisión de 
disolución voluntaria, será necesaria una resolución de 
la asamblea general de partícipes o de representantes, 
adoptada por al menos las dos terceras partes del total de 
dicha asamblea general. En dicha resolución se indicará 
claramente la decisión de disolverse voluntariamente.

ARTÍCULO 101.- La resolución de la asamblea general se 
pondrá en conocimiento de la Superintendencia de Bancos 
en el término de quince (15) días, acompañando para ello 
los siguientes documentos:

101.1. Estatuto de constitución;

101.2. Copia certifi cada del acta de asamblea general de 
partícipes o representantes que conoció y aprobó la 
disolución del fondo;

101.3. Estados fi nancieros con corte al mes en que se 
solicita la disolución;

101.4. Estado de la situación de la cuenta individualizada 
de cada partícipe, en la cual se incluirá la fecha de 
ingreso al fondo, monto aportado y una liquidación 
de los rendimientos que le corresponde en función 
de los aportes realizados a la fecha;

101.5. Estado de la situación de liquidez del fondo;

101.6. Detalle del procedimiento que se aplicará, tanto para 
la liquidación de las inversiones en curso, como 
para la devolución de los aportes de cada uno de los 
partícipes;

101.7. Cronograma de pagos de las obligaciones del fondo 
y de la devolución de los aportes de los partícipes;

101.8. Certifi cación de que el fondo a la fecha no mantiene 
pendiente obligaciones con terceros o que su pago 
esté debidamente garantizado;

101.9. Provisiones creadas para cubrir las obligaciones 
laborales, respecto del personal contratado en el 
fondo;

101.10. Declaración juramentada de los 
administradores, sobre la veracidad de los estados 
fi nancieros; y,

101.11. Nombre del liquidador sugerido, para 
aprobación de la Superintendencia de  Bancos, 
pudiendo el ente de control designar directamente al 
liquidador, quien responderá por los actos ejecutados 
en el ejercicio de sus funciones. 

ARTÍCULO 102.- La Superintendencia de Bancos 
verifi cará la información enviada y emitirá un informe al 
respecto de la misma.

ARTÍCULO 103.- La Superintendencia de Bancos negará 
la disolución voluntaria, cuando se presente alguna de las 
siguientes circunstancias:

103.1. Si existe causal de liquidación de ofi cio;

103.2. Si la entidad a disolverse no prueba a satisfacción 
de la Superintendencia de Bancos, que todas las 
obligaciones con terceros han quedado extinguidas 
o que su pago esté debidamente garantizado;

103.3. Si se determina que el proceso de disolución 
voluntaria fue adoptado para eludir el cumplimiento 
de los requisitos de acceso a las prestaciones 
previsionales, establecidos en la Ley de Seguridad 
Social y en la normativa vigente; y,

103.4. Si no presenta el haber patrimonial individual que 
reúna la historia laboral de los partícipes en cuentas 
individuales. 

ARTÍCULO 104.- Cuando una tercera parte del total de 
partícipes del fondo no esté de acuerdo con la disolución 
voluntaria del mismo y es su deseo continuar aportando 
al fondo, con el objeto de llegar a obtener las prestaciones 
que están dentro de la fi nalidad del ente; podrá escindirse 
el fondo y crear uno nuevo, ya sea antes de la liquidación o 
dentro del proceso de liquidación del mismo.

CAPÍTULO II
De la liquidación de ofi cio

ARTÍCULO 105.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados registrados en la Superintendencia 
de Bancos, se liquidarán de ofi cio cuando se comprueben 
las siguientes causales:

105.1. Por imposibilidad manifi esta de cumplir con el 
objeto social;

105.2. Por incumplimiento en la presentación de los estados 
fi nancieros durante seis (6) meses;

105.3. Por inobservancia o violación de la ley, la normativa 
expedida por la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera, de sus reglamentos o de los 
estatutos del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado, así como las instrucciones o disposiciones 
emitidas por la Superintendencia de Bancos, que 
atenten contra su normal funcionamiento o causen 
graves perjuicios a los intereses de los partícipes o 
de terceros;

105.4. Por cualquier otra causa determinada en el 
ordenamiento jurídico vigente; y,

105.5. Las demás que la Superintendencia de Bancos 
establezca dentro de un proceso de auditoría. 

ARTÍCULO 106.- Cuando el Superintendente de Bancos 
ordene la liquidación, en la misma resolución designará 
un liquidador, quien responderá civil, administrativa y 
penalmente por los actos ejecutados en el ejercicio de sus 
funciones. 
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CAPÍTULO III
Del liquidador

ARTÍCULO 107.- Son funciones del liquidador de un 
Fondo Complementario Previsional Cerrado:

107.1. Representar al fondo tanto judicial como 
extrajudicialmente, para los fi nes de la liquidación;

107.2. Suscribir, conjuntamente con el o los 
administradores, el inventario y el balance inicial 
de la liquidación del fondo al tiempo de comenzar 
sus funciones, con la presencia de un auditor de la 
Superintendencia de Bancos, quien actuará como 
observador;

107.3. Elaborar y presentar el presupuesto de gastos 
de liquidación para la aprobación de la 
Superintendencia de Bancos;

107.4. Realizar las acciones tendientes a precautelar los 
activos del fondo;

107.5. Realizar las operaciones pendientes y las que sean 
necesarias para la liquidación del fondo;

107.6. Recibir, llevar y custodiar los libros y 
correspondencia del Fondo Complementario 
Previsional Cerrado en liquidación y velar por la 
integridad de su patrimonio;

107.7. Solicitar al Superintendente de Bancos que emita 
la disposición para que las instituciones del sistema 
fi nanciero sujetas a su control no hagan operaciones 
o celebren contrato alguno, ni paguen cheques 
girados contra las cuentas del fondo en liquidación, 
si no llevan la fi rma del liquidador, que para el 
efecto será registrada en dichas instituciones;

107.8. Exigir informes de la administración a los ex 
representantes legales y a cualquier otra persona 
que ha manejado recursos del fondo;

107.9. Enajenar los bienes del fondo con sujeción a las 
normas que para este efecto dictará la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera;

107.10. Compensar y cobrar el importe de los créditos del 
fondo y los saldos adeudados por los partícipes 
otorgando los correspondientes recibos o fi niquitos;

107.11. Presentar mensualmente a la Superintendencia de 
Bancos los estados fi nancieros de liquidación;

107.12. Pagar a los acreedores, observando el siguiente 
orden de prelación de créditos:

a) Los que se adeuden a los trabajadores por 
remuneraciones, indemnizaciones, fondos 
de reserva y pensiones jubilares con cargo 
al empleador, hasta por el monto de las 
liquidaciones que se practiquen en los términos 

de la legislación que es ampare, y las obligaciones 
para con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social derivadas de las relaciones laborales;

b) Los que se adeuden a los partícipes del 
Fondo Complementario Previsional Cerrado, 
por concepto de aportes patronales, aportes 
personales y aportes adicionales, así como sus 
rendimientos, legalmente acreditados en las 
respectivas cuentas individuales;

c) Los que se adeuden por concepto de impuestos, 
tasas y contribuciones; y,

d) Otros pasivos, de acuerdo al orden y la forma 
determinados en el Código Civil.

107.13. Informar trimestralmente a la Superintendencia de 
Bancos sobre el estado y avance de la liquidación;

107.14. Formular el balance anual y una memoria sobre 
el desarrollo de la liquidación y presentarlo a la 
Superintendencia de Bancos;

107.15. Rendir al fi nal de la liquidación, cuenta detallada 
de su administración a los partícipes, a la 
Superintendencia de Bancos;

107.16. Elaborar el balance fi nal de liquidación o suscribir 
el acta de carencia de los fondos administrados;

107.17. Distribuir entre los partícipes los saldos que consten 
en las cuentas individuales, conforme a lo dispuesto 
en esta normativa; y,

107.18. Las demás en ejercicio de sus funciones, que le sean 
asignadas por el Superintendente de Bancos.

TÍTULO X
DE LA PORTABILIDAD Y TRASLADO 
DE SERVIDORES, TRABAJADORES

 Y PARTÍCIPES

CAPÍTULO I
Procedimiento

ARTÍCULO 108.- Para implementar la portabilidad, tanto 
el Fondo Complementario Previsional Cerrado del que 
se desafi lia el partícipe como aquel en el que ingresa por 
efecto de la movilidad laboral, deberán tener contemplada 
dicha portabilidad en sus estatutos.

La portabilidad es un derecho que tiene el partícipe, a 
través del cual se implementa la posibilidad de adquirir y 
conservar los derechos a la prestación para la cual efectuó 
aportaciones, en caso de movilidad laboral; y, consiste en 
transferir los derechos y obligaciones adquiridos, esto es, el 
saldo de la cuenta individual más rendimientos de un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado a otro, de acuerdo a 
lo previsto en el presente título.

ARTÍCULO 109.- Si un porcentaje no menor al 
cincuenta por ciento (50%) de los partícipes de un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, que sean servidores 
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o trabajadores de una entidad patrono, son trasladados 
a otra entidad patrono, en la cual no existe un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, este continuará 
operando y ofreciendo servicios a los partícipes en la nueva 
entidad patrono, en cuyo caso se procederá al cambio de 
denominación previa reforma estatutaria.

TÍTULO XI
DE LA AUDITORÍA EXTERNA Y DE LA 

AUDITORÍA INTERNA

CAPÍTULO I
Del auditor externo

ARTÍCULO 110.- El auditor externo de cada Fondo 
Complementario Previsional Cerrado deberá tener 
independencia y reportar a la asamblea general de partícipes 
o de representantes y cuando corresponda al Banco del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social en calidad de 
administrador.

En los fondos Tipo I, el auditor externo podrá ser una 
persona natural; y, en los demás fondos el auditor externo 
deberá ser una persona jurídica. Los auditores externos 
en forma previa a su designación deberán contar con la 
califi cación de la Superintendencia de Bancos.

ARTÍCULO 111.- El auditor externo deberá cumplir por lo 
menos las siguientes funciones:

111.1. Auditar los estados fi nancieros del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, así como la 
ejecución del presupuesto;

111.2. Informar a la asamblea general y al Banco 
del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
cuando corresponda, sobre: el cumplimiento del 
presupuesto, de los procesos internos del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado y resoluciones 
de aplicación obligatoria; así como la gestión de los 
vocales del consejo de administración respecto de 
las prestaciones e inversiones;

111.3. Verifi car el cumplimiento de las disposiciones 
legales y las normas emitidas por la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera, y la 
Superintendencia de Bancos; y,

111.4. Remitir a la Superintendencia de Bancos el informe 
de auditoría externa y la respectiva carta de 
gerencia, dentro de los ocho (8) días posteriores a la 
entrega de dichos documentos al fondo y al Banco 
del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
cuando corresponda.

La Superintendencia de Bancos podrá requerir a los auditores 
externos los informes  especiales o extraordinarios que 
considere pertinentes, en cuyo caso señalará el contenido y 
alcance, así como el período a ser cubierto. 

ARTÍCULO 112.- Cuando la Superintendencia de Bancos, 
comprobare que el auditor externo no ha aplicado las 
normas de auditoría o las disposiciones emitidas por el 
propio organismo de control, procederá a sancionar al 

auditor externo conforme lo establecido en la normativa 
vigente aplicable al caso; y, dispondrá que el fondo cambie 
de auditor externo aún antes de la expiración del respectivo 
contrato, sin que por tal decisión haya lugar a reclamación 
alguna por parte de dicho auditor. 

ARTÍCULO 113.- En caso de que los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados remitieran 
los informes de auditoría externa, fuera de los plazos 
establecidos, sin la debida y oportuna justifi cación ante la 
Superintendencia de Bancos, se sujetarán a las sanciones 
previstas en el ordenamiento jurídico vigente.

CAPÍTULO II
Del auditor interno

ARTÍCULO 114.- La auditoría interna es una actividad 
de asesoría independiente y objetiva, diseñada para 
agregar valor y asegurar un adecuado manejo del control 
interno de un Fondo Complementario Previsional Cerrado, 
proporcionando una garantía razonable de que las 
operaciones se realizan de acuerdo con las normas legales, 
estatutarias, reglamentarias y de procedimiento que fueren 
aplicables.

Para ejercer el cargo de auditor interno se requiere estar 
previamente califi cado por la Superintendencia de Bancos 
de conformidad con los requisitos y procedimiento 
establecidos en la normativa específi ca que regule la 
materia.

ARTÍCULO 115.- La Superintendencia de Bancos podrá 
autorizar excepciones sobre la obligatoriedad de la auditoría 
interna para el caso de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados Tipo I, previa petición motivada del 
representante legal.

ARTÍCULO 116.- El auditor interno deberá cumplir, como 
mínimo con las siguientes funciones:

116.1. Vigilar en cualquier tiempo las operaciones de la 
entidad;

116.2. Comprobar la existencia y el adecuado 
funcionamiento de los sistemas de control interno;

116.3. Verifi car si la información que utiliza internamente 
la institución para la toma de decisiones y la 
que reporta a la Superintendencia de Bancos 
es fi dedigna, oportuna y surge de sistemas de 
información y bases de datos institucionales;

116.4. Realizar un seguimiento a las observaciones de 
los informes de auditoría interna anteriores, con el 
propósito de verifi car que la administración haya 
adoptado las recomendaciones u otras medidas para 
superar las defi ciencias informadas;

116.5. Aplicar las pruebas de auditoría necesarias para 
verifi car la razonabilidad de los estados fi nancieros, 
la existencia de respaldos de los registros contables 
y, el cumplimiento de las disposiciones emitidas por 
la Superintendencia de Bancos;
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116.6. Presentar a la Superintendencia de Bancos, al 
representante legal del Fondo Complementario 
Previsional Cerrado y cuando corresponda al Banco 
del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social como 
administrador, informes semestrales de avance, 
sobre la ejecución del plan anual de trabajo de 
auditoría interna; y,

116.7. Las demás que la Superintendencia de Bancos 
disponga.  

TÍTULO XII
DE LA SUPERVISIÓN

CAPÍTULO I
De la Superintendencia de Bancos

ARTÍCULO 117.- La Superintendencia de Bancos como 
organismo técnico de vigilancia, auditoría, intervención 
y control, supervisará que las actividades económicas y 
los servicios que brindan los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados, atiendan al interés general de sus 
partícipes y se sujeten a las normas legales vigentes.

ARTÍCULO 118.- La Superintendencia de Bancos tiene 
a su cargo velar por la estabilidad, solidez y correcto 
funcionamiento de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados sujetos a su control y, en general, 
controlar que cumplan con las normas que rigen su 
funcionamiento, mediante la supervisión permanente extra 
situ y visitas de inspección in situ, de acuerdo a las mejores 
prácticas internacionales, sin restricción alguna y que 
permitan determinar la situación económica y fi nanciera de 
la entidad, el manejo de sus negocios, evaluar la calidad y 
control de la gestión de riesgo y verifi car la veracidad de la 
información que genera.

ARTÍCULO 119.- Por obstaculizar o difi cultar la labor 
de control y supervisión o por incumplimiento de las 
disposiciones y regulaciones, el Superintendente de 
Bancos podrá disponer la remoción del representante legal 
o funcionario del Fondo Complementario Previsional 
Cerrado.

TÍTULO XIII
DEL RÉGIMEN DE ADMINISTRACIÓN 

DE LOS FONDOS COMPLEMENTARIOS 
PREVISIONALES CERRADOS A CARGO 

DEL BANCO DEL INSTITUTO ECUATORIANO 
DE SEGURIDAD SOCIAL

ARTÍCULO 120.- Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados que en su origen o bajo cualquier 
modalidad hayan recibido aportes patronales estatales, son 
administrados por el Banco del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social (BIESS), bajo el régimen de capitalización 
individual, para su gestión se regirán por este título y demás 
disposiciones de la presente norma.   

La administración de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados y sus recursos será separada del 
patrimonio del BIESS y de los demás fondos que administra.

CAPÍTULO I
De las cuentas individuales

ARTÍCULO 121.- Las cuentas individuales de los partícipes 
serán personales e independientes de las que administra 
el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; 
y, los valores constantes en dichas cuentas individuales, 
conservarán su objeto y fi nes, siendo de propiedad de los 
partícipes, manteniendo el manejo de cuentas individuales 
independientes y separadas del patrimonio del BIESS y de 
los demás fondos que administra.

ARTÍCULO 122.- El BIESS contará con un sistema que 
por lo menos garantice información trimestral y oportuna 
a los partícipes, sobre su cuenta individual (aportes, 
rendimientos y otros).

CAPÍTULO II
De la recaudación de aportes y créditos

ARTÍCULO 123.- La recaudación de los aportes a los 
Fondos Complementarios Previsionales Cerrados y los 
abonos a los créditos otorgados a través de los mismos, 
serán realizados mediante deducción de los sueldos, salarios 
y en general remuneraciones de los partícipes; o, a través de 
otros mecanismos que determine el BIESS de acuerdo a sus 
facultades legales.

CAPÍTULO III
De la asamblea general

ARTÍCULO 124.- La asamblea general de partícipes 
o de representantes, ejercerá las atribuciones generales 
establecidas en el artículo 27 de esta norma, con excepción 
de los numerales 27.5, 27.6, 27.7, 27.8, 27.9, 27.10, 27.12, 
y 27.13, y además las siguientes:

124.1. Conocer los lineamientos del plan estratégico, 
el plan operativo y presupuesto del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado;

124.2. Resolver en última instancia los casos de exclusión 
de los partícipes, de acuerdo a lo que establece el 
estatuto, garantizando para ello el debido proceso;

124.3. Designar al auditor externo y auditor interno, 
cuando fuere el caso, de la terna de personas 
naturales o jurídicas califi cadas previamente por 
la Superintendencia de Bancos, que le presente el 
Representante Legal;

124.4. Aprobar el reglamento de elección de representantes 
cuando fuere el caso, y reglamento para el pago de 
viáticos para el personal administrativo del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado;

124.5. Conocer el informe anual de gestión presentado por 
el representante legal designado por el BIESS; y,

124.6. Remover a los representantes de la asamblea 
general por causas justifi cadas y observando el 
debido proceso previsto en el estatuto del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado.
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ARTÍCULO 125.- En los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados administrados por el BIESS, no se 
constituirá el Consejo de Administración.

CAPÍTULO IV
De los comités

ARTÍCULO 126.- Para la adecuada administración de los 
Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, y con 
el propósito de garantizar la continuidad de los servicios, 
prestaciones y benefi cios, el Banco del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social conformará un solo comité de riesgos, 
de inversiones, de prestaciones, de auditoría y de ética 
para todos los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados, en aplicación de procesos de economías de 
escala que permitan la efi cientización de la administración 
y en benefi cio de la gestión de las cuentas individuales 
para lo cual, el Gerente General del Banco aprobará el 
procedimiento para su conformación, organización y 
funciones.

Estos comités se integrarán con tres miembros, un vocal 
del Directorio del BIESS, el gerente general del BIESS o 
su delegado y un profesional especializado en el ámbito de 
responsabilidad de cada comité, quien  será califi cado por la 
Superintendencia de Bancos, en forma previa a su posesión, 
en cuanto a su condición legal, idoneidad y técnica, de 
acuerdo a las normas expedidas para el efecto.

Los comités antes citados se sujetarán a las políticas 
expedidos por el Directorio del BIESS y sus funciones 
serán, al menos, las previstas en esta norma, en lo que fuera 
aplicable.

CAPÍTULO V
Del representante legal

ARTÍCULO 127.- El representante legal será designado 
por el Gerente General del Banco del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social, y ejercerá las atribuciones generales 
establecidas en el artículo 35 de esta norma, con excepción 
de los numerales 35.3, 35.4, y 35.9, y además las siguientes:

127.1. Responder por la marcha administrativa, operativa 
y fi nanciera del fondo complementario e informar 
trimestralmente por escrito al BIESS de los 
resultados de su gestión;

127.2. Presentar anualmente el informe de gestión para 
conocimiento del BIESS y a la asamblea de 
partícipes o de representantes, según sea el caso;

127.3. Poner en conocimiento inmediato del BIESS toda 
comunicación de la Superintendencia de Bancos 
que contenga observaciones a ser cumplidas, 
remitiendo prueba de lo actuado;

127.4. Presentar para aprobación de la asamblea de 
partícipes o representantes, las propuestas de 
reformas estatutarias;

127.5. Presentar para aprobación de la asamblea de 
partícipes o representantes, la terna para seleccionar 

al auditor externo y auditor interno, según 
corresponda; y,

127.6. Presentar al BIESS para su resolución el informe 
para la adquisición, enajenación total o parcial y/o 
la hipoteca de bienes inmuebles de uso institucional.

CAPÍTULO VI
Valor por concepto de administración

ARTÍCULO 128.- El BIESS cobrará a los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados que en su origen 
o bajo cualquier modalidad hayan recibido aportes estatales, 
un valor por concepto de administración en función de los 
rendimientos anuales y de manera diferenciada por cada 
fondo. 

El BIESS propondrá para aprobación de la Superintendencia 
de Bancos el instructivo que permita determinar el porcentaje 
específi co del valor por concepto de administración para 
cada tipo de Fondo, en función del gasto operativo que 
represente su administración que permita la efi cientización 
de la gestión. 

CAPÍTULO VII
Continuidad de prestaciones y servicios

ARTÍCULO 129.- El BIESS garantizará la continuidad 
de los servicios, prestaciones y benefi cios que otorgan 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, con 
sujeción a las disposiciones legales vigentes.

Para el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior 
así como para la efectiva administración de los fondos 
complementarios previsionales que en su origen o bajo 
cualquier modalidad hayan recibido aportes estatales, el 
BIESS ajustará su estructura orgánica funcional; a fi n de 
que utilice su propia infraestructura en la administración 
de los entes previsionales, reduzca sus costos operativos y 
promueva la maximización de la rentabilidad de los fondos.

Los costos y gastos en los que incurra el BIESS deberán 
registrarse en cuentas independientes, y el presupuesto 
de la administración deberá ser fi nanciado con recursos 
provenientes del cobro por la administración a los entes 
previsionales.

ARTÍCULO 130.- El Gerente General del BIESS presentará 
para conocimiento del Directorio del BIESS un informe 
semestral o cuando lo requiera sobre la administración de 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados.

TÍTULO XIV
PROCEDIMIENTO PARA QUE LOS FONDOS 

COMPLEMENTARIOS PREVISIONALES 
CERRADOS QUE CUMPLEN CON LAS 

CONDICIONES DE LA LEY MANTENGAN SU 
PROPIA ADMINISTRACIÓN

ARTÍCULO 131.-  Los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados que en su origen o bajo cualquier 
modalidad hayan recibido aportes estatales, podrán solicitar 
a la Superintendencia de Bancos, mantener su propia 
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administración privada, para lo cual deberán cumplir 
previamente y de forma concurrente, con los siguientes 
requisitos:

1. Presentar una petición escrita, dirigida al 
Superintendente de Bancos, suscrita por lo menos por la 
mitad más uno del total de los partícipes del respectivo 
Fondo Complementario Previsional Cerrado, para lo 
cual deberá observarse lo descrito a continuación:

1.1. En el escrito deberá expresarse de manera 
incondicional, inequívoca e irrevocable, la 
decisión de los suscriptores del mismo, de solicitar 
que el Fondo Complementario Previsional 
Cerrado del que son partícipes, mantengan su 
propia administración;

1.2. Con el objeto de establecer si los suscriptores de 
la petición, conforman al menos la mitad más 
uno del total de los partícipes, deberá remitirse 
un listado certifi cado de los partícipes del ente 
previsional, con la fi rma de responsabilidad 
del Representante Legal del Fondo respectivo, 
actualizado a la fecha de la petición escrita, en 
el que consten: nombres y apellidos completos, 
número de cédula y fecha de ingreso al Fondo 
Complementario Previsional Cerrado; y,

1.3. Declaración Juramentada ante Notario 
Público del Representante Legal del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado respectivo, 
en la que se indique expresamente que los datos 
consignados tanto en la petición escrita, como en 
el listado certifi cado, son veraces y se ajustan a 
la información constante en los archivos del ente 
previsional.  

 El cumplimiento de los requisitos constantes en 
los numerales 1.1., 1.2. y 1.3., deberá acreditarse 
obligatoriamente, con documentación actualizada 
y emitida a partir de la entrada en vigencia de esta 
resolución. 

2. Demostrar que los aportes al Fondo Complementario 
Previsional Cerrado fueron efectuados de manera 
voluntaria. Para estos efectos, se verifi cará:

2.1. La existencia, mediante la entrega de copia 
certifi cada ante Notario Público, de la 
autorización escrita de cada uno de los partícipes, 
para realizar aportes al ente previsional en forma 
voluntaria. Dicha autorización escrita debe 
habérsela extendido en forma previa a que se 
hayan efectuado los aportes; y, que se exprese que 
los descuentos han sido realizados sin coerción 
alguna a los partícipes o a terceros.

 El cumplimiento de los requisitos constantes en el 
numeral 2.1. deberá acreditarse obligatoriamente, 
respecto de todos los partícipes del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, conforme 

el listado referido en el numeral 1.2.; es decir, 
es aplicable a la totalidad de los partícipes y 
no únicamente a los suscriptores de la petición 
escrita mencionada en el numeral 1.

3. Garantizar que los recursos asignados en las cuentas 
individuales pueden ser restituidos a los partícipes en 
cualquier momento. Para estos efectos, deberá remitirse 
lo siguiente:

3.1. Informe fi nanciero en el que se demuestre, a 
través del análisis de los estados fi nancieros, 
fl ujos e inversiones, que los recursos pueden ser 
restituidos en cualquier momento; y,

3.2. Declaración Juramentada ante Notario Público, 
presentada individualmente por el Representante 
Legal del Fondo Complementario Previsional, en 
la que se comprometan a restituir en cualquier 
momento a los partícipes, los recursos asignados 
en las cuentas individuales.  

4. Reintegrar el valor de los recursos estatales recibidos 
por el Fondo Complementario Previsional Cerrado 
con los respectivos intereses calculados a la tasa 
activa referencial determinada por el Banco Central 
del Ecuador para cada año. Para este propósito, deberá 
remitirse:

4.1. Un informe pormenorizado con el cálculo de los 
recursos estatales recibidos en su origen o bajo 
cualquier modalidad por el respectivo Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, que 
incluya las fechas de todas las transferencias, 
asignaciones y/o depósitos efectuados y los 
intereses calculados en la forma antes señalada;

4.2. Original del Acta de Finiquito y Conformidad, 
suscrita conjuntamente por los representantes 
legales de la entidad patronal y del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, en la que 
se evidencie el acuerdo defi nitivo alcanzado, sin 
lugar a reclamación alguna; sobre el valor fi nal 
correspondiente a los recursos estatales recibidos 
y los intereses calculados a la tasa activa 
referencial determinada por el Banco Central del 
Ecuador para cada año;

4.3. Copia certifi cada por Notario Público, de la 
documentación que evidencie la restitución 
efectiva de los valores defi nidos en el Acta de 
Finiquito y Conformidad referida en el numeral 
anterior, a través de depósito o transferencia 
bancaria; y,

4.4. Una certifi cación conferida por la máxima 
autoridad, quien ejerza la representación legal 
de la entidad patronal respectiva, de la que se 
desprenda que los valores correspondientes a los 
recursos estatales recibidos por el Fondo, más 
los respectivos intereses, han sido íntegramente 
restituidos a la entidad patronal. 
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ARTÍCULO 132.- La Superintendencia de Bancos, en un 
término máximo de treinta (30) días, mediante resolución, 
aprobará o denegará la solicitud del Fondo Complementario 
Previsional Cerrado, orientada a mantener su propia 
administración, en base al cumplimiento de los requisitos 
previstos en esta norma.

TÍTULO XV
DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- Para efectos de la aplicación de la presente 
norma, se considerará como administración al Consejo de 
Administración y al BIESS según el caso.

SEGUNDA.- El contenido de la presente norma se entenderá 
incorporado en los contratos de adhesión suscritos en los 
Fondos Complementarios Previsionales Cerrados y deben 
agregarse en los nuevos contratos.

TERCERA.- El Superintendente de Bancos podrá disponer 
la remoción de los representantes a la asamblea general, 
de los vocales de los comités de  riesgos, inversiones, 
prestaciones, auditoría; de los representantes legales, 
gerentes o administradores de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados que hubiesen cometido infracciones 
a la ley y demás disposiciones aplicables, o se les hubiere 
impuesto multas reiteradas, o se mostrasen manifi estamente 
renuentes en cumplir las disposiciones impartidas por la 
Superintendencia de Bancos, o adulterasen o distorsionasen 
sus estados fi nancieros, u obstaculizasen la supervisión, o 
realizasen operaciones que fomenten o comporten actos 
ilícitos o hubiesen ejecutado cualquier hecho grave que haga 
temer por la estabilidad de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados.

Las citadas causales de remoción también son aplicables para 
los representantes a las asambleas generales de partícipes o 
de representantes, representantes legales, administradores, 
miembros de comités de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados que se encuentren administrados 
por el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.

CUARTA.- Las reformas estatutarias de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados que hayan sido 
constituidos ante otros organismos del Estado, deberán ser 
aprobadas por la Superintendencia de Bancos.

QUINTA.- La Superintendencia de Bancos aprobará el 
Catálogo Único de Cuentas y sus actualizaciones de todos 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados 
sujetos a la presente norma. 

SEXTA.- Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados quedan prohibidos de administrar recursos cuyo 
fi n es otorgar la jubilación patronal establecida en el Código 
del Trabajo.

En caso de incumplimiento a esta disposición, la 
Superintendencia de Bancos impondrá las sanciones 
correspondientes, sin perjuicio de disponer la suspensión 
de todas o parte de las actividades y prestaciones que 
ofrezca el Fondo Complementario Previsional Cerrado que 
incumpla esta disposición.   

SÉPTIMA.- Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados que a la fecha de expedición de la presente norma 
continúen administrando recursos cuyo fi n es otorgar la 
jubilación patronal establecida en el Código de Trabajo, 
deberán restituirlos inmediatamente a la entidad patronal.

Para el efecto, el fondo complementario previsional deberá 
determinar el monto que por este concepto se restituirá al 
patrono, para lo cual coordinará con la entidad patronal que 
deberá manifestar expresamente su conformidad.

En la eventualidad que en este lapso alguno de los 
partícipes del fondo complementario previsional cumplan 
con las condiciones para acceder al derecho previsto en 
el Código del Trabajo, el fondo complementario deberá 
entregar al patrono el valor recibido en administración más 
sus respectivos rendimientos, para que la entidad patronal 
cumpla con lo dispuesto en dicho Código.

OCTAVA.- Los casos de duda que se produjeren en 
la aplicación de esta resolución serán absueltas por el 
Superintendente de Bancos.

TÍTULO XVI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados cualquiera sea su origen, naturaleza, objeto o 
prestaciones que hayan recibido aportes estatales, hasta 
que pasen a ser administrados por el Banco del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, se regirán, en lo aplicable 
por la presente norma para los entes previsionales con 
administración propia.

Los ex partícipes de los Fondos Complementarios 
Previsionales Cerrados que hasta la fecha de expedición 
de la presente resolución, se les liquidó su cuenta 
individual por cualquier motivo, previas las deducciones 
que correspondan, podrán solicitar la devolución o 
compensación hasta del setenta y cinco por ciento (75%) 
de su monto de aportes patronales y personales en el ente 
previsional respectivo, dentro de los ciento ochenta (180) 
días de expedida esta norma. En el caso que los partícipes 
hayan accedido a un monto inferior establecido en esta 
disposición, podrán aplicar la presenta regla.

El Gerente General del Banco del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social, en el plazo improrrogable de ciento 
veinte (120) días de expedida esta resolución, deberá 
presentar a la Junta de Política y Regulación Monetaria y 
Financiera, un informe económico, fi nanciero y legal de 
cada Fondo Complementario Previsional Cerrado que está 
en su administración.

SEGUNDA.- Una vez que las auditorías a los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados, previstas en 
la Disposición Transitoria Cuadragésima del Código 
Orgánico Monetario y Financiero, determinen la existencia 
de excedentes, éstos se destinarán a las cuentas individuales 
de cada Fondo, de manera proporcional al tiempo y los 
valores de aportación de los partícipes.
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TERCERA.- Los partícipes que a la fecha de vigencia 
de la presente resolución tengan créditos vencidos, 
podrán pagar por una sola vez, utilizando hasta el treinta 
por ciento (30%) de sus aportes personales, como parte 
de un mecanismo en los procesos de refi nanciamiento y 
reestructuración de las deudas morosas de los partícipes. 
Estos pagos se podrán realizar dentro del primer año desde 
la fecha en que el BIESS asuma la administración del 
Fondo Complementario Previsional Cerrado. 

CUARTA.- Los partícipes que tengan créditos en curso de 
pago con un Fondo Complementario Previsional Cerrado, 
podrán pagar por una sola vez, utilizando hasta el treinta 
por ciento de sus aportes personales dentro de los primeros 
ciento ochenta (180) días contados  desde la fecha de 
expedición de esta resolución. 

QUINTA.- Los recursos que hayan sido acreditados en 
las cuentas individuales de los partícipes de los Fondos 
Complementarios Previsionales Cerrados sujetos a la 
presente resolución, por concepto de aportes personales 
y/o adicionales, así como sus respectivos rendimientos, 
que anteriormente hayan sido destinados al pago de 
obligaciones crediticias del partícipe titular de la cuenta 
individual para con el respectivo Fondo Complementario 
Previsional Cerrado, no serán sujeto de restitución a la 
cuenta individual, debiendo registrárselos contablemente 
como un anticipo del valor a ser liquidado cuando se 
cumpla la condición de acceso prestacional. Lo anterior, 
será aplicable por esta única y defi nitiva ocasión, siempre 
y cuando dicho procedimiento se haya adoptado en 
cumplimiento de la decisión mayoritaria de la Asamblea 
General de Partícipes o de Representantes, según 
corresponda, sin que pueda emplearse dicho mecanismo en 
lo venidero. 

SEXTA.- Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados que aún se administran bajo un régimen de 
administración de benefi cio defi nido, que cuenten con 
informes económicos - fi nancieros y estudios actuariales 
que evidencien su sostenibilidad en las prestaciones como 
en su fi nanciamiento, en el plazo improrrogable de noventa 
(90) días, el Presidente del ente previsional respectivo, 
convocará a una asamblea general de partícipes, para 
resolver si continúan con el régimen de administración 
de benefi cio defi nido o deben migrar a un régimen de 
administración de capitalización individual.

Dicha resolución para mantener o migrar al régimen de 
administración referidos, deberá ser adoptada al menos por 
la mayoría simple del total de partícipes. 

En la eventualidad que el Fondo Complementario 
Previsional Cerrado, no haya resuelto su régimen de 
administración en el plazo establecido en esta Disposición; 
o, decida acogerse al régimen de administración de 
capitalización individual, en el plazo improrrogable de 
ciento ochenta (180) días, contados a partir de la expedición 
de la presente resolución, deberán migrar a dicho régimen de 
cuentas individuales, donde contablemente se identifi quen 
los aportes y rendimientos en la cuenta individual. 

SÉPTIMA.- Los proyectos inmobiliarios que se hayan 
construido con anterioridad a la expedición de esta norma, 
podrán ser vendidos a personas que no sean partícipes, sin 
condiciones preferenciales. 

OCTAVA.- Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados cualquiera sea su naturaleza, objeto o 
prestaciones que otorgue, que a la fecha de expedición de 
la presente resolución no se encuentren registrados en la 
Superintendencia de Bancos, dentro del término de treinta 
(30) días contados a partir de la vigencia de la presente 
norma, deberán cumplir con lo siguiente:

1. Solicitud de registro suscrita por el representante 
legal del Fondo Complementario Previsional Cerrado, 
dirigida al Superintendente de Bancos, adjuntando la 
siguiente documentación:

1.1. Original o copia certifi cada ante notario público, 
del acuerdo o cualquier otro documento de 
constitución que regula el Fondo Complementario 
Previsional Cerrado, con la resolución o acto 
administrativo de la autoridad que haya aprobado 
su constitución o funcionamiento, de ser el caso;

1.2. Solicitud de reserva de la denominación del fondo 
de ser el caso;

1.3. Copia del registro Único de Contribuyentes 
(RUC), de ser el caso; y,

1.4. Certifi cado de cumplimiento de obligaciones 
patronales del fondo, expedido por el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, de ser el caso. 

2. Previo a la solicitud de registro de un fondo, se deberá 
solicitar la reserva del nombre ante la Secretaría General 
de la Superintendencia de Bancos, quien comunicará 
a los peticionarios la aceptación o denegación de la 
denominación propuesta.

3. Verifi cado  el  cumplimiento de los requisitos 
establecidos, la Superintendencia de Bancos, en 
un término máximo de treinta (30) días, mediante 
resolución, aprobará el registro del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado.

Cumplido el término previsto en esta disposición 
transitoria, aquellos fondos que no se hubieren registrado 
quedan expresamente prohibidos de realizar operaciones 
reservadas para las instituciones que integran el sistema de 
seguridad social, especialmente la captación de aportes de 
los partícipes. Tampoco podrán hacer propaganda o uso de 
avisos, carteles, recibos, membretes, títulos o cualquier otro 
medio que sugiera que el fi n de dicho ente es de carácter 
previsional.

El incumplimiento del registro señalado en la presente 
disposición transitoria dará lugar a la aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 323 del Código Orgánico Integral 
Penal.
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NOVENA.- Los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados registrados en la Superintendencia de Bancos 
presentarán un cronograma de cumplimiento de la reforma 
estatutaria a la que están obligados por disposición de la 
presente resolución, hasta sesenta (60) días después de 
su vigencia, cronograma que no podrá superar los ciento 
ochenta (180) días. 

Dentro del cronograma debe preverse la aprobación del 
estatuto por parte de la asamblea general de partícipes o de 
representantes, contados desde el día sesenta en que debía 
presentarse el cronograma.

En tanto que, los Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados, que se registren de acuerdo a la disposición 
transitoria precedente, en el término improrrogable de 
noventa (90) días contados desde la fecha de su registro, 
deberán adecuar su estatuto que será aprobado por la 
Superintendencia de Bancos.

DÉCIMA.- Por tratarse de un nuevo marco  jurídico 
aplicable a Fondos Complementarios Previsionales 
Cerrados, tanto de administración propia como de 
administración del Banco del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social, los representantes o delegados a 
asambleas generales actualmente en funciones, quedan 
cesados de esas calidades. El Presidente o el Gerente 
General del Fondo Complementario Previsional Cerrado, 
según corresponda, convocará a asamblea general a todos 
los partícipes para: conocimiento de los informes de los 
resultados de la auditoría externa; conocer y aprobar las 
reformas al estatuto social, y reglamento de elecciones 
en las que proceda de acuerdo a los términos previstos 
en la presente resolución.  El quórum se verifi cará con la 
presencia de al menos la mitad más uno de los partícipes, si 
no se verifi ca ese quórum a la hora convocada, la asamblea 
se instalará una hora más tarde con el número de partícipes 
que se encuentren presentes. 

La Superintendencia de Bancos establecerá procedimiento 
para la aplicación del inciso que antecede.

TÍTULO  XVII
DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Deróguese la resolución No. 122-2015-F de 31 de agosto 
de 2015, publicada en el Registro Ofi cial No. 594 de 24 de 
septiembre del mismo año. 

DISPOSICIÓN FINAL.- Esta resolución entrará en 
vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Ofi cial.

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE.- Dada en el Distrito 
Metropolitano de Quito, el 7 de septiembre de 2016.

EL PRESIDENTE,

f.) Econ. Patricio Rivera Yánez.

Proveyó y fi rmó la resolución que antecede el economista 
Patricio Rivera Yánez, Ministro Coordinador de Política 
Económica - Presidente de la Junta de Política y Regulación 

Monetaria y Financiera, en el Distrito Metropolitano de 
Quito el 7 de septiembre de 2016 .- LO CERTIFICO.

SECRETARIO ADMINISTRATIVO, ENCARGADO

f.) Ab. Ricardo Mateus Vásquez.

JUNTA DE POLÍTICA Y REGULACIÓN MONETARIA 
Y FINANCIERA.- SECRETARÍA ADMINISTRATIVA.- 
Quito, 08 de septiembre de 2016.- Es copia del documento 
que reposa en los archivos de la Junta.- Lo certifi co.- f.) Ab. 
Ricardo Mateus Vásquez.

 

No. 281-2016-G

LA JUNTA DE POLÍTICA Y REGULACIÓN 
MONETARIA Y FINANCIERA

Considerando:

Que el artículo 41 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero respecto de las operaciones fi nancieras del 
sector público no fi nanciero establece que las instituciones, 
organismos y empresas del sector público no fi nanciero 
deberán efectuar por medio del Banco Central del Ecuador, 
o las cuentas de éste, todos los pagos que tuvieren que hacer, 
así como todas las operaciones fi nancieras que requieran, 
de acuerdo con las regulaciones y excepciones que dicte 
la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera;

Que el artículo 140, segundo inciso del Código Orgánico 
Monetario y Financiero establece que la Junta de Política y 
Regulación Monetaria y Financiera autorizará la apertura y 
mantenimiento de cuentas en el exterior, para el uso de las 
entidades del sector público, previo informes favorables del 
ente rector de las fi nanzas públicas y del Banco Central del 
Ecuador;

Que el artículo 163, último inciso del Código Orgánico de 
Planifi cación y Finanzas Públicas señala que la República 
del Ecuador previa autorización del Ente Rector de las 
Finanzas Públicas, podrá aperturar y mantener en el 
exterior, cuentas de depósito fi jo o a la vista, para gestionar, 
conceder o realizar pagos, endeudamiento, inversión e 
interés de seguridad;

Que la Disposición General Primera del Código Orgánico 
de Planifi cación y Finanzas Públicas dispone que cualquiera 
que sea el origen de los recursos, las entidades y organismos 
del sector público no podrán crear cuentas, fondos u otros 
mecanismos de manejo de ingresos y egresos que no estén 
autorizadas por el ente rector de las fi nanzas públicas;

Que con ofi cio No. PAM-GG-2016-0088-OFI de 11 de 
agosto de 2016, el Gerente General, Encargado de EP 
PETROECUADOR solicita al Ministerio de Finanzas, 
emitir el informe favorable con la fi nalidad de autorizar 
la apertura de la Cuenta de Fondeo y Cuenta de Pago 



40  –  Viernes 21 de octubre de 2016 Registro Ofi cial Nº 867

conforme a los términos descritos en el Anexo E en el 
Bank of China Limited en China, para instrumentar única 
y exclusivamente el mecanismo de pago de la tarifa que 
PETROAMAZONAS EP, dentro de su giro empresarial, 
ha acordado contractualmente con la empresa contratista, 
correspondiente al contrato de prestación de servicios 
específi cos integrados con fi nanciamiento del Campo 
Cuyabeno Sansahuari;

Que mediante ofi cio No. MINFIN-DM-2016-0311-O de 23 
de agosto de 2016, el economista Fausto Herrera, Ministro 
de Finanzas, sobre la base del Informe Técnico contenido 
en el Memorando No. MINFIN-STN-2016-0536-M de 
16 de agosto de 2016, y al tenor de las normas legales, 
emitió dictamen favorable y autorizó para que se realice el 
trámite correspondiente a efectos de que se proceda con la 
apertura de dos cuentas en el Bank of China Limited en 
China, una prevista como cuenta de Fondeo y otra para 
el pago al Contratista (cuenta de Pago) correspondiente 
al contrato para la provisión de servicios específi cos 
integrados con fi nanciamiento de la contratista en el Campo 
Petrolero Cuyabeno Sansahuari del Bloque 58 de la Región 
Amazónica Ecuatoriana operado por Petroamazonas EP;

Que mediante ofi cio No. BCE-GG-2016-0369-OF de 26 
de agosto de 2016, el economista Diego Martínez Vinueza, 
Gerente General del Banco Central del Ecuador, sobre la 
base de los criterios contenidos en el Informe No. BCE-
SGSERV-477-2016/DNSP-2107-2016 y No. BCE-CGJ-
068-2016-I de 25 de agosto de 2016; y, la normativa legal 
y reglamentaria, emitió dictamen favorable para que la 
Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera 
conozca y resuelva en el ámbito de sus competencias, 
respecto a la viabilidad para la apertura dos cuentas en 
dólares americanos en el Bank of China Limited en China, 
una prevista como cuenta de Fondeo y otra para el pago al 
Contratista; y,

Que la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, 
en sesión extraordinaria por medios tecnológicos convocada 
el 6 de septiembre de 2016, con fecha 7 de septiembre de 
2016, conoció el tema relacionado con la autorización al 
Banco Central del Ecuador para que abra dos cuentas en 
dólares de los Estados Unidos de América en el Bank of 
China Limited en China

En ejercicio de sus funciones:

Resuelve:

ARTÍCULO ÚNICO.- Autorizar al Banco Central del 
Ecuador para que abra dos cuentas en dólares de los Estados 
Unidos de América en el Bank of China Limited en China, 
para instrumentar única y exclusivamente el mecanismo 
de pago de la tarifa que PETROAMAZONAS EP, dentro 
de su giro empresarial, ha acordado contractualmente 
con la empresa contratista, correspondiente al contrato 
de prestación de servicios específi cos integrados con 
fi nanciamiento del Campo Cuyabeno Sansahuari.

DISPOSICIÓN FINAL.- Esta resolución entrará en 
vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Ofi cial.

COMUNÍQUESE.- Dada en el Distrito Metropolitano de 
Quito, el 7 de septiembre de 2016.

EL PRESIDENTE,

f.) Econ. Patricio Rivera Yánez.

Proveyó y fi rmó la resolución que antecede el economista 
Patricio Rivera Yánez, Ministro Coordinador de Política 
Económica – Presidente de la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera, en el Distrito Metropolitano de 
Quito el 7 de septiembre de 2016.- LO CERTIFICO.

SECRETARIO ADMINISTRATIVO, ENCARGADO

f.) Ab. Ricardo Mateus Vásquez.

JUNTA DE POLÍTICA Y REGULACIÓN MONETARIA 
Y FINANCIERA.- SECRETARÍA ADMINISTRATIVA.- 
Quito, 08 de septiembre de 2016.- Es copia del documento 
que reposa en los archivos de la Junta.- Lo certifi co.- f.) Ab. 
Ricardo Mateus Vásquez.

 

No. GGR-179-2016

EL GERENTE GENERAL 
EMPRESA PÚBLICA FLOTA PETROLERA 

ECUATORIANA FLOPEC EP

Considerando:

Que, la  Constitución de la República en el artículo 226 
señala las instituciones del Estado, sus organismos, 
dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y las facultades que 
le sean atribuidas en la constitución y la ley. 

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 1117, de 26 de marzo 
del 2012, publicado en el Registro Ofi cial No. 681, de 12 de 
Abril del 2012, se crea la Empresa Pública Flota Petrolera 
Ecuatoriana -EP FLOPEC-, con domicilio en la ciudad 
de Quito, provincia de Pichincha, pudiendo establecer 
subsidiarias, fi liales, agencias y/o unidades de negocio, 
dentro o fuera del país;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 38, de 01 de julio de 
2013, se establece en el artículo 1 del Decreto Ejecutivo 
No. 1117, publicado en el Registro Ofi cial No. 681, de 12 
de abril de 2012, sustitúyase la frase “con domicilio en la 
ciudad de Quito, provincia de Pichincha”, por lo siguiente 
“con domicilio en la ciudad de Esmeraldas, provincia de 
Esmeraldas”

Que, la Ley Orgánica de Empresas Públicas en el artículo 
10 establece que el Gerente General es quien ejerce la 
representación legal, judicial y extrajudicial de la empresa 
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y será en consecuencia el responsable de la gestión 
empresarial, administrativa, económica, fi nanciera, 
comercial, técnica y operativa;  

Que, el numeral 16 del artículo 11 y la Disposición 
General Cuarta de la Ley Orgánica de Empresas Públicas 
establece como atribución del Gerente General el ejercicio 
de la Jurisdicción Coactiva en forma directa o a través 
de sus delegado; y en general la facultad de las empresas 
públicas para la recaudación de los valores adeudados 
por sus clientes, usuarios, consumidores, la misma que se 
ejercerá de conformidad con la reglamentación interna de 
la Empresa Pública y demás normativa conexa;

Que, la disposición transitoria segunda del Código 
Orgánico General de Procesos, establece lo siguiente: 
"Los procedimientos coactivos y de expropiación seguirán 
sustanciándose de acuerdo con lo previsto en el Código 
de Procedimiento Civil y el Código Orgánico Tributario, 
según el caso, sin perjuicio del acatamiento de las normas 
del debido proceso previstas en la Constitución de la 
República. Las normas antes aludidas se seguirán aplicando 
en lo que no contravenga las previstas en este Código, una 
vez que éste entre en vigencia y hasta que se expida la ley 
que regule la materia administrativa.";

Que, el artículo 941 del Código de Procedimiento Civil 
dispone que el proceso coactivo tiene por objeto hacer 
efectivo el pago de lo que, por cualquier concepto, se 
deba al Estado y a sus instituciones que por ley tienen este 
procedimiento; al Banco Central del Ecuador y a los bancos 
del Sistema de Crédito de Fomento, por sus créditos; al 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; y las demás que 
contemple la ley; 

Que, mediante resolución GGR-9-2014, de 20 de junio de 
2014, publicada en el Registro Ofi cial Suplemento 333 de 
15 de septiembre de 2014, se expidió el reglamento para el 
ejercicio de la Jurisdicción coactiva de la Empresa Pública 
Flota Petrolera Ecuatoriana.

Que, mediante Resolución GGR-173-2016, de 07 de 
septiembre de 2016 se adjudicó el contrato para el servicio 
de “RECUPERACIÓN DE CARTERA DE FLOPEC 
EP A TRAVES DE LOS PROCEDIMIENTOS  DE 
JURISDICCIÓN COACTIVA, Y PATROCINIO 
JUDICIAL EN JUICIOS DE EXCEPCIONES Y 
CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS QUE 
PUEDAN DERIVARSE”, a TAXASSURANCE & 
LEGAL ADVICE CIA. LTDA., empresa que a través de 
su equipo de abogados realizará la recuperación total de la 
cartera asignada.

Que, con base a las atribuciones conferidas en el numeral 
8 del artículo 11 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas.

Resuelve:

MODIFICAR EL REGLAMENTO PARA EL 
EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN COACTIVA DE 
FLOPEC EP, al tenor del siguiente artículo:

Art.  1.-  Modifi car el Artículo 4; el último párrafo que 
indica: “El secretario será designado por el Juez de 
Coactivas, con el visto bueno por parte del Gerente 
General de FLOPEC EP. El secretario deberá ser un 
servidor de EP FLOPEC con título de abogado o doctor en 
jurisprudencia”, por el siguiente texto: “El Secretario será 
designado por el Juez de Coactivas, con el visto bueno por 
parte del Gerente General de FLOPEC EP, quien deberá 
acreditar título de abogado o doctor en jurisprudencia, el 
mismo que podrá ser un abogado externo contratado para 
el proceso coactivo o un servidor de FLOPEC EP.” 

Art. 2.- Modifi car el Artículo 5; que establece: “El Juez 
de Coactivas tiene competencia para la recaudación de los 
valores adeudados a FLOPEC EP, por vía coactiva. En caso 
de falta o impedimento del Juez, el Gerente General podrá 
delegar a otro funcionario de FLOPEC EP o le subrogará el 
funcionario que le siga en jerarquía dentro de la respectiva 
ofi cina, quien califi cará la excusa o el impedimento”, por 
el siguiente texto: “El Juez de Coactivas tiene competencia 
para la recaudación de los valores adeudados a FLOPEC 
EP, por vía coactiva, quien deberá acreditar título de 
abogado o doctor en jurisprudencia, el mismo que podrá 
ser un abogado externo o un servidor de FLOPEC EP”.

DISPOSICIÓN ÚNICA

La presente resolución entrara en vigencia a partir de la 
presente fecha sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.

Dado y fi rmado en la ciudad de Esmeraldas a los 16 días del 
mes de septiembre de 2016.- PUBLÍQUESE.

f.) Danilo Moreno Oleas, MBA., Gerente General, FLOPEC 
EP.

 

Nro. YACHAY EP-GG-2016-0031

Msc. Héctor Rodríguez Chávez
GERENTE GENERAL 

EMPRESA PÚBLICA “YACHAY E.P.”

Considerando:

Que la Constitución de la República, publicada en el 
Registro Ofi cial No. 449 del 20 de octubre de 2008, 
en el artículo 227 del citado cuerpo constitucional 
determina: "La administración pública constituye un 
servicio a la colectividad que se rige por los principios de 
efi cacia, efi ciencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 
descentralización, coordinación, participación, 
planifi cación, transparencia y evaluación.";.

Que el artículo 233 de la Norma Suprema determina: "...
Ninguna servidora ni servidor público estará exento de 
responsabilidad por los actos realizados en el ejercicio de 
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sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables 
administrativa, civil y penalmente por el manejo y 
administración de fondos, bienes o recursos públicos...";

Que el Art. 10 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas 
establece que el Gerente General ejercerá la representación 
legal, judicial y extrajudicial de la empresa y será en 
consecuencia el responsable de la gestión empresarial, 
administrativa, económica, fi nanciera, comercial, técnica y 
operativa;

Que el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico de la 
Función Ejecutiva establece: “Las atribuciones propias de 
las diversas entidades y autoridades de la Administración 
Pública Central e Institucional, serán delegables en las 
autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las 
que se encuentren prohibidas por Ley o por Decreto. La 
delegación será publicada en el Registro Ofi cial.”;

Que la Norma de Control Interno de la Contraloría 
General del Estado No. 200-05 señala que la asignación 
de responsabilidad, la delegación de autoridad y el 
establecimiento de políticas conexas, conlleva no sólo la 
exigencia de la responsabilidad por el cumplimiento de 
los procesos y actividades, sino también la asignación de 
la autoridad necesaria a fi n de que los servidores puedan 
emprender las acciones más oportunas para ejecutar 
su cometido de manera expedita y efi caz, por otro lado 
señala que las resoluciones administrativas que se adopten 
por delegación serán consideradas como dictadas por la 
autoridad delegante y el delegado será personalmente 
responsable de las decisiones y omisiones con relación al 
cumplimiento de la delegación;

Que mediante Decreto Ejecutivo No. 1457, de 13 de marzo 
de 2013, publicado en el Registro Ofi cial Nro. 922 de 
28 de marzo de 2013, el Presidente Constitucional de la 
República, Rafael Correa Delgado creó la Empresa Pública 
“YACHAY E.P.” con el objeto de desarrollar las actividades 
económicas relacionadas a la administración del Proyecto 
Ciudad del Conocimiento “YACHAY”;

Que en sesión del Directorio de la Empresa Pública 
“YACHAY E.P.” de 28 de marzo del 2013 y mediante 
Resolución No. 01-2013-DIR-YACHAY EP, se designó 
al Msc. Héctor Rodríguez Chávez, Gerente General de la 
Empresa Pública YACHAY E.P; y,

Que mediante Memorando Nro. YACHAY-GECT-2016-
0267-MI de 29 de junio de 2016 e Informe Técnico adjunto, 
el Gerente de Educación, Ciencia y Tecnología Ing. Juan 
Carlos Moreno Navas solicita al Gerente General de la 
Empresa Pública YACHAY E.P. autorizar la elaboración de 
un Convenio de Cooperación Interinstitucional a celebrarse 
entre la  Escuela Superior Politécnica del Chimborazo y 
YACHAY E.P., con el objeto de establecer en el Ecuador 
un Centro Andino de Investigación en Física Teórica 
(CAIFT), orientado al avance de las ciencias básicas y 
aplicadas a través de la docencia, investigación y difusión 
del conocimiento,

Que mediante Memorando No. YACHAY-GG-2016-0103-
MI de 13 de septiembre de    2016, el Msc. Héctor Rodríguez 
Chávez Gerente General de la Empresa Pública YACHAY 
E.P., dispone a la Gerencia Jurídica  la elaboración del 
instrumento jurídico correspondiente en virtud del cual 
se delegue al Ing. Juan Carlos Moreno Navas Gerente de 
Educación, Ciencia y Tecnología,  a fi n de que suscriba en 
representación de YACHAY E.P.  el Convenio Marco  de 
Cooperación a celebrarse entre YACHAY E.P. y la Escuela 
Superior Politécnica del Chimborazo ESPOCH, cuyo 
objeto es articular las capacidades institucionales a fi n de 
establecer en el Ecuador un Centro Andino de Investigación 
en Física Teórica (CAIFT), orientado al avance de las 
ciencias básicas y aplicadas a través de la docencia, 
investigación y difusión del conocimiento.

En ejercicio de las atribuciones conferidas  en el artículo 10 
de la Ley Orgánica de Empresas Públicas,  artículo 55 del 
Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva y la Norma de Control Interno de la Contraloría 
General del Estado No. 200-05,

Resuelve:

Art. 1.- Delegar al Ing. Ing. Juan Carlos Moreno Navas 
Gerente de Educación, Ciencia y Tecnología,  a fi n de que 
suscriba en representación de YACHAY E.P.  el Convenio 
Marco  de Cooperación a celebrarse entre YACHAY E.P. y 
la Escuela Superior Politécnica del Chimborazo ESPOCH, 
cuyo objeto es articular las capacidades institucionales 
a fi n de establecer en el Ecuador un Centro Andino de 
Investigación en Física Teórica (CAIFT), orientado al 
avance de las ciencias básicas y aplicadas a través de la 
docencia, investigación y difusión del conocimiento.

Art. 2.- Del cumplimiento de la presente delegación 
encárguese al Gerente de Educación, Ciencia y Tecnología.

DISPOSICIÓN GENERAL.- 

Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA.

Encárguese a la Gerencia Jurídica de la publicación de la 
presente Resolución en el Registro Ofi cial. 

Dado y fi rmado en la ciudad de Quito, Distrito 
Metropolitano, a 14 de septiembre de 2016.

Cúmplase y publíquese.

f.) Msc. Héctor Rodríguez Chávez, Gerente General, 
Empresa Pública “YACHAY E.P.”.
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No. SCVS-INC-DNCDN-16-08

Ab. Suad Manssur Villagrán
SUPERINTENDENTE DE COMPAÑÍAS, 

VALORES Y SEGUROS

Considerando:

Que el artículo 213 de la Constitución establece que las 
superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, 
auditoría, intervención y control de las actividades, 
económicas, sociales y ambientales; 

Que mediante resolución No. 97.1.7.3.0011 de 19 de agosto 
de 1997, publicada en el Registro Ofi cial No. 141 de 29 
de agosto de 1997, el Superintendente de Compañías a la 
fecha, declaró con vigor las doctrinas jurídicas emitidas por 
la institución, que son criterios de interpretación doctrinal 
respecto a determinados pasajes oscuros o incompletos de 
la Ley de Compañías, siempre que éstas no hubieren sido 
expresamente suprimidas;  

Que mediante Doctrina No. 8, se estableció el criterio 
institucional de que las compañías anónimas “civiles” deben 
afi liarse en la correspondiente cámara de la producción 
para obtener la inscripción de su contrato en el Registro 
Mercantil;

Que en la Doctrina No. 14 se determinó que no es 
indispensable que los depósitos para los pagos en numerario 
que deben hacerse en una institución bancaria en las 
constituciones de compañía, se efectúen personalmente por 
los socios o accionistas;

Que la Doctrina No. 59 contiene el criterio institucional de 
que el “objeto social” debe constar claramente determinado 
en el contrato social de las compañías anónimas y de 
responsabilidad limitada;

Que la Doctrina No. 141 establece que el convenio 
privado en virtud del cual el accionista de una compañía 
anónima se obliga a no enajenar sus acciones, sin el previo 
consentimiento de un tercero, accionista o no de esa misma 
compañía, no está amparado por la Ley;

Que la Doctrina No. 142 expresa el criterio institucional 
de que la inclusión de la palabra “promoción” en el objeto 
social de una compañía no implica por sí sola, “operación 
fi nanciera”;

Que mediante memorando No. SCVS-INC-DNCDN-
2016-41-M de 19 de septiembre de 2016, la Dirección 
Nacional de Consultas y Desarrollo Normativo informó 
que existe una evidente contradicción entre los criterios 
establecidos en las Doctrinas Nos. 141 y 65, por lo que a fi n 
de solventar las dudas que se han generado y evitar las que 
podrían suscitarse en la práctica, y considerando el marco 
constitucional vigente, se recomienda suprimir la Doctrina 
No. 141; 

Que  mediante  memorando No. SCVS-INC-DNCDN-2016-
42-M de 19 de septiembre de 2016, la Dirección Nacional 
de Consultas y  Desarrollo  Normativo informó que es 

procedente la supresión de las Doctrinas institucionales 
Nos.  8,  14,  59  y  142,  por encontrarse  en  evidente 
desuso;

Que a la luz del marco constitucional que rige al Ecuador 
desde el 20 de octubre de 2008, así como de las últimas 
reformas a la Ley de Compañías, resulta necesaria la 
supresión de los criterios institucionales implementados en 
las Doctrinas antes referidas a fi n de evitar la generación de 
dudas en la práctica societaria;  

Que el artículo 433 de la Ley de Compañías faculta 
al Superintendente de Compañías para expedir las 
regulaciones, reglamentos y resoluciones que considere 
necesarios para el buen gobierno, vigilancia y control de 
las compañías sujetas a su supervisión; 

En ejercicio de las atribuciones conferidas por la Ley,

Resuelve:

Art. 1.- Suprímanse las Doctrinas Nos. 8, 14, 59, 141 y 142, 
descritas en los considerandos de la presente resolución. 

DISPOSICIÓN FINAL.- Esta resolución entrará en 
vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Ofi cial.  

CÚMPLASE Y PUBLÍQUESE.- Dado y fi rmado en 
Guayaquil, ofi cina matriz de la Superintendencia de 
Compañías, Valores y Seguros, el veinte de septiembre de 
dos mil dieciséis. 

f.) Ab. Suad Manssur Villagrán,  Superintendente de 
Compañías, Valores y Seguros.

SUPERINTENDENCIA DE COMPAÑÍAS, VALORES 
Y SEGUROS.- Certifi co que es fi el copia del original.- 
Quito, a 23 de septiembre de 2016.- f.) Ab. Felipe Oleas 
Sandoval, Secretario General de la Intendencia Regional 
de Quito.

 

No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-DNLQSF-2016-164

Hugo Jácome Estrella
SUPERINTENDENTE DE ECONOMÍA 

POPULAR Y SOLIDARIA

Considerando:

Que, el artículo 309 de la Constitución de la República 
del Ecuador señala que las entidades de control del 
sistema fi nanciero nacional, se encargarán de preservar 
su seguridad, estabilidad, transparencia y solidez; y, el 
literal b) del artículo 147 de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria, al determinar las atribuciones de 
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esta Superintendencia, dispone: “Velar por la estabilidad, 
solidez y correcto funcionamiento de las instituciones 
sujetas a su control”;

Que, los numerales 3) y 25) del artículo 62 del Código 
Orgánico Monetario y Financiero, en concordancia con el 
artículo 74 del Código ibídem, señalan entre otras como 
función de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, autorizar la liquidación de las entidades que 
conforman el Sector Financiero Popular y Solidario y 
designar liquidadores;

Que, el artículo 299 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero indica que: “Liquidación. Las entidades del 
sistema fi nanciero nacional se liquidan voluntariamente o 
de manera forzosa, de conformidad con las disposiciones 
de este Código.”;

Que, el artículo 303 del Código mencionado dispone: 
“Causales de liquidación forzosa. Las entidades del sistema 
fi nanciero nacional se liquidan de manera forzosa, por las 
siguientes causas: (…) 11. Por imposibilidad manifi esta de 
cumplir con el objeto social (…)”;

Que, el artículo 304 del mismo Código establece: 
“Resolución de liquidación forzosa. Cuando el organismo 
de control llegase a determinar que la entidad fi nanciera 
está incursa en una o varias causales de liquidación 
forzosa, y no fuera posible o factible implementar un 
proceso de exclusión y transferencia de activos y pasivos, 
procederá a emitir la resolución de liquidación forzosa de 
la entidad.”;

Que, el artículo 307 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero, a la letra manda: “Contenido de la resolución 
de liquidación. En la resolución de liquidación voluntaria 
o forzosa se dispondrá, al menos, lo siguiente:

1. La liquidación de la entidad fi nanciera;

2. La revocatoria de las autorizaciones para realizar 
actividades fi nancieras;

3. El retiro de los permisos de funcionamiento;

4. El plazo para la liquidación, que en ningún caso 
podrá superar los dos años;

5. Designación del liquidador; y,

6. La cesación de funciones del administrador temporal.

En el caso de liquidación forzosa, en la resolución se 
solicitará que la Corporación del Seguro de Depósitos, 
Fondo de Liquidez y Fondo de Seguros Privados pague 
el seguro a los depositantes.

La resolución de liquidación de una entidad 
fi nanciera será motivada, suscrita por el titular del 
correspondiente organismo de control, gozará de la 
presunción de legitimidad y debe cumplirse desde la 
fecha de su expedición.

La resolución de liquidación deberá inscribirse en los 
registros correspondientes.

El organismo de control supervisará la gestión integral 
del liquidador.”;

Que, el artículo 308 del Código antes señalado dispone que 
“La resolución de liquidación regirá a partir de la fecha de 
su expedición, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.”;

Que, el artículo 309 del Código ibídem establece que 
“La resolución de liquidación de una entidad fi nanciera 
deberá ser publicada, por una sola vez, en un periódico 
de circulación del lugar de domicilio de la institución y en 
el Registro Ofi cial, sin perjuicio de su publicidad en otros 
medios.”; 

Que, el último inciso del artículo 446 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero señala: “La liquidación de 
una cooperativa de ahorro y crédito se regirá por las 
disposiciones de este Código y, supletoriamente, por las de 
la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria.”;

Que, los incisos primero y tercero del artículo 61 de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, disponen: 
“Designación del Liquidador.- El liquidador será designado 
por la Asamblea General cuando se trate de disolución 
voluntaria y por la Superintendencia cuando sea ésta 
la que resuelva la disolución. (…) Cuando el liquidador 
sea designado por la Superintendencia, ésta fi jará sus 
honorarios, que serán pagados por la cooperativa y cuando 
sea designado por la Asamblea General de la cooperativa, 
será ésta quien fi je sus honorarios. (…)”;

Que, el numeral 2) del artículo 16 de la Resolución No. 
132-2015-F de 23 de septiembre de 2015, emitida por la 
Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, 
mediante la cual se expide la “NORMA QUE REGULA 
LAS LIQUIDACIONES DE LAS ENTIDADES DEL 
SECTOR FINANCIERO POPULAR Y SOLIDARIO, 
SUJETAS AL CONTROL DE LA SUPERINTENDENCIA 
DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA”, señala: 
“Imposibilidad manifi esta de cumplir el objeto social. 
Se confi gura esta causal de   liquidación en los siguientes 
casos: (…) 2. Si tras haberle sido requeridos por los 
medios y en los plazos que la Superintendencia establezca, 
la entidad controlada no presente sus estados fi nancieros 
durante seis meses consecutivos, en el caso de que estén 
obligados a presentarlos de manera mensual, o durante dos 
trimestres consecutivos, si los estados fi nancieros se deben 
presentar de manera trimestral, sin que medie justifi cación 
alguna aceptada por el organismo de control; o, habiendo 
justifi cado este incumplimiento, se incurra nuevamente en 
el mismo durante el siguiente ejercicio económico.

Sin perjuicio de las acciones administrativas a que 
hubiere lugar, el organismo de control requerirá al 
representante legal de la entidad, en el domicilio 
registrado en la Superintendencia, la entrega dentro del 
plazo de 15 días de los estados fi nancieros pendientes. 
De no ser posible localizar al representante legal, en un 
plazo de 5 días, se le notifi cará mediante publicación 
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en un medio de comunicación escrito, requiriéndole la 
entrega de los estados fi nancieros pendientes dentro del 
plazo de 30 días contados a partir de la fecha de dicha 
publicación.

Una vez transcurridos los términos señalados en el 
párrafo precedente, y de persistir el incumplimiento 
con la entrega de los estados fi nancieros, la 
Superintendencia procederá con la liquidación forzosa 
de la entidad.”;

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 045 M.B.S.CH. de 
20 de diciembre de 2001, el Ministerio de Bienestar Social, 
concede personería jurídica a la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO 7 DE OCTUBRE, con domicilio 
en el cantón Guamote, provincia de Chimborazo;

Que, mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-001469 
de 30 de mayo de 2013, la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, de conformidad con lo establecido 
en la Disposición Transitoria Primera de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria, aprueba la adecuación 
del estatuto social de la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CRÉDITO 7 DE OCTUBRE, con RUC No. 0691711498001;

Que, mediante memorando No. SEPS-SGD-IFMR-
DNLQSF-2016-0476 de 17 de junio de 2016, la Dirección 
Nacional de Liquidación del Sector Financiero, se 
pronunció sobre la situación de la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO 7 DE OCTUBRE, recomendando 
a la Intendencia de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución, se proponga a la máxima autoridad de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, iniciar 
el proceso de liquidación forzosa de la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO 7 DE OCTUBRE, de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 11) del artículo 303 del 
Código Orgánico Monetario y Financiero y numeral 2) 
del artículo 16 de la Resolución No. 132-2015-F de 23 de 
septiembre de 2015, expedida por la Junta de Política y 
Regulación Monetaria y Financiera;  

Que, mediante memorando No. SEPS-SGD-
IFMR-2016-0487 de 20 de junio de 2016, el Intendente 
de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, sobre 
la base de lo expuesto en el memorando No. SEPS-SGD-
ISF-2016-0278 de 30 de mayo de 2016, emitido por la 
Intendencia del Sector Financiero; en el informe No. 
SEPS-IR-DNSES-2016-0719 de 31 de mayo de 2016, 
emitido por la Intendencia de Riesgos; y, en el informe 
No. SEPS-IFMR-DNLQSF-2016-0139 de 17 de junio de 
2016, emitido por la Dirección Nacional de Liquidación 
del Sector Financiero, recomienda la liquidación forzosa 
de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 7 DE 
OCTUBRE, por encontrase incursa en la causal establecida 
en el numeral 11) del artículo 303 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero y numeral 2) del artículo 16 de la 
Resolución No. 132-2015-F de 23 de septiembre de 2015, 
expedida por la Junta de Política y Regulación Monetaria 
y Financiera;

Que, mediante memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2016-0666 
de 28 de junio de 2016, la Intendencia General Jurídica, 
emite informe favorable para la liquidación forzosa de 

la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 7 DE 
OCTUBRE.

En ejercicio de las atribuciones legales, 

Resuelve:

ARTÍCULO PRIMERO.- Liquidar en el plazo de hasta 
dos años, contados a partir de la suscripción de la presente 
Resolución, la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 
7 DE OCTUBRE, con Registro Único de Contribuyentes 
No. 0691711498001, con domicilio en el cantón Guamote, 
provincia de Chimborazo, por encontrase incursa en la 
causal de liquidación forzosa prevista en el numeral 11) del 
artículo 303 del Código Orgánico Monetario y Financiero, 
así como en el numeral 2) del artículo 16 de la Resolución 
No. 132-2015-F de 23 de septiembre de 2015, emitida por 
la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera. 
Durante este tiempo, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 60 de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, la Cooperativa conservará su personería jurídica, 
añadiendo a su razón social las palabras “en liquidación”.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Revocar a partir de la presente 
fecha, todas las autorizaciones que la COOPERATIVA 
DE AHORRO Y CRÉDITO 7 DE OCTUBRE, tuviere 
para realizar actividades fi nancieras, así como retirar los 
permisos de funcionamiento que le hubieren sido otorgados.  

ARTÍCULO TERCERO.- Designar a la funcionaria 
NATALIA PAULINA RUIZ GALARZA, portadora de 
la cédula de ciudadanía No. 1804429031, servidora de 
la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, 
como liquidadora de la COOPERATIVA DE AHORRO 
Y CRÉDITO 7 DE OCTUBRE, quien no percibirá 
remuneración adicional por el ejercicio de tales funciones, 
debiendo posesionarse en el término de diez días hábiles, 
contados a partir de la expedición de la presente Resolución.  

La liquidadora se posesionará ante la autoridad 
correspondiente y procederá a suscribir en conjunto con 
el último representante legal, el acta de entrega-recepción 
de los bienes, el estado fi nanciero y demás documentos 
de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 7 DE 
OCTUBRE, conforme lo previsto en el numeral 1) del 
artículo 59 del Reglamento General de la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria y actuará, en el ejercicio 
de sus funciones, de conformidad con lo dispuesto en el 
Código Orgánico Monetario y Financiero, la Ley Orgánica 
de Economía Popular y Solidaria, su Reglamento General y 
demás normativa aplicable.

ARTÍCULO CUARTO.- Solicitar a la Corporación del 
Seguro de Depósitos, Fondo de Liquidez y Fondo de Seguros 
Privados, pague el respectivo seguro a los depositantes.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- Disponer a la Intendencia de Talento 
Humano, Administrativa y Financiera en coordinación 
con la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen 
Institucional de esta Superintendencia, la publicación de la 
presente Resolución, en un periódico de amplia circulación 
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en el cantón Guamote, provincia de Chimborazo, domicilio 
de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 7 DE 
OCTUBRE.

SEGUNDA.- Disponer a Secretaría General de esta 
Superintendencia, la publicación de la presente Resolución 
en el Registro Ofi cial; así como su inscripción en los 
registros correspondientes.

TERCERA.- La presente Resolución regirá a partir de 
la fecha de su expedición, sin perjuicio de su publicación 
en el Registro Ofi cial. De su ejecución y cumplimiento, 
encárguese la Intendencia de Fortalecimiento y Mecanismos 
de Resolución.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.

Dado y fi rmado en la ciudad de Quito, Distrito 
Metropolitano, a 29 de junio de 2016.

f.) Hugo Jácome Estrella, Superintendente de Economía 
Popular y Solidaria.

Certifi co que la fotocopia que antecede es fi el y exacta 
del original que reposa en los archivos de la SEPS.- 19 de 
agosto de 2016.- f.) Ilegible.

 

No. SEPS-IGT-IGJ-IFMR-DNLQSF-2016-165

Hugo Jácome Estrella
SUPERINTENDENTE DE ECONOMÍA 

POPULAR Y SOLIDARIA

Considerando:

Que, el artículo 309 de la Constitución de la República 
del Ecuador señala que las entidades de control del 
sistema fi nanciero nacional, se encargarán de preservar 
su seguridad, estabilidad, transparencia y solidez; y, el 
literal b) del artículo 147 de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria, al determinar las atribuciones de esta 
Superintendencia, dispone: “Velar por la estabilidad, 
solidez y correcto funcionamiento de las instituciones 
sujetas a su control”;

Que, los numerales 3) y 25) del artículo 62 del Código 
Orgánico Monetario y Financiero, en concordancia con el 
artículo 74 del Código ibídem, señalan entre otras como 
función de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, autorizar la liquidación de las entidades que 
conforman el Sector Financiero Popular y Solidario y 
designar liquidadores;

Que, el artículo 299 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero indica que: “Liquidación. Las entidades del 
sistema fi nanciero nacional se liquidan voluntariamente o 
de manera forzosa, de conformidad con las disposiciones 
de este Código.”;

Que, el artículo 303 del Código mencionado dispone: 
“Causales de liquidación forzosa. Las entidades del sistema 
fi nanciero nacional se liquidan de manera forzosa, por las 
siguientes causas: (…); 11. Por imposibilidad manifi esta de 
cumplir con el objeto social (…)”;

Que, el artículo 304 del mismo Código establece: 
“Resolución de liquidación forzosa. Cuando el organismo 
de control llegase a determinar que la entidad fi nanciera 
está incursa en una o varias causales de liquidación 
forzosa, y no fuera posible o factible implementar un 
proceso de exclusión y transferencia de activos y pasivos, 
procederá a emitir la resolución de liquidación forzosa de 
la entidad.”;

Que, el artículo 307 del Código Orgánico Monetario y 
Financiero, a la letra manda: “Contenido de la resolución 
de liquidación. En la resolución de liquidación voluntaria 
o forzosa se dispondrá, al menos, lo siguiente:

1. La liquidación de la entidad fi nanciera;

2. La revocatoria de las autorizaciones para realizar 
actividades fi nancieras;

3. El retiro de los permisos de funcionamiento;

4. El plazo para la liquidación, que en ningún caso 
podrá superar los dos años;

5. Designación del liquidador; y,

6. La cesación de funciones del administrador temporal.

En el caso de liquidación forzosa, en la resolución se 
solicitará que la Corporación del Seguro de Depósitos, 
Fondo de Liquidez y Fondo de Seguros Privados pague 
el seguro a los depositantes.

La resolución de liquidación de una entidad 
fi nanciera será motivada, suscrita por el titular del 
correspondiente organismo de control, gozará de la 
presunción de legitimidad y debe cumplirse desde la 
fecha de su expedición.

La resolución de liquidación deberá inscribirse en los 
registros correspondientes.

El organismo de control supervisará la gestión integral 
del liquidador.”;

Que, el artículo 308 del Código antes señalado dispone que: 
“La resolución de liquidación regirá a partir de la fecha de 
su expedición, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Ofi cial.”;

Que, el artículo 309 del Código ibídem establece que: 
“La resolución de liquidación de una entidad fi nanciera 
deberá ser publicada, por una sola vez, en un periódico 
de circulación del lugar de domicilio de la institución y en 
el Registro Ofi cial, sin perjuicio de su publicidad en otros 
medios.”; 
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Que, el último inciso del artículo 446 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero señala: “La liquidación de 
una cooperativa de ahorro y crédito se regirá por las 
disposiciones de este Código y, supletoriamente, por las 
de la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria.”;

Que, los incisos primero y tercero del artículo 61 de la 
Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, disponen: 
“Designación del Liquidador.- El liquidador será 
designado por la Asamblea General cuando se trate de 
disolución voluntaria y por la Superintendencia cuando 
sea ésta la que resuelva la disolución. (…) Cuando el 
liquidador sea designado por la Superintendencia, ésta 
fi jará sus honorarios, que serán pagados por la cooperativa 
y cuando sea designado por la Asamblea General de la 
cooperativa, será ésta quien fi je sus honorarios. (…)”;

Que, el numeral 2) del artículo 16 de la Resolución No. 
132-2015-F de 23 de septiembre de 2015, emitida por la 
Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, 
mediante la cual se expide la “NORMA QUE REGULA 
LAS LIQUIDACIONES DE LAS ENTIDADES DEL 
SECTOR FINANCIERO POPULAR Y SOLIDARIO, 
SUJETAS AL CONTROL DE LA SUPERINTENDENCIA 
DE ECONOMÍA POPULAR Y SOLIDARIA”, señala: 
“Imposibilidad manifi esta de cumplir el objeto social. 
Se confi gura esta causal de liquidación en los siguientes 
casos:

2. Si tras haberle sido requeridos por los medios y 
en los plazos que la Superintendencia establezca, la 
entidad controlada no presente sus estados fi nancieros 
durante seis meses consecutivos, en el caso que 
estén obligados a presentarlos de manera mensual; 
o durante dos trimestres consecutivos, si los estados 
fi nancieros se deben presentar de manera trimestral, 
sin que medie justifi cación alguna aceptada por el 
organismo de control; o, habiendo justifi cado este 
incumplimiento, se incurrirá nuevamente en el mismo 
durante el siguiente ejercicio económico.

Sin perjuicio de las acciones administrativas a que 
hubiere lugar, el organismo de control requerirá 
al representante legal de la entidad, en el domicilio 
registrado en la Superintendencia, la entrega dentro del 
plazo de 15 días de los estados fi nancieros pendientes. 
De no ser posible localizar al representante legal, en un 
plazo de 5 días, se le notifi cará mediante publicación 
en un medio de comunicación escrito, requiriéndole la 
entrega de los estados fi nancieros pendientes dentro 
del plazo de 30 días contados a partir de la  .fecha de 
dicha publicación.

Una vez transcurrido los términos señalados en el 
párrafo precedente, y de persistir el incumplimiento 
con la entrega de los estados fi nancieros, la 
Superintendencia procederá con la liquidación forzosa 
de la entidad.”;

Que, los incisos primero y cuarto del artículo 23 de la 
Resolución referida en el considerando anterior, establece: 
“El cargo de liquidador de una entidad del sector fi nanciero 
popular y solidario, lo podrá ejercer: una persona natural 
o jurídica. En el caso de la persona natural, también 
podrá ser un servidor de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, o quien haya ejercido el cargo de 
Administrador Temporal de la entidad en liquidación.

(…) Si la liquidación fuese forzosa el organismo de 
control fi jará los honorarios que deberá percibir el 
liquidador, así como la caución que deberá rendir 
por el ejercicio de su cargo, excepto si el liquidador 
fuere funcionario de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, o cuando se trate de liquidación 
voluntaria de la entidad.”;

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. MIES-
SRA-2010-0032 de 31 de agosto de 2010, el Ministerio de 
Inclusión Económica y Social, concede personería jurídica 
a la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS 
CONSTRUYENDO DESARROLLO MACODES”, con 
domicilio en el cantón Cuenca, provincia de Azuay;

Que, mediante Resolución No. SEPS-
ROEPS-2013-0001573 de 31 de mayo de 2013, la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, 
de conformidad con lo establecido en la Disposición 
Transitoria Primera de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria, aprueba la adecuación del estatuto de 
la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS 
CONSTRUYENDO DESARROLLO MACODES” con 
RUC No. 0190368424001;

Que, mediante informe No. SEPS-IFMR-
DNLQSF-2016-0527 de 28 de junio de 2016, la Dirección 
Nacional de Liquidación del Sector Financiero, se 
pronunció sobre la situación de la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO “MANOS CONSTRUYENDO 
DESARROLLO MACODES”, recomendando a la 
Intendencia de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución, iniciar el proceso de liquidación forzosa de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS 
CONSTRUYENDO DESARROLLO MACODES”, 
de conformidad con lo dispuesto en el numeral 11) del 
artículo 303 del Código Orgánico Monetario y Financiero 
y numeral 2) del artículo 16 de la Resolución 132-2015-
F de 23 de septiembre de 2015, emitida por la Junta de 
Política y Regulación Monetaria y Financiera; 

Que, mediante memorando No. SEPS-SGD-
IFMR-2016-0530 de 29 de junio de 2016, la Intendencia 
de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, sobre 
la base de lo expuesto en el memorando No. SEPS-
SGD-ISF-2016-0346 de 15 de junio de 2016 de la 
Intendencia del Sector Financiero; en el informe No. 
SEPS-IR-DNSES-2016-0756 de 16 de junio de 2016 de 
la Intendencia de Riesgos; y, en el informe No. SEPS-
IFMR-DNLQSF-2016-0140 de 23 de junio de 2016 de la 



48  –  Viernes 21 de octubre de 2016 Registro Ofi cial Nº 867

Dirección Nacional de Liquidación del Sector Financiero, 
recomienda la liquidación forzosa de la COOPERATIVA 
DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS CONSTRUYENDO 
DESARROLLO MACODES”, por encontrase incursa en 
la causal establecida en el numeral 11), del artículo 303 del 
Código Orgánico Monetario y Financiero y numeral 2 del 
artículo 16 de la Resolución No. 132-2015-F;

Que, mediante memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2016-0683 
de 29 de junio de 2016, la Intendencia General Jurídica, 
emite informe jurídico favorable para la liquidación 
forzosa de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO 
“MANOS CONSTRUYENDO DESARROLLO 
MACODES”.

En ejercicio de las atribuciones legales, 

Resuelve:

ARTÍCULO PRIMERO.- Liquidar en el plazo de 
hasta dos años, contados a partir de la suscripción de la 
presente Resolución, la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CRÉDITO “MANOS CONSTRUYENDO DESARROLLO 
MACODES”, con Registro Único de Contribuyentes No. 
0190368424001, con domicilio en el cantón Cuenca, 
provincia de Azuay, por encontrase incursa en la causal de 
liquidación forzosa prevista en el numeral 11) del artículo 
303 del Código Orgánico Monetario y Financiero, así 
como en el numeral 2) del artículo 16 de la Resolución No. 
132-2015-F emitida por la Junta de Política y Regulación 
Monetaria y Financiera el 23 de septiembre de 2015. 
Durante este tiempo, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 60 de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, la Cooperativa conservará su personería jurídica, 
añadiendo a su razón social las palabras “en liquidación”.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Revocar a partir de la presente 
fecha, todas las autorizaciones que la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO “MANOS CONSTRUYENDO 
DESARROLLO MACODES”, tuviere para realizar 
actividades fi nancieras, así como retirar los permisos de 
funcionamiento que le hubieren sido otorgados.  

ARTÍCULO TERCERO.- Designar a la señora 
MARLENE ALEXANDRA BENALCÁZAR 
RODRÍGUEZ, portadora de la cédula de ciudadanía 
No. 0104655717, servidora de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, como liquidadora de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS 
CONSTRUYENDO DESARROLLO MACODES”, quien 
no percibirá remuneración adicional por el ejercicio de 
tales funciones, debiendo posesionarse en el término de 
diez días hábiles, contados a partir de la expedición de la 
presente Resolución. 

La liquidadora se posesionará ante la autoridad 
correspondiente y procederá a suscribir en conjunto con 

el último representante legal, el acta de entrega-recepción 
de los bienes, el estado fi nanciero y demás documentos de 
la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS 
CONSTRUYENDO DESARROLLO MACODES”, 
conforme lo previsto en el numeral 1) del artículo 59 del 
Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria y actuará, en el ejercicio de sus 
funciones, de conformidad con lo dispuesto en el Código 
Orgánico Monetario y Financiero, la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria, su Reglamento General y 
demás normativa aplicable.

ARTÍCULO CUARTO.- Solicitar a la Corporación 
del Seguro de Depósitos, Fondo de Liquidez y Fondo 
de Seguros Privados, pague el respectivo seguro a los 
depositantes.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- Disponer a la Intendencia de Talento 
Humano, Administrativa y Financiera, en coordinación 
con la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen 
Institucional de esta Superintendencia, la publicación de la 
presente Resolución, en un periódico de amplia circulación 
en el cantón Cuenca, provincia de Azuay, domicilio de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO “MANOS 
CONSTRUYENDO DESARROLLO MACODES”.

SEGUNDA.- Disponer a Secretaría General de esta 
Superintendencia, la publicación de la presente Resolución 
en el Registro Ofi cial; así como su inscripción en los 
registros correspondientes.

TERCERA.- La presente Resolución regirá a partir de 
la fecha de su expedición, sin perjuicio de su publicación 
en el Registro Ofi cial. De su ejecución y cumplimiento, 
encárguese la Intendencia de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.

Dado y fi rmado en la ciudad de Quito, Distrito 
Metropolitano, a 30 de junio de 2016.

f.) Hugo Jácome Estrella, Superintendente de Economía 
Popular y Solidaria.

Certifi co que la fotocopia que antecede es fi el y exacta 
del original que reposa en los archivos de la SEPS.- 19 de 
agosto de 2016.- f.) Ilegible.


